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“La investigación demuestra que nuestro modelo 
de desarrollo, basado esencialmente en la 
explotación de los recursos naturales no renovables, 
es insostenible, si desde los sectores público y 
privado no tenemos la capacidad de emplearlos 
en el desarrollo económico y humano. El revertir 
esta situación, por lo tanto, es uno de los desafíos 
que nos plantea este estudio, antes de que —como 
advierten sus autores —el gas se haga gas, o que la 
economía boliviana se gasifique por no ser capaz 
de integrar en un conjunto armónico lo político, 
lo social y lo cultural”. 
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Presentación 


El taller “Santa Cruz hacia un desarrollo sostenible”, organizado el 2000 para identificar 
las prioridades de investigación en el departamento, fue el inicio de un largo y alenta- 
dor proceso de producción de conocimientos, de análisis y debate de importantes te- 
mas de la región. El mismo estuvo impulsado por el Programa de Investigación 
Estratégica en Bolivia (PIEB), en el marco de sus convocatorias regionales dirigidas a 
apoyar investigaciones con relevancia social, y por dos importantes instituciones: la Fa- 
cultad de Humanidades de la Universidad Autónoma Gabriel René Moreno (UAGRM) y 
el Centro de Estudios para el Desarrollo Urbano y Regional (CEDURE), contrapartes del 
PIEB en Santa Cruz. 

La Convocatoria Regional Santa Cruz para proyectos de investigación fue lanzada 
en marzo del mismo año, tomando como referente los temas identificados como prio- 
ritarios en el taller de consulta. Respondieron a la invitación del PIEB y de las institucio- 
nes contrapartes más de cien investigadores, distribuidos en 38 proyectos de 
investigación. El Jurado Calificador eligió ocho proyectos que abordaban temas centra- 
les en el desarrollo de Santa Cruz: tierra, indígenas, gasoductos, incendios forestales, me- 
dios de comunicación, desarrollo, administración pública, poder e identidad en Santa Cruz. 

Los investigadores involucrados en los ocho estudios difundieron los resultados 
de las investigaciones a través de varias actividades y en diversos ámbitos institucionales 
y sociales, ampliando así el impacto de esta convocatoria. Fernando Prado, director de 
CEDURE, en el coloquio de presentación de hallazgos, calificaba a la convocatoria y a 
sus resultados como un hito “en un medio tan escaso de posibilidades de estudio, re- 
flexión e investigación...” 


El largo camino recorrido en la Convocatoria Regional Santa Cruz, tiene un final 
tan importante como el proceso mismo. Se trata de la publicación de ocho estudios: 
Indígenas olvidados: los guaraní-chiriguanos urbanos y peri-urbanos en Santa Cruz 
de la Sierra; Un espacio en construcción: hacia la gestión territorial de la tierra co- 
munitaria de origen Parapitiguasu; Sensacionalismo valores y jóvenes. El discurso y 
el consumo de dos periódicos bolivianos de crónica roja; Los laberintos de la tierra. 
Gasoductos y sociedad en el Oriente boliviano: San José, San Matías y Puerto Suárez; 
Fuego en el Pantanal: incendios forestales y pérdida de recursos de biodiversidad (San 
Matías); Santa Cruz: economía y poder 1953- 1993; La permanente construcción de 
lo cruceño. Un estudio sobre la identidad en Santa Cruz de la Sierra y Malestar so- 
cial y administración pública: abuso de poder, discriminación y corrupción en San- 
ta Cruz de la Sierra. 

El PIEB y las instituciones contrapartes de la convocatoria consideran que cada 
investigación es un aporte importante para el mejor conocimiento de la región, para 
los diseñadores de políticas y para los actores directamente involucrados en el estudio. 
Que estas investigaciones sean suficientemente motivadoras para que otros investiga- 
dores tomen la posta de seguir indagando en las vetas abiertas por estos trabajos. 

Felicidades a los investigadores de la Convocatoria Regional Santa Cruz, en su ma- 
yoría jóvenes. Ellos merecen nuestro reconocimiento por el importante trabajo que han 
realizado. Recuperamos su compromiso y decisión de seguir aportando al desarrollo de 
la región e invitamos al lector a recorrer las páginas de este texto donde, posiblemente, 
encontrará algunas respuestas sobre el presente y futuro de Santa Cruz. 


Godofredo Sandoval 
Director Ejecutivo del PIEB 


Prólogo 


La capitalización de las empresas estatales, y de manera particular la de Yacimientos Pe- 
troliferos Fiscales Bolivianos, es sin duda uno de los temas más controversiales de los 
últimos años, y quienes lo abordan, lo hacen casi siempre desde posiciones personales, 
ideológicas o políticas ya tomadas con respecto a ese proceso. 

Por ello, es muy estimulante encontrar trabajos como éste, que intentan anali- 
zar la capitalización de YPFB desde una perspectiva que debería ser primordial para 
todos los bolivianos, es decir, la de su significación para el desarrollo sostenible de 
las regiones y el país, y su impacto en términos de beneficios concretos para la po- 
blación boliviana. 

A partir del estudio de un caso particular, el impacto social de la construcción de 
los gasoductos al Brasil en tres municipios de Santa Cruz, esta investigación nos plan- 
tea un serio cuestionamiento que comparto profundamente, ¿nosotros bolivianos, ten- 
dremos la capacidad de aprovechar el último recurso natural no renovable que 
probablemente nos queda, el gas, para integrarlo “como sector productivo al resto de 
la economía y al devenir nacional”? 

Desde distintos abordajes, los hallazgos de los investigadores respecto al uso y 
aprovechamiento que históricamente el país dio a los hidrocarburos, antes y después 
de la capitalización de YPFB, nos dan una pauta poco alentadora, pues confirman que 
si bien dentro de la planificación del Estado éstos se constituyen en un sector clave para 
el desarrollo del país, no se logró nunca incorporar los beneficios al resto del aparato 
productivo, y menos aún, la utilización de los mismos dio un real impulso a la econo- 
mía nacional, 
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Tampoco tuvo efectos positivos sobre la economía regional. Al analizar el destino 
que se dio a las regalías departamentales de Santa Cruz entre 1985 y 1994, los investiga- 
dores nos muestran que si bien el 50% de sus ingresos provenían del sector 
hidrocarburífero, la mayor parte de éstos se destinó a gasto corriente y no a infraestruc- 
tura O a impulsar el desarrollo de otros sectores. Por tanto concluyen que, al igual que 
en Santa Cruz, “dada la forma en que se gastaban los recursos provenientes del sector 
hidrocarburos, Bolivia no iba a traducir ésto en inversión pública”. 

Tal afirmación no puede menos que obligarnos a hacer una profunda reflexión 
sobre el rol del Estado en los procesos de gestión y fiscalización de los recursos del sec- 
tor hidrocarburífero, para que los mismos puedan generar verdaderos impactos cualita- 
tivos y cuantitativos en la calidad de la vida de la población. Más aún, debe obligarnos a 
pensar en qué hacer para que el Estado en su conjunto sea un actor político determi- 
nante en el destino de los mismos. 

En esta dirección, la investigación aporta un segundo elemento muy importante, 
y es que si bien el sector estuvo divorciado del resto de la economía nacional, no fue 
así de la política, tendencia que ha tenido efectos muy nocivos, por lo menos, en las 
regiones objeto del estudio. Se muestra claramente que la fuerte politización de los ac- 
tores locales y la relación de algunos con el Estado en el nivel local, ha derivado en gran 
medida en orientaciones altamente paternalistas y cortoplacistas sobre el destino de los 
recursos —especialmente los de compensación por impacto ambiental— invertidos en 
obras sin trascendencia e impacto, ejecutadas más en función de intereses particulares 
que comunitarios. 

Revertir esta tendencia es otro de los enormes desafíos del momento, por la ne- 
cesidad que tenemos de modificar los mecanismos de relacionamiento Estado-sociedad 
civil; de corregir distorsiones en los conceptos de planificación participativa y participa- 
ción comunitaria en los procesos de desarrollo de las comunidades y de encontrar una 
real coherencia entre planificación, diseño y ejecución de proyectos. 

Los recursos del gas son limitados y, por tanto, los grandes lineamientos de polí- 
ticas públicas deben orientarse preferentemente a procesos productivos que permitan 
el desarrollo económico, social y cultural de nuestras comunidades. En tal sentido, el 
Estado, las empresas capitalizadas y las comunidades deben generar auténticos meca- 
nismos de concertación para orientar los recursos del sector hidrocarburífero hacia pro- 
cesos de desarrollo “reales” de mediano y largo plazo. 
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Otro elemento importante de reflexión que aporta la investigación, guarda rela- 
ción con la debilidad institucional del Estado para encarar sus distintos roles de ges- 
tión, regulación y fiscalización. 

En el primer caso, ya se lo ha dicho, queda claro que en las instancias nacional, 
departamentales y locales no se ha discutido seriamente qué destino dar a recursos pro- 
venientes sobre todo de recursos naturales no renovables; y, por tanto, no se ha obra- 
do en consecuencia; mientras que en el segundo y tercero, esta experiencia concreta 
muestra que las empresas capitalizadoras no han tenido problemas para adecuarse al 
nuevo marco legal, contrariamente a los actores estatales que han sido incapaces de ar- 
ticular entre sí para controlar cuentas o para garantizar el cumplimiento de normas de 
preservación ambiental. 

Estos y otros factores descritos tan brevemente constituyen el gran aporte de esta 
investigación, permitiendo apreciar desde una óptica netamente académica y no políti- 
ca, el real impacto que ha producido la capitalización de YPFB en la región oriental del 
país, donde a pesar de los importantes recursos económicos que ha generado el proce- 
so, existen grandes distorsiones que diluyen su verdadera capacidad de impacto social. 

Ello demuestra, una vez más, que nuestro modelo de desarrollo basado esencial- 
mente en la explotación de los recursos naturales no renovables es insostenible si des- 
de los sectores público y privado no tenemos la capacidad de emplear los recursos que 
éstos generan en desarrollo económico y desarrollo humano. 

El revertir tal estado de situación es, por tanto, el gran desafío que nos plantean 
los resultados de este trabajo, antes de que —como advierten sus autores— “el gas se 
haga gas, o que la economía boliviana se gasifique por no ser capaz de integrar en un 
conjunto armónico (...) lo político —en cuanto a la toma de decisiones— lo social —con 
los actores sociales— e incluso lo cultural —con aquellos contactos entre los diferentes 
estratos de decisión que se interrelacionan en el sector”. 


José Guillermo Justiniano S. 
Economista 
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Introducción 


¡Tubos a la vista! 

La pregunta es: ¿qué se asoma entre árboles, bosques, llanos y pantanos? 

Desde el aire, los gasoductos nos ofrecen sendos laberintos que suben y bajan ce- 
rros y llanuras, De tramo en tramo, el paisaje se interrumpe por instalaciones metálicas, 
surcadas por yermos espacios que han sido “desmontados” para acercar a hombres y má- 
quinas a lugares inhóspitos y poco accesibles. Entre rojos caminos ripiados hacia la 
Chiquitanía, arenosos hacia el sur y verdes hacia el norte, surgen pozos y campos cerca- 
dos por vallas metálicas. De noche, algunos brillan como velas encima de mesas iluminadas 
por faroles inmensos que se encienden con motores. Poca gente vive allí. Habitualmente se 
trata de hombres que están de paso, de mediana edad, robustos y tostados por las altas tem- 
peraturas de un sol inclemente y que permanecen en campo sólo algunas semanas al mes. 

Entre estos paisajes aparecen campamentos donde la entretención es mínima por 
la cantidad de horas de trabajo. Están compuestos por bolivianos, en su mayoría, pero 
también hay técnicos y obreros de muchos lugares de América del Sur. Aquí en medio 
de cerros, de valles, de chaco, de llanos y pantanos, encontramos señales, tubos y más 
tubos, tanques, válvulas, medidores, maquinaria pesada, camiones, grandes camionetas, 
“silos” de gas que interrumpen el verdor de Santa Cruz y se oponen a los sinuosos ríos 
que con tranquilidad vadean el territorio. 

Hoy, toda esta maquinaria brilla, está recién pintada, recién visitada, recién inau- 
gurada. ¿Pero es esto lo que los bolivianos creemos sobre el gas? ¿Es esto lo que permi- 
te pensar que el gas constituirá la primera fuente de ingresos por exportaciones del país 
en el presente y en el futuro más inmediato? ¿Es el gas sinónimo de desarrollo? 
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Cuando nos interesamos por el tema del gas hace tres años, pensamos genuina- 
mente que nos íbamos a encontrar con un universo de análisis que nos permitiría en- 
contrar las pistas sobre cómo poder abordar el tema del desarrollo de Bolivia. Hoy en 
cierta forma, afirmamos esta “vocación” por el gas, pero también la cuestionamos en 
un sentido que a menudo se soslaya: el de su integración como sector productivo al 
resto de la economía y devenir nacional. 

La investigación que presentamos aquí se llevó a cabo desde septiembre del 2000 
a marzo de 2001, fundamentalmente a través de un estudio de caso en secciones de 
provincia del departamento: Puerto Suárez, San Matías y San José de Chiquitos. En este 
sentido, pretendemos exponer los aspectos más sobresalientes en relación al alcance 
que ha experimentado el crecimiento del sector hidrocarburífero en el país y observar 
los aportes de carácter social que la construcción y operación de dos gasoductos han 
producido en el departamento de Santa Cruz. 

La evolución histórica boliviana no ha sido nada fácil. Los tropiezos del país han 
atravesado por una serie de falencias que van desde los paupérrimos índices demográ- 
ficos, hasta deteriorados procesos productivos en un territorio poco integrado y diver- 
so. En este plano, el Estado boliviano tuvo que hacerse cargo de una serie de 
responsabilidades que los gobiernos militares y la ruina de la industria del estaño, prin- 
cipal riqueza del país, terminan por llevar al país a los últimos niveles del subdesarrollo 
regional. A partir de 1981, los países latinoamericanos, y entre ellos Bolivia, se vieron 
en la obligación de implementar una serie de políticas de ajuste económico que inten- 
taron sanear un agudo proceso de endeudamiento exterior y un déficit permanente en 
la balanza comercial. En este contexto, la aparición del DS 21060 (1985) y las medidas 
de ajuste realizadas durante los años de la presidencia de Víctor Paz Estenssoro (1985- 
1989), permitieron cursar la realidad económica boliviana por la senda de los países la- 
tinoamericanos y aplicar una serie de medidas que habrían de contribuir a la 
transformación estructural del país en todos los ámbitos del quehacer nacional. Enten- 
dida en este marco, la contribución de la inversión extranjera y la implementación de 
los mecanismos que fueran considerados necesarios no dudaron en adoptarse, en tan- 
to que la situación de condicionalidad ' de los préstamos posteriores recibidos por el 


Entiéndase por condicionalidad, aquel requerimiento o conjunto de requisitos mínimos indispensa- 
bles que imponen los organismos de financiamiento multilateral que están en situación de concesión 
de algún préstamo a un país o a un conjunto de países. 
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país exigieron paulatinamente la puesta al día de un país atrasado y con serios proble- 
mas macroecónómicos. 

Este lamentable estado de cosas es lo que comenzamos a indagar en el marco de 
una sociedad dirigida por elites regionales, en la que el Estado posee niveles de 
institucionalización débiles y cruzados por intereses particulares que definen una des- 
articulación regional. 

El principal aspecto que deseamos destacar radica en la presentación de una in- 
vestigación que integra los orígenes de las asimetrías existentes en el país que condicio- 
nan la dinámica de los hidrocarburos. Con esta premisa, la problemática escapa de los 
regionalismos para ser medida en una óptica mucho más amplia. El hecho que en la 
mayor parte de los estudios se opte por segmentar el desarrollo del sector hidrocarbu- 
ros a períodos específicos y con una visión economicista es una constante que ha lleva- 
do a ver los árboles pero no el bosque del sector. Por ello, nos pareció fundamental 
realizar lo que la mayor parte de los estudios de la economía omiten: presentar la es- 
tructura y dinámica de la economía cruceña a fines del siglo XX, considerando que la 
configuración surge a partir de procesos singulares y que si se olvidan, impiden al lec- 
tor común presentar una proyección inserta en el contexto nacional. 

El primer y más importante hallazgo de este estudio radica en la constatación 
que el sector hidrocarburos se maneja independientemente del resto de la dinámica 
económica del país, pero no así de la política. Esto es evidente en casi todos los mo- 
mentos del siglo XX. Por ello, al sostenerse habitualmente que los hidrocarburos han 
cooperado con el desarrollo regional en estos años, debemos considerar que lo que 
ha incidido —en alguna medida— son los montos de dinero que han ingresado por 
concepto de regalías, pero en ningún caso podemos pensar en una planificación es- 
tatal que los integre al resto del aparato productivo y menos aún que los procesos 
que apareja la industria de los hidrocarburos impulsen el resto de la economía. Esta 
situación, que es propia de las economías de enclave, se mantiene en Bolivia de ma- 
nera constante porque los capitales que se invierten en la industria del sector en el 
período en estudio no son nacionales, sino de enormes consorcios que tienen esa 
dinámica y no otra. En este sentido, el papel del Estado en el contexto de Yacimien- 
tos Petrolíferos Fiscales Bolivianos es uno muy distinto con la capitalización, pero no 
desde el punto de vista de la economía: ni con YPFB ni con la capitalización, la eco- 
nomía boliviana ha estado cerca del take off 
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Se habla de la compatibilidad entre economía y ecología. Por otro lado, el conoci- 
do economista Paul Krugman (1992) nos ha internado por un camino que no ha sido 
tratado en Bolivia y que guarda estrecha relación con la perspectiva económica futura 
que el tema de los hidrocarburos pueda representar en el país. Estamos hablando de la 
integración entre la “teoría de la localización” y la geografía económica. Esto nuevamente 
apunta a comprender que desde la visión económica regional: 


Normalmente los países son tratados en los modelos —económicos— como puntos carentes de 
dimensión, en los que los factores de producción pueden moverse instantáneamente y sin nin- 
gún coste de una actividad a Otra. 


Por eso es que: 


...una buena forma de empezar consiste en examinar las diferencias en crecimiento regional, si 
queremos comprender la especialización local. Los datos serán mejores y plantearán menos pro- 
blemas de compatibilidad, y las fuerzas económicas subyacentes estarán menos distorsionadas 
por las acciones de los gobiernos (Krugman: 1992:8-9) 


Creemos que este es un punto de partida diferente a la hora de presentar conclu- 
siones coherentes en relación con el futuro rol del Estado frente al tema empresarial. 
Además, representaría una alternativa para discutir conscientemente con los departa- 
mentos y gobiernos municipales su participación en un esquema coherente de desa- 
rrollo, esquema que a nuestro entender dista de la comprensión común del economista. 
Uno de los primeros aportes que quisiéramos entregar en la investigación es esta pers- 
pectiva de la localización. 

Un segundo punto que queremos enfocar es el de los tipos de impactos visibles 
e invisibles. La construcción de los gasoductos evidencia procesos de transformación 
espacial y social. En la información de campo, pudimos ver qué ha sucedido con el tema 
del empleo y la oferta de recursos a las zonas involucradas. La población observada “ve 
lo que hay”, exige lo que no tiene, y no le preocupa quién le oferta o cómo surgen aque- 
llos servicios y aportes a la comunidad *, 





Este problema redunda en confusas dinámicas comunicacionales, desde y hacia el sector privado. 
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Sobre el tema del impacto, por último, nos hemos situado frente al proceso de 
una manera crítica, intentando reconstruir lo que se ha hecho por todos los sectores 
en torno al tema, antes de aceptar que unos y otros puedan o no tener razón para argu- 
mentar a favor o en contra de la presencia de los gasoductos. Los últimos acontecimien- 
tos que observamos con relación con los gasoductos del Yabog y Gasyrg, que parten en 
el sur de Bolivia y llegan al Río Grande, dejan ver que los municipios ya han tomado 
conciencia de la importancia de estas obras de infraestructura. Esto es ya un gran avan- 
ce pero, a nuestro parecer, el Estado, en sus diversas instancias, sigue manifestando los 
mismos problemas planteados por la construcción de los gasoductos al Brasil tanto en 
materia de gestión como de fiscalización. 

Lo ideal hubiera sido considerar un mayor número de municipios para poder in- 
volucrar a más población; asimismo, mirar con rigor la estructura productiva en el tiem- 
po de las tres provincias donde se ubican los municipios de estudio (Chiquitos, Germán 
Busch y Ángel Sandoval). Por otro lado, realizar un estudio comparativo con lo que ocurre 
en municipios del Brasil, dentro del rango de impacto relacionado con estas obras, se- 
ría importante, No obstante, creemos que ha sido un acierto observar una suerte de 
“triángulo geográfico” en el que se miran los dos gasoductos al Brasil: una ciudad inter- 
media y dos localidades fronterizas con rasgos completamente diferentes, San José de 
Chiquitos y San Matías y Puerto Suárez, respectivamente. Sin embargo, queremos des- 
tacar que al inicio del trabajo descartamos otra ciudad intermedia: Roboré. Esta exclu- 
sión se realizó en virtud de la existencia de un contingente militar en la zona, por lo 
cual asumimos que esta ciudad estaría en mejores condiciones de comunicación e inte- 
gración con la capital departamental y nacional. Debemos admitir, una vez terminada la 
investigación, que este fue un prejuicio y no un acierto precisamente. 

En cuanto a las omisiones, la primera y voluntaria es la del análisis pormenoriza- 
do de la economía departamental, porque otro proyecto del PIEB se ocupaba directa- 
mente de este asunto ?. Un segundo aspecto es el de las regalías: la complejidad del tema 
se presta a muchas especulaciones en las que no quisimos entrar. Creemos que el de- 
bate sobre el uso de las regalías departamentales —no sólo por concepto de los hidro- 
carburos, sino también forestales y mineras— es un tema a desarrollar en otras 


3 Se trata de la investigación “Desarrollo histórico regional. Santa Cruz, 1952-1993” a cargo de Dunia 
Sandoval. En prensa. 
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investigaciones. Asimismo, algunos de los entretelones de carácter laboral quedaron al 
margen de este informe porque no hay registros públicos de los mismos. Lo mismo ocu- 
rre con las repercusiones económicas específicas en la capital del departamento por- 
que los repositorios documentales o bibliotecas carecen de trabajos estadísticos para el 
período en estudio, con lo cual se hacía muy aventurado sumergirse en la temática sin 
desviar el objeto final de atención. 

Desde un punto de vista teórico, estudiar el impacto de la industria del gas en el 
departamento de Santa Cruz nos permite reconocer abiertamente las contradicciones 
que el país evidencia en todas sus estructuras. Como se dice comúnmente, es posible 
que “el gas se haga gas”, o que la economía boliviana “se gasifique” por no ser capaz de 
integrarse en un conjunto armónico. Así, la perspectiva, inicialmente económica, termi- 
na abriendo brechas hacia lo político —en cuanto a la toma de decisiones—, hacia lo so- 
cial —con los actores sociales—, e incluso en lo cultural —con aquellos contactos entre 
los diferentes estratos de decisión que se interrelacionan en el sector. 

La verdad es que creíamos que el tema era más simple: un sector, unas relacio- 
nes, unos problemas. La investigación nos demostró lo contrario. Es un laberinto, y de 
ahí el nombre que le hemos puesto a la investigación: un enredo de ductos, un enredo 
de decisiones y una disyuntiva permanente del Estado frente a qué y cómo resolver pro- 
blemas, una dicotomía entre gasoductos y sociedad. 

Por ello, los objetivos de la investigación planteaban, en un principio, la explica- 
ción de los niveles de impacto económico-social que la dinámica del sector de hidro- 
carburos ocasiona en el departamento de Santa Cruz, así como la determinación de las 
características de la política económica del gobierno central con relación al sector de 
hidrocarburos regional, así como el análisis de los efectos sociales de la inversión en el 
sector hidrocarburos en los centros urbanos de San José de Chiquitos, Puerto Suárez y 
San Matías. Hoy, preferimos mostrar al lector una evaluación mayor que se ocupa, más 
bien, del grado de integración del sector empresarial privado con el medio social y los 
alcances de la industria de los hidrocarburos en el país en el quinquenio 1996-2000 en 
los centros urbanos de estos tres municipios del oriente boliviano. 

De esta manera, se trata de una investigación sobre la biología de las socieda- 
des cercanas a las infraestructura más caras del país —más que de la contaminación O 
el deterioro físico de los espacios— ya que intentamos visualizar en qué medida la pre- 
sencia de esta infraestructura cambia la calidad de vida de aquellas personas que 


XXII 


viven a proximidad del recorrido de los gasoductos, partiendo de una hipótesis simple: 
las dinámicas de las relaciones y resultados del impacto de la construcción de los 
gasoductos se proyectan hacia el país, en el mediano y largo plazo, en forma similar a lo 
ocurrido en las ciudades cercanas a la construcción del mismo. 

Por consiguiente, este es un trabajo de historia económica contemporánea, con 
matices claramente expuestos de relaciones socio-políticas. La incorporación de refe- 
rencias sobre la administración pública no estaba en nuestros planes iniciales, pero fue 
necesaria para identificar los círculos viciosos del poder local, contra los cuales ni la mejor 
de las planificaciones puede lidiar. Las alusiones históricas, así como a los aspectos le- 
gales mencionados en el trabajo, tienen por objetivo situar el sector hidrocarburos en 
un contexto nacional, En el espejo de fondo que subyace en el análisis, están las contra- 
dicciones que la sociedad boliviana manifiesta en la planificación, diseño y ejecución de 
proyectos que manifiestan ideas discursivamente modernizantes, a la vez que política- 
mente erráticas. 

Hoy, el discurso del gas es proyectista pero no analítico. En las dimensiones de 
las cuentas que se efectúan sobre el gas, permanecen en el misterio más absoluto ele- 
mentos tales como el poder local, la toma de decisiones y el abordaje de los conflictos 
en el complejo tema de la construcción social. Este es un error de Estado. 

Por ello, para conocer esta construcción, creamos una metodología cualitativa de 
medición sobre la base de trabajo con grupos focales, complementado con una extensa 
evaluación de informantes claves a lo largo de casi un año. Paralelamente, se efectuó un 
estudio hemerográfico y documental, además del característico abordaje bibliográfico 
que acompaña a cualquier investigación social. 

Finalmente hemos estructurado el trabajo en cuatro apartados: el primero de ca- 
rácter histórico, que permitirá al lector situar, histórica, económica y legalmente, a la 
industria hidrocarburífera —neologismo que se refiere al sector, por cierto—, En segun- 
do término, consideramos lo que ha sido esta industria en el departamento de Santa 
Cruz. En el tercer capítulo, reconocemos a los municipios involucrados y lo que se rea- 
lizó en cuanto a la construcción de los gasoductos, para finalmente, en el último capítu- 
lo, observar las dinámicas y conflictos que aparecen con su construcción. 

Al terminar estas líneas, agradecemos muy sinceramente la oportunidad que nos 
brindara el PIEB para concretar esta investigación y esperamos contribuir a la compren- 
sión de lo que significa la industria del gas para Bolivia. 
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CAPÍTULO UNO 
El sector hidrocarburos 
y el desarrollo boliviano 


1. Los hidrocarburos en la historia de Bolivia 

Si bien desde fuera, en el círculo del análisis económico internacional, América Latina 
posee un bajo perfil, no ocurre lo mismo desde la perspectiva de su importancia en 
cuanto a las proyecciones del volumen de su riqueza en el sector de los hidrocarburos. 
Por ello, es necesario considerar al país dentro del contexto general latinoamericano. 
En este sentido, Bolivia “viene internando” desde el punto de vista de sus riquezas, des- 
de el mismo momento de la expansión del capitalismo internacional del siglo XIX y es 
imposible dejarla fuera del análisis global del continente en todo el siglo XX. 

Llaman así la atención dos aspectos: la ausencia de estudios generales que inclu- 
yan al sector de los hidrocarburos dentro de la dinámica nacional y regional, y que, des- 
de el punto de vista histórico, y sobre todo de la historia económica del siglo XX, no 
existan estudios específicos que permitan entender la dinámica de la economía bolivia- 
na en un contexto más amplio y latinoamericano. Por eso hemos querido iniciar nues- 
tro estudio con lo que consideramos algunas constantes de la historia económica 
latinoamericana que permitan entender cuál es el espectro económico global del país y 
qué rol ocupan en este plano los hidrocarburos 

Bolivia, quizás como ningún otro país de Latinoamérica, evidencia los traspiés co- 
munes por los que ha pasado el desarrollo continental a lo largo del siglo XX. Desde 
principios del siglo XX, el país ha atravesado por una larga fila de fracasos económicos 
que se presentan desde el declive final de la producción de la plata, el efímero furor de 
la goma, hasta concentrarse en la crisis de los años treinta en la producción de estaño, 
Desde el inicio del crecimiento basado en la exportación e importación, característico 


del período de 1880-1900, a la expansión de este modelo, propio de los años 1900 a 
1930, Bolivia se vio inmersa en un esquema que buscaba medios funcionales y prove- 
chosos para la integración de América Latina en el sistema global del capitalismo 
(Skidmore y Smith, 1996: 56 y sgts.). 

Entre 1930 y 1960, el proceso de industrialización que dio lugar a la sustitución 
de importaciones se presentó en Bolivia de una manera errática. Tras la Guerra del Chaco 
en 1936, el país, desorientado por las disputas de la Standard Oil y Royal Dutch Shell, 
resolvió dar un golpe de timón a la presión norteamericana e inglesa: 


En 1936, el coronel D. Toro, socialista, tomó el poder en Bolivia, a raíz de un Golpe de Estado 
militar apoyado por manifestaciones populares. El Ejército de entonces sustentaba fuertes senti- 
mientos anti-norteamericanos, porque creía con razón que los responsables de la guerra y la 
derrota habían sido los imperialistas norteamericanos y, en particular, la Standard Oil. Bajo la pre- 
sión de las masas, Toro resolvió romper con la Standard, aprovechando la circunstancia de que la 
compañía había suspendido virtualmente todo trabajo a partir de 1933. En diciembre de 1936 
fue fundado el ente estatal Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YFPB). Toro propuso a 
la Standard que traspasara sus yacimientos en explotación a la empresa estatal, a cambio de cier- 
ta compensación, pero la Standard se negó. Entonces fue promulgado, el 13 de marzo de 1937, 
el decreto de expropiación de la Standard Oil de Bolivia y el traspaso de sus derechos a YFPB. 
(Volski, 1966: 77). 


Volski sostiene que, durante la década de 1930, un importante movimiento popu- 
lar a favor de la nacionalización de los recursos y la industria petroleros se desata en 
América Latina. El proceso se relaciona ciertamente con el discurso de una izquierda 
que aboga por una industria protegida por el Estado. Sin embargo, también es la resul- 
tante de magros beneficios para las economías nacionales, en contraposición a los enor- 
mes beneficios de la industria petrolera norteamericana. La Guerra del Chaco expone 
las contradicciones, pero también la crueldad de los intereses monopólicos del sector. 
En Bolivia, dos importantes hechos involucran al sector petrolero en 1938. En primer 
lugar un artículo de la nueva constitución, aquel que prohibía la propiedad de cualquier 
extranjero a 50 kilómetros de las fronteras y un Decreto Supremo, el del 15 de marzo, 
que establecía el pago del 11% de la producción a favor de los departamentos produc- 
tores de hidrocarburos!, 


La demanda realmente sería reivindicada en 1957. 


Una extraña y contradictoria dinámica de juicios, decretos, contra decretos, so- 
bornos y oscuros manejos propician el restablecimiento de la Standard. Durante el go- 
bierno del General Peñaranda (1940-1943) en 1941, se firma un acuerdo que indemniza 
a la empresa norteamericana en 1,75 millones de dólares a cambio de cooperar econó- 
micamente con la construcción del ferrocarril que uniría a Santa Cruz y Cochabamba. 
En la misma línea sigue la proposición del Plan Bohan?. 

Para 1943, en el marco del inmenso consumo de una segunda guerra mundial al- 
tamente demandante de hidrocarburos, se incrementa la extracción y exportación del 
petróleo latinoamericano. Las grandes transnacionales norteamericanas dedicadas al 
rubro negociaban durante la administración Roosevelt mejor que durante cualquier otra 
época. Tal fue así que los monopolios presentaron un proyecto de ley de represalias 
para aquellos países de América Central y Sur que se opusieran a la existencia de mono- 
polios extranjeros en dichos Estados. Terminado el conflicto internacional, no hay acon- 
tecimiento revolucionario producido en Latinoamérica que no cuente con la participación 
directa o indirecta de los monopolios petroleros norteamericanos. La Guerra Fría de- 
termina el control de los mercados de materias primas y el condicionamiento de los 
organismos crediticios y financieros en todos los países de la región. 

En Bolivia, la tenacidad de YFPB por mantener la propiedad de los recursos pe- 
troliferos condiciona una producción con grandes dificultades. El mayor de los proble- 
mas radicaba en el transporte y refinación del producto, Los hallazgos en Santa Cruz y 
Tarija obligan a buscar recursos nuevamente en las grandes firmas norteamericanas. A 
comienzos de la década de 1950, se concede un préstamo de tres millones de dólares 
para comprar maquinaria destinada a las perforaciones de Camiri; los pagos serían de- 
vueltos en petróleo y en la aceptación de la existencia de compañías mixtas. 

El gobierno del Presidente Gualberto Villarroel (1943-1946) decide la construcción 
y financiamiento de los oleoductos y refinerías de Sucre y Cochabamba. Gran parte del 
financiamiento de estas obras se logra a través de empresas como la Williams Brothers 


2 Se trató de una misión estadounidense que terminó en una propuesta de diversificación económica. 
Esta misión fue presidida por Mervin Bohan. El mérito de este plan fue rescatar las posibilidades de 
contribución económica del departamento de Santa Cruz, a través de la diversificación productiva, fun- 
damentalmente agrícola y de comunicaciones, por medio de la construcción de la carretera que uniría 
las ciudades de Cochabamba y Santa Cruz. Un descarnado análisis del Plan Bohan es presentado por 
Almaraz, 1958: 140 y sgtes. 


Co. y Foster Wheeler Co y con el financiamiento del Export Import Bank (Almaraz, 1958: 
150). El oleoducto Camiri-Cochabamba y Lamboyo-Sucre son los primeros del país. 

La continuidad de las estructuras económicas bolivianas caracterizadas por la fuerte 
y condicionada presencia del capital externo para las inversiones”, la falta de control impo- 
sitivo, la explotación de la mano de obra indígena minera y la ausencia de integración eco- 
nómica y social nacional, entre los factores más relevantes, terminan por causar una 
irrefrenable ruptura social. En efecto, la rosca minera seguía conduciendo los destinos de 
Bolivia. Las empresas extranjeras que querían ingresar a invertir en el país siguieron en- 
contrando en Bolivia un fértil terreno de extracción de materias primas, entre ellas de hi- 
drocarburos, debido a la carencia de una “claridad política” del Estado. Sin embargo, en 
medio de inmensos contrastes sociales, Bolivia eclosiona en un proceso revolucionario que 
basa sus reivindicaciones de orden económico, en beneficio del Estado y de las clases tra- 
bajadoras. Pese a ello, el proceso, que cambiaría para siempre los destinos de la masa cam- 
pesina rural adscrita a la tierra, no alteraría el fondo de la estructura económica del país*, 

Desde 1952, la economía boliviana ha buscado un norte que la conduzca, un nor 
te menos fatalista de lo que Arguedas argumentaba en Pueblo enfermo. Sin embargo, el 
camino no ha sido fácil. Poco o nada pudo hacer el gobierno revolucionario de Paz 
Estenssoro frente a la necesidad de conseguir capitales desde el exterior. Su programa 
de “diversificación económica” era muy parecido al plan elaborado por Bohan. Para 1953, 
la Glenn H. Mc Carthy Incorporated recibía más de 350 mil hectáreas emplazadas en la 
zona de YFPB a través de un convenio internacional, cerca de la frontera con Argentina: 
el concesionario quedaba libre de todo impuesto al cateo y a la explotación; sólo paga- 
ría un impuesto del 16 al 40% del volumen de la extracción, proporcionalmente al ren- 
dimiento de los pozos”. ¿Cómo se explica semejante negocio? 
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Almaraz sostiene que nunca el Departamento de Estado norteamericano respondió la pregunta de si 
los planes de cooperación económica a Bolivia estaban condicionados al arreglo previo con la Stan- 
dard Oil. Recordemos que el problema se trata del retorno de la transnacional durante los gobiernos 
del presidente Quintanilla (1939-1940) y Peñaranda (1940-1943). 

* Para ver la expansión de la industria de los hidrocarburos en el país hasta los años sesenta, véase la 
obra de Almaraz. 

Recuérdese que esta primera concesión a la Glenn Mc Carthy termina por no extraer ni un barril de 
crudo en cinco años. Su salida en 1956, a petición del gobierno boliviano, termina con la venta de su 
concesión a la Tenessee Gas Transmission Corporation, la Union Oil Gas Corporation, Monsanto 
Chemical Corporation y Murphy Corporation, las cuales formaron Chaco Oil, para explotar la conce- 
sión (Volski, 1966: 190). 


Ciertamente, la falta de preparación y responsabilidad de los dirigentes políticos, 
la excesiva dependencia hacia los Estados Unidos y la carencia de un proyecto de Esta- 
do coherentemente sostenido en el tiempo llevan al país por una senda errática, donde 
ha habido dos pesares: el subdesarrollo y la dependencia económica por un lado; del 
otro, la falta de comunicaciones internas y el regionalismo exacerbado de los departa- 
mentos postergados del centro de la toma de decisiones, La Paz. En relación con los 
hidrocarburos, el resto lo haría un copioso bagaje legal que se resume en 1955, con el 
Código de Petróleo. Sumado a éste, se encuentran los acuerdos firmados con Estados 
Unidos que ofrecían garantías contra la expropiación y/o confiscación de capitales en el 
país, leyes de estímulo a la inversión extranjera”. El conocido Código Davenport' era el 
resultado de una ayuda a Bolivia: tres millones de hectáreas del país eran susceptibles 
de concesiones a empresas extranjeras. Las zonas pertenecientes a YFPB, podían ser in- 
corporadas a la exploración extranjera siempre y cuando mediara un permiso especial 
del Estado. Los cánones de arrendamiento eran bajísimos, los impuestos a las utilida- 
des debían ser inferiores al 30% de las utilidades, no había impuestos aduaneros com- 
plementarios y los capitales podían ser sacados sin restricciones, entre otras disposiciones 
(Volski, 1966: 187-188). 

Con el panorama legal afín a las empresas extranjeras en América Latina, y por 
cierto en Bolivia, desde 1955 obtienen sus permisos la Gulf Oil Co., la Shell Prospecting 
Co., la Standard Oil de California (Bolivia-California Petroleum Co.), Texas Co., además 
de empresas menores que se apuran en conseguir enormes espacios de concesiones a 
la espera de mejores coyunturas económicas que las del mercado internacional de la 
década de 1950. Particularmente, en lo que concierne al departamento de Santa Cruz, 
este se convertía poco a poco en “una posibilidad” real de atracción de inversiones, pero 
lo que era más interesante es que hacia Santa Cruz convergía la esperanza de desarrollo 


Estos acuerdos y sentencias legales son de la década del cuarenta y cincuenta. 

En Latinoamérica, la presencia de códigos petroleros se inicia con la expansión de la exploración y 
producción de petróleo en varios países. Concretamente, en Colombia en 1954, y coincidentemente 
con Bolivia, se elabora un texto legal de similares características. El Código Davenport o del Petróleo, 
como es más conocido fue aprobado mediante un decreto supremo durante el gobierno de Paz 
Estenssoro. Este es el cuerpo legal que regula el sector hidrocarburífero desde los años cincuenta en 
Bolivia y fue elaborado por un reconocido estudio americano. Sobre los problemas que este cuerpo 
legal proporcionó al país, véase Quiroga Santa Cruz, 1997, 


del país. Los procesos de migración en este tiempo se intensifican y la necesidad de 
conseguir los beneficios de la producción de los hidrocarburos no se ven. La lucha por 
el efectivo pago del 11% de las regalías, y no de las utilidades de YFPB, sino en boca de 
pozo, era un tema de discusión permanente. Pero en realidad, el desarrollo del Oriente 
y particularmente de Santa Cruz está marcado por un período de transición y arranque 
económico (1954-1959) y luego, por el auge de la producción arrocera y azucarera (1958- 
1969). El petróleo es importante, pero lo es mucho más para otros departamentos del 
país. Tal es el caso de Chuquisaca. 

Los años sesenta presentan una serie de luchas ideológicas profundas en un pa- 
norama político confuso. En lo económico, Bolivia recibía dinero de los Estados Uni- 
dos, lo cual condicionaba directamente cualquier tipo de gestión financiera, pero también 
de esquemas de desarrollo económico afines con las tendencias del desarrollo hacia afue- 
ra. A principios de los sesenta, las concesiones producen una mínima expresión respec- 
to del tamaño de sus espacios. Por ello, en 1962 el gobierno Paz Estenssoro decide 
suspender la nueva entrega de permisos, reservando para YFPB aquellos terrenos no 
otorgados. Sin embargo, una nueva empresa había ingresado en el escenario: 


Bogoc empezó sus operaciones con meditada cautela. Acompaño muy de cerca la elaboración del 
código y, una vez aprobado, al igual que las otras compañías, tramitó áreas bajo concesión. Paralela- 
mente puso énfasis en un contrato de operación conjunta con YFPB, en la zona de la estatal de 
Mandeyapecua, al sudeste de Camiri. Esta empresa exigió a YFPB construir un oleoducto de expor- 
tación de Sica Sica a Arica y colaboró adelantando cinco millones de dólares. Bogoc había asimilado 
la experiencia de la Standard Oil y ante todo se aseguró de contar con un medio exportación, esta 
vez hacia el Pacífico. El oleoducto fue considerado en la industria como una proeza técnica de la 
época. Bogoc realizó un gran esfuerzo perforando más de veinte pozos en el área de contrato, pero 
los resultados terminaron siendo negativos. Ante el fracaso de Mandeyapecua se replegó el contra- 
to con YFPB y traslado la actividad a sus concesiones en Santa Cruz (Miranda Pacheco, 1999: 252). 


No obstante la actividad de esta empresa se amplía. Surgen Caranda, Colpa y Río 
Grande. Caranda se convierte prontamente en el mayor campo petrolero del país, y Colpa 
y Río Grande en los dos más grandes de gas y condensado. Para 1965, las reservas de 
Bogoc superan diez veces a las de YPFB. Uno de los aspectos más controvertidos es la 
ausencia de legislación para este nuevo producto, el gas. El Código Davenport apenas 
menciona el tema y mucho menos el de los gasoductos. Así, los tributos de petróleo 
que ya son magros, de acuerdo al cálculo de las utilidades que se hacía legalmente, 


dejan una tremenda interrogante: ¿Cómo tributar sobre algo de lo cual no se había le- 
gislado? De Colpa y Río Grande, nada se tributa y la mayor parte del gas producido es 
quemado por falta de un gasoducto. 

Carlos Miranda sostiene que Bogoc agrava la situación con el contrato de gas a la 
Argentina, y que por ello, el resultado de esta situación tuvo una respuesta proteccio- 
nista: la nacionalización. El segundo quinquenio de los sesenta se inicia con la Ley de 
Inversiones Extranjeras en 1965, la inclusión de Bolivia en la ALADI en 1967. En 1968, 
Bogoc suscribe la venta de gas por veinte años a la Argentina. Al año siguiente y en me- 
dio de una profunda crisis se nacionaliza la Bolivian Gulf Oil Co*, 

A contar de la nacionalización, el país entra en un nuevo escenario. El período 
1972-1975 resulta ser trascendente en la evolución del sector de los hidrocarburos por- 
que representa una fase de crecimiento importante del sector para el país. En plena fase 
de dictaduras militares en América Latina, y durante el primer gobierno de Bánzer, más 
de quince empresas extranjeras inician trabajos de exploración en Bolivia bajo el siste- 
ma de contratos de operación y explotación con YFPB. Esto lleva a que esta sea la etapa 
de mayor expansión de la explotación del petróleo crudo en la historia de la empresa 
estatal, cuando se alcanzan cerca de 48.000 barriles por día en el año 1973. Ciertamen- 
te, la fase de crecimiento se relaciona, por un lado con la crisis exterior producto del 
alza de precios internacional de los países árabes y por otro, con los ventajosos contra- 
tos suscritos con las empresas internacionales. Sin embargo, a la larea este mismo pro- 
ceso fue el que determinó que hubiera de reducirse la exportación de crudo a fin de 
mantener el consumo interno. En estos avatares de exploración, es que se comienza a 
ver que el gas es el futuro real de la riqueza hidrocarburífera boliviana. 

Los años setenta ofrecen un panorama difícil en lo político: un golpe de estado 
tras otro, determinan el mantenimiento de unas líneas de negociación muy apegadas a 
los intereses americanos. Bajo esa mirada, las empresas extranjeras negociaron en su- 
perioridad de condiciones con el país, obteniendo inmensos beneficios. Tal es el caso 
de las empresas Occidental o de Tesoro. En el caso del petróleo, su expansión que ocu- 
rre gracias a YPFB se mantiene hasta 1976, cuando la producción comienza a decaer. 


Este es uno de los episodios más emblemáticos de la historia económica de Bolivia durante el siglo 
XX. Sobre las condiciones de la negociación de la nacionalización de la Gulf, véase Miranda Pacheco, 


1999. 


Sin embargo, la producción de gas natural demuestra ser más permanente en el tiem- 
po, aunque va declinando paulatinamente hasta que en 1996, muestra su nivel más bajo. 

Entre los años 1976 y 1980 ocurre un hecho gravitante en lo que a materia de 
conformación del PIB boliviano se refiere. Curiosamente, la declinación de la produc- 
ción de este período en el sector de hidrocarburos es paralela a una elevación del pro- 
ducto interno bruto del país. ¿Cuál es el significado real de este hecho? En síntesis, que 
el sector hidrocarburifero no es el principal aporte a la economía boliviana. ¿Cómo se 
produce este fenómeno? La respuesta tiene que ver con un declive de la participación 
del sector en el producto nacional, por la decadencia de los campos de YPFB y la falta 
de nuevos descubrimientos que pudieran reemplazarlos. En este punto es que se deja 
ver la importancia de la exploración y la necesidad de consolidar el mercado del gas 
natural. Por eso es que cuando se observan las cifras de exportación se advierte un se- 
vero cambio desde 1982 en adelante, con un nuevo retroceso hacia 1992, momento en 
el cual se está ad portas de otra etapa: la de capitalización. 


2. Reformas estructurales: Bolivia y el proceso de capitalización en el contexto 
de la economía regional latinoamericana 

Según Joseph Ramos (1997), desde la época de los años ochenta América Latina ha rea- 
lizado un viraje estratégico, en el sentido que ha buscado modificar su desarrollo hacia 
dentro con una importante presencia estatal en la producción y en el sistema de pre- 
cios, por una estrategia de desarrollo hacia fuera bajo el imperio de un mercado libre, 
donde la empresa privada juega un rol fundamental. Es justamente en este período que 
el gas se convierte en el primer ingreso de exportación boliviano, reemplazando al estaño, 
con casi el 50% del total de los ingresos del país durante su venta a la Argentina. 

Como se sabe, desde esta época comienza a imponerse el neoliberalismo de ma- 
nera incontrastable en medio de un panorama político aún dominado por una serie de 
dictaduras militares que acogen el nuevo modelo con manifiesto beneplácito, entre otras 
cosas, porque permitía una alianza política entre militares y grupos oligárquicos; elites 
dominantes que veían colmadas sus ambiciones por conducir los destinos económicos 
de la región. Por esta razón, en el fondo de las discusiones económicas, y en aquellos 
países donde podía discutirse acerca de los destinos de la economía, —porque no en 
todo se podía— estaba la búsqueda de un crecimiento que llevara a un proceso de ma- 
yor equidad. Esta noción tenía un eje ideológico muy claro: aquellos países que habían 


llevado un proceso de sustitución de importaciones en América Latina no habían logra- 
do el desarrollo. El producto era la directa resultante de la rigidez de Estado. Por lo tan- 
to, “desrigidizando” al Estado, sostenían los neoestructuralistas, debía procederse 
naturalmente hacia un proceso de mayor crecimiento, ergo de mayor equidad. Así, la 
clásica postura de la teoría del rebalse de la Escuela Económica de Chicago, se constitu- 
ye en el axioma de la década del ochenta en todo el continente. Bolivia entra tarde en 
este proceso, pero finalmente ingresa con los mismos esquemas”. 

A raíz de la Nueva Política Económica (1985) los ajustes de la década del ochenta 
aparecen con dos propósitos: disminuir los gastos del Estado, debido a la crisis de la 
deuda que prácticamente alcanzaba a todos los estados latinoamericanos, y lograr que 
éstos países acompañaran con una estrategia “coherente” el estancado proceso susti- 
tutivo de importaciones que venía dándose desde la década de los setenta. En el caso 
boliviano, concretamente, las medidas tienden a reestructurar la política monetaria y 
fiscal, devaluar el peso, liberalizar los precios y los mercados de trabajo y financiero. 
Todas estas medidas apuntan a lograr la estabilización de la economía boliviana. Las 
críticas fueron fundamentalmente dos: el Estado demostraba en su quehacer un peli- 
groso nivel de ineficiencia y el modelo de estado de bienestar moderno, inspirado 
en el esquema europeo, se basaba en una estructura económica frágil. El resultado 
de estas medidas se tradujo, sin embargo, como en muchos otros países, en una po- 
lítica de shock que modifica para siempre las estructuras estatistas o de capitalismo 
de Estado, tradicionales del país. 

Un balance desde una perspectiva integradora entre economía y relaciones socia- 
les, refleja cambios en las décadas de los ochenta y noventa... pero no los cambios de- 
seados por los países del continente. 

¿Por qué es necesario explicar este fenómeno regional antes de analizar el caso 
concreto boliviano? En primer lugar, porque existe un vacio teórico general respecto a 
los estudios para Bolivia (CEPAL, 2001). Tal es así que en todos los estudios consultados 
acerca de las reformas estructurales en América Latina, llama profundamente la 


Esta teoría señala, en términos sencillos, que mientras mayor sea el crecimiento del sector empresa- 
rial, más oportunidades de trabajo y recursos tendrán los sectores obreros y campesinos. En Bolivia, 
llama la atención que la mayor parte de los economistas pertenecientes a las últimas dos coaliciones 
de gobierno tengan la impresión que por el sólo hecho de que a la empresa privada “le va bien”, todo 
el resto de la economía del país va a seguir el mismo derrotero. 


atención que las miradas sobre el proceso, nunca se detengan en el sui géneris caso 
boliviano. Ciertamente, los estudios acerca del ajuste estructural en Bolivia ameritan re- 
visiones de fondo que permitan observar sus correlatos vinculados al panorama latino- 
americano para que al visualizar los aspectos específicos relacionados con los sectores 
económicos que experimentaron transformaciones, el proceso pueda ser visto dentro 
de la aplicación de las fórmulas de “shock” en las que se admitía de plano que iban a 
producirse severos costos sociales, 

A nuestro parecer, un error inicial, común en el país, es que todos los sectores 
políticos aceptan la puesta en marcha de las medidas que proporcionarán un creci- 
miento, pero ninguno quiere hacerse cargo de los costos. Costos que inicialmente 
serían breves y que no tardarían en dar lugar a una expansión significativa de la inver- 
sión, del crecimiento y por consiguiente, del empleo y las remuneraciones. He aquí 
un primer aspecto de fondo que nos acompañará a lo largo de toda la investigación: 
sí al modelo o no al modelo. 

Para los años noventa, cuando asume el poder Sánchez de Lozada, se está ante 
un segundo momento de este esquema económico. En efecto, se hace necesario pro- 
fundizar los esquemas. Las reformas bajo el definido “Plan de Todos”, anunciaron una 
enérgica política destinada a superar los problemas más graves que aquejaban al país: 


+ Laparálisis de la economía. 

+ El desempleo y los bajos salarios. 

+ La grave crisis del sector educativo. 

+ La dramática situación del campo y en las provincias, así como 
+ La crisis moral e institucional del Estado. 


Debido a esta situación de crisis múltiple, se aspira a concretar una serie de me- 
didas que contribuyan a una reforma radical en varios flancos, La reforma debía comen- 
zar en el propio gobierno bajo tres pilares fundamentales: 


e Lacapitalización de las empresas que pertenecían al Estado. 

»  Laredefinición de las formas de participación política de la ciudadanía. 

+ La reforma educativa, que contribuyera a la inserción de vastos sectores a la vida 
nacional (Fundación Milenio, 1988, 2001). 
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3.  Cauces de la economía boliviana desde los años ochenta. El proceso de 
capitalización de YFPB 
Se comprende por modalidad de desarrollo una forma de funcionamiento del sistema 
económico y social que contempla dos requisitos básicos: fomentar e impulsar un pro- 
ceso de crecimiento sostenido y a la vez, generar suficiente consenso político y base 
social. En Bolivia, a fines del siglo XX, el modelo estatista, apegado al esquema de susti- 
tución de importaciones, estaba agotado. 
¿Qué pasa en Bolivia durante estos años? Lo que ocurre puede mirarse desde dos 
perspectivas: 


+ O bien, que las economías desarrolladas se vuelven muy competitivas y eficien- 
tes, con lo que los países más pequeños sufren el impacto del mercado externo; 

* 0 que las economías pequeñas experimentan una atrofia interna en su evolución 
que las lleva a su mercado interno se vea perjudicado por la política proteccionis- 
ta del Estado en la actividad productiva. 


Con lo dicho, creemos que la respuesta no es sencilla. En efecto, se juntan dos 
coyunturas económicas, sumadas a una serie de desajustes políticos que no permiten 
la estabilidad económica en el país, en un momento en que el mercado internacional 
da un vuelco. A raíz de este vuelco económico, las economías vecinas determinarán mu- 
cho más el devenir de la boliviana, a la vez que ésta se verá conminada por los organis- 
mos multilaterales a “ordenar la casa”. 

Las principales políticas aplicadas en este modelo estatista tienen que ver con la 
política comercial. Y en ese aspecto, la venta de las materias primas ocupa un lugar cla- 
ve, porque al constituir un país dependiente, cualquier reestructuración o alteración de 
la demanda o de los precios incide directamente en los beneficios del país, 

No corresponde en este trabajo realizar una evaluación del último momento del 
modelo de sustitución de importaciones en Bolivia. Pero si es necesario explicar que el 
país se debatía entre dos esquemas y que esto ha producido, como en muchos países 
de la región una serie de críticas a favor y en contra de las reformas estructurales. Entre 
las principales críticas al antiguo modelo está el hecho que el Estado pierde la capaci- 
dad de diseñar y aplicar un sistema impositivo global y coherente y que la formación y 
funcionamiento de las empresas públicas no estuvo basada en criterios de eficiencia y 
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rentabilidad. También, se argumenta que la dinámica de la política de precios y tarifas 
subvencionadas era errónea y que los costos de semejantes fracasos se observaron en 
la hiperinflación y en un déficit de la balanza de pagos. 

Por ello la falta de capacidad de pago del país, junto con la elevación del servicio 
de la deuda externa —mal endémico del país desde los gobiernos militares— conduce a 
una escasez de recursos externos que restringe el funcionamiento del aparato produc- 
tivo y posterga las inversiones en los sectores extractivos en los cuales se encontraban 
cimentadas las exportaciones. Para 1982-1985, este tema pasó de ser un objeto de análi- 
sis teórico, para constituirse en un drama diario. 

En este contexto, las reformas estructurales pueden no ser del agrado de los sec- 
tores más apegados a los planteamientos de la responsabilidad y dirección del Estado, 
pero son la única salida a una economía que, como diagnostica el propio Víctor Paz des- 
pués de seis programas discontinuos e incoherentes de estabilización, “se nos muere”. 

En lo que concierne al tema de los hidrocarburos y concretamente con lo aconteci- 
do en el proceso de capitalización boliviano, los hechos nos remiten a dos procesos para- 
lelos. De un lado el jurídico, y del otro uno económico social. En lo jurídico observamos 
un cambio cualitativo fundamental, sin el cual habría sido imposible implementar las me- 
didas económicas en un marco democrático. Sin embargo, desde el punto de vista econó- 
mico es imprescindible reconocer que el proceso transcurre “a pesar de Bolivia”. Los 
avances en el retroceso de la inflación, la entrada de capitales externos y la re-monetarización 
del país generan otra clase de problemas, Unos otros problemas que en el caso concreto 
de la capitalización boliviana, no han logrado resolverse ni por la vía del consenso, ni por 
la vía de una readecuación del Estado boliviano; aún si lo pensamos en los propios térmi- 
nos que los organismos multilaterales planteaban para Bolivia. 

Por ello es que resulta valioso ver qué ha pasado en el sector más dinámico del 
proceso, ya sea por el nivel de ingreso de capitales o bien por el futuro de los ingresos 
del que se contempla como el motor de la economía boliviana durante el siglo XXI. En 
este apartado nos ocuparemos de cómo se ha realizado la capitalización de YFPB y de 
los caminos por los cuales ha transcurrido la economía del sector hidrocarburos en el 
último quinquenio, sólo así podremos ingresar al laberinto de los ductos que resultan 
de este proceso, 

El reemplazo del Estado como agente productor en el proceso de industrializa- 
ción y como proveedor de infraestructura de apoyo a la industria manufacturera, 


se produjo a juicio de UDAPE, por la ineficiencia de en la asignación de los recursos y la 
ausencia de ahorro interno que permitiera un crecimiento económico sostenido en el 
país. Pero, dentro de los programas de ajuste nacional y a diferencia de Otros países, 
Bolivia sostiene su matriz productiva y la composición de su oferta exportable en sus 
recursos naturales y de servicios. Esta base potencia su debilidad económica y ocasiona 
las bases de una particular forma de negociación en el momento de la capitalización de 
YPFB, la empresa estatal de hidrocarburos. 

Hasta entonces, la propuesta de la capitalización de las empresas se había de- 
sarrollado sin mayores inconvenientes en lo que a ENDE, ENTEL, LAB y ENFE se re- 
fiere!, Pero cuando se comienza a ver la capitalización de YPFB, la situación es 
completamente diferente", Desde 1985, YFPB, había logrado nivelar sus precios con 
los del mercado internacional. A partir de este mejoramiento en su gestión y tenien- 
do una obligación permanente de entregar el 65% de sus ingresos brutos a la nación, 
la idea de capitalizarla constituía un deterioro para el Tesoro General de la Nación 
(TGN). Además, había un ingreso extra: del 35% restante, YPFB debía aportar el 11 
por ciento como regalías a las regiones productoras, cubrir sus costos operativos e 
invertir. Sin embargo, el asunto era un tema decidido. 

Para 1992, los activos de YPFB estaban valorados en 1.581,12 millones de dóla- 
res y empleaba 5.428 trabajadores, constituyendo la única empresa boliviana que po- 
día ser comparada con similares a nivel internacional. La forma de gestión de YPFB 
era una sangría para el Estado, puesto que los montos destinados a las labores de 
exploración y desarrollo del país eran imposibles de conseguir (UDAPE, 1995). Por 
ello, era fundamental seguir una serie de pasos que permitieran emprender nuevos 
trabajos de exploración y producción. La empresa debía estar capitalizada para 1995, 
es decir, transformada en sociedad anónima, con una venta de la mitad de sus accio- 
nes a inversores nacionales y extranjeros, con la finalidad de obtener capital fresco 
para proceder a la necesaria modernización. La novedad en el tema de la capitaliza- 
ción de las empresas era la creación aparejada de un sistema de seguridad social. Con 
él, lo que se pretendía era provocar una serie de depósitos de pensiones efectivos 
que fueran administrados eficientemente. 


Estas empresas se capitalizaron por un valor de 830 millones de dólares. 
!! Las seis empresas capitalizadas constituían el 12,5 % del PIB en 1994 (Pierce: 1996, 33). 
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Dicho de otro modo, Bolivia tenía que seguir una pauta: a la disciplina fiscal, le se- 
guía la desregulación del mercado de trabajo, a ésta la liberalización del comercio de bie- 
nes, incluyendo el internacional, se proseguía con la liberalización del mercado financiero 
y finalmente, se liberalizaban los flujos de capitales con el exterior. Poco o nada importaba 
a largo plazo que el TGN se beneficiara directamente por la vía impositiva. En ese plan, se 
necesitaban capitales, y estos sólo podían provenir de la banca privada. Por lo tanto, YPFB, 
al igual que otras empresas en manos del Estado, debía ser capitalizada. 

Cabe preguntarse en este punto si el Estado tenía alguna otra forma de organizar 
lo que ocurriera con YPFB. Nuestra respuesta es no. Dada la forma en que se gastaban 
los recursos provenientes del sector hidrocarburos, Bolivia no iba a traducir esto en in- 
versión pública. De otro lado, la ecuación que señalaba que para que eso no ocurriera, 
la condición del déficit fiscal debía ser inferior o igual a los ingresos derivados del pe- 
tróleo tampoco se cumplía. Por lo tanto, la tendencia en cuanto al sector hidrocarburos 
hacía presumir a principios de los noventa que, o se capitalizaba o se gastaban irreme- 
diablemente y sin retorno los recursos provenientes de los hidrocarburos. 

La dinámica de la economía boliviana llevaba un derrotero apegado a una serie 
de reformas legales que por primera vez en mucho tiempo, condicionaban e impulsa- 
ban la implementación de la Nueva Política Económica. En ese sentido, con leyes espe- 
cíficas como de la capitalización, cabía esperar que a través de la correcta identificación 
de los componentes de la renta provenientes del sector y de los elementos impositivos 
deducibles de las mismas, el Estado pudiera llegar a un equilibrio en que, pese a que 
haría uso del recurso, al menos tendría que plantearse la opción de invertir de otra for- 
ma. (Debate Económico: 1997, 209-212). Sin embargo, las modificaciones alcanzaban to- 
dos los planos jurídicos desde la Carta Magna hacia abajo. 

En la perspectiva del propio presidente Sánchez de Lozada, el tema era de vital 
importancia: 


La capitalización de YFPB es de vida o muerte para el país. De sus resultados depende el despe- 
gue de Bolivia. No tenemos recursos para explorar nuevos campos y menos para construir el 
gasoducto a Brasil. Si no capitalizamos YPFB, Bolivia no tiene futuro (Ministerio de Capitaliza- 
ción: 1997: s/n). 


En este punto, la tentación de comentar la manera en que se efectuó la capitaliza- 
ción de YPFB es ineludible, porque en gran parte de la forma en que se realizó el 
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proceso, derivan los actuales impactos del sector hidrocarburos en la sociedad bolivia- 
na. Sin embargo, queremos recordar al lector que este estudio se refiere al impacto de 
la misma, por lo cual sólo manejaremos elementos imprescindibles para comprender 
su contexto y sus repercusiones”. 

Para empezar, hay que señalar que la idea de fondo era promover el ingreso de 
inversión extranjera directa, tal como ocurrió en países como Perú, Chile o México. En 
ese sentido, los gobiernos de turno y durante toda la década de los ochenta, priorizaron 
las negociaciones, ya fueran estas para las actividades relacionadas con el transporte o 
bien con la comercialización de hidrocarburos. Así, desde 1984 hasta 1991, las disposi- 
ciones en relación con las empresas internacionales iban desde disminuciones 
impositivas, precios especiales para la venta de hidrocarburos o contratos privilegiados 
(Del Granado, 1996). 

Una década después, la tendencia se mantenía. El régimen económico consti- 
tucional daba su respaldo en la reforma realizada en 1994. Pero aún más directamen- 
te, en abril de 1996, la Ley de Hidrocarburos autorizaba a YFPB a suscribir contratos 
de riesgo compartido, con lo que la apertura a las empresas transnacionales, era res- 
paldada nuevamente. 

El resultado se tradujo en que las empresas Enron y Shell compraron acciones en 
el sector transportes de YFPB, creándose Transredes. Este contrato incluía un acuerdo 
para invertir en la conclusión de una tubería de exportación de gas natural al Brasil, un 
viejo proyecto de hacía más de 20 años de data. Las acciones de las unidades de explo- 
ración, Empresa Petrolera Andina y Empresa Petrolera Chaco fueron vendidas a YFP Pérez 
Companc-Pluspetrol Bolivia y Amoco Petroleum Company respectivamente. En libros, 
esto es de acuerdo a su valor nominal, lo que inicialmente valía 382.984 millones de 
dólares, terminó siendo vendido en 834.948 millones de dólares. 

El proceso hacia la consolidación de los capitales privados en el sector 
hidrocarburífero era una meta del Estado. Un tema que no debe soslayarse es que por 
más que hubiera ciertos sectores que pugnaran por el mantenimiento de la línea estatista 
del sector, su peso nunca llegaría a cobrar fuerza tal que impidiera la contención de las 
políticas liberales. El cálculo aproximado acerca de los dineros que se necesitaban para 


Para profundizar sobre el tema, véanse los textos de Pierce (1997), Bauer y Bowen (1997), Fundación 
Milenio (2001). 
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llegar a desarrollar las reservas era de 280 millones de dólares. La evaluación más op- 
timista (ILDIS, 1990) hacía ver que con suerte se llegaría a unos 90 millones de dóla- 
res para gastos de exploración. 

Ahora bien, es cierto que puede cuestionarse la forma en que el proceso se lle- 
va a cabo. Sin embargo, la licitación y firma del contrato, sigue el mismo camino de 
las otras empresas capitalizadas. Por ello, a pesar de su importancia, hemos de consi- 
derar a Bolivia en el contexto internacional y a partir de este punto de partida, admi- 
tir que “Bolivia es un pigmeo entre los productores de petróleo globalmente 
hablando” (Bauer y Bowen, 1997: 108). Aún así, el país pudo escoger cómo haría el 
proceso. De las 35 grandes empresas que se interesaron en el proceso de capitaliza- 
ción, se seleccionaron 25. De cualquier modo, resulta relativamente ingenuo llegar a 
plantearse un consenso nacional, un debate con las bases sociales o una mayor parti- 
cipación, incluso empresarial, puesto que por aquellos años y aún a la fecha, el lobby 
internacional de Bolivia es escaso. 

Cuando se mira retrospectivamente el tema, llama la atención las dinámicas po- 
líticas que se barajan en el momento. Es una contradicción que en términos prácti- 
cos los dos gobiernos anteriores a la capitalización hubieran hecho todo por alcanzarla, 
y que cuando finalmente la implementa el gobierno de Sánchez de Lozada, el proce- 
so sea tan criticado. 

En ello, es clara la ausencia de una comprensión general del proceso aún pese a 
la campaña publicitaria estatal, la cual demasiada técnica —según algunos— no logró in- 
formar a cabalidad a la opinión pública”. Pero también es evidente que en ciertos ámbi- 
tos de la empresa estatal, los resultados de la capitalización iban a modificar intereses 
creados por años. Tal es el caso del área de perforación de Yacimientos que se vería 
totalmente desmembrada con la aplicación de los nuevos contratos. Estos aspectos son 
destacables en la dinámica del sector que estamos observando, pero también son una 


La capitalización abarcó dos procesos: 1.- La transferencia de la administración de las empresas estata- 
les a empresas extranjeras a cambio de que estas inviertan (capitalicen) en promedio el valor en libros 
que tenían estas empresas antes del proceso de capitalización. 2.- El traspaso de las acciones de las 
empresas estatales a los bolivianos bajo la administración de Fondos de Pensión Privados. En otras pa- 
labras los inversionistas debían invertir el valor inicial en libros de las empresas y pasar a ser dueños 
del 51% de las acciones y a los bolivianos se les entregaba el 49% restante de las acciones bajo admi- 
nistración privada. 
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muestra de lo que se reproduce en otros ámbitos del país y de sus instituciones duran- 
te el mismo período. 

¿Qué rol cumplen los hidrocarburos en el contexto económico nacional? 

Una visión de las cifras de producción y rentabilidad del sector de los hidrocarbu- 
ros entre los años 1980-1994 (año de la reforma constitucional), nos permite ver que 
YPFB aportaba cerca del 39% de las divisas nacionales, unos 355 millones de dólares en 
1994 en hidrocarburos líquidos. En tanto que el grueso de los ingresos provenían de la 
exportación de 91 millones de dólares aproximadamente producto de la venta de gas. 
En este sentido, el principal aporte de la capitalización, desde una perspectiva económi- 
ca en el sector de hidrocarburos en Bolivia, está dado inicialmente por la dinámica de la 
industria y luego por la comercialización de los recursos naturales una vez construido un 
mejor sistema de transporte. Por ello, lo primero que hay que remarcar es que Bolivia 
trata de efectuar el ajuste de la estructura del sector para obtener en el mediano y largo 
plazo un mayor ingreso de divisas. En el largo plazo, los ajustes son complejos y manifies- 
tan una coordinación entre medidas económicas y jurídicas que lo avalan. 

Ahora bien, ¿Es éste un intento por tratar de provocar un desarrollo en el 
país? Veamos. 

Las economías desarrolladas tienen una conformación estructural distinta de la 
que caracteriza a las subdesarrolladas, Esta diferencia estructural tiene en gran medida 
su origen en las relaciones que existen históricamente e innegablemente perduran en 
la actualidad entre ambos grupos de países, los desarrollados versus los subdesarrolla- 
dos. La realidad del problema radica en que efectivamente esto se trata de una especie 
de carrera, donde competidores de género diferente corren por pistas de diversas cla- 
ses, con objetivos disímiles, con reglas de juego también diferentes, pero impuestas en 
gran medida por uno de los grupos de competidores. Dicho de otro modo los meca- 
nismos de acumulación, de avance tecnológico, de asignación de recursos, de reparti- 
ción de ingresos, etc., son de distinta naturaleza y por tanto, las vinculaciones entre los 
dos grupos de países tienden a beneficiar a uno de ellos en detrimento del otro. 

En lo que a Bolivia concierne, este es un argumento que poco o nada se conside- 
ra en relación con los hidrocarburos cuando se plantean como patrón de desarrollo. 

Desde el inicio del proceso y hasta la fecha han ingresado al país crecientes re- 
cursos de capital, realizado toda clase de instalaciones técnicas relacionadas con la ex- 
ploración, perforación, explotación y comercialización, a la vez que Bolivia ha ingresado 


en el circuito del transporte de gas a nivel latinoamericano con un importante merca- 
do: Brasil. Por ello, es preciso aclarar que los intereses abarcan diversos aspectos. En 
primer lugar, aquellos relacionados con las perspectivas económicas del sector. Sobre el 
punto queremos enfatizar la inexistencia de cifras concluyentes. 

Al consultar a los distintos organismos y fuentes impresas, salta a la vista que es- 
tas han ido variando. Por ello, entre reservas probadas y probables, hay que considerar 
el año de referencia que se tome como base, ocurriendo lo mismo con las posibilida- 
des de ingresos netos para el país o las regalías departamentales. La corriente tiende a 
demostrar que los trabajos de exploración han ido generando, gracias de una política 
de fomento realizada por el Viceministerio de Energía e Hidrocarburos, un aumento en 
las reservas probables, tanto de líquidos como de gas natural. Lo mismo se puede ver 
con las cifras de exportación y regalías canceladas. Pero todo esto no puede permitir la 
falsa ilusión que los hidrocarburos nos conducen hacia el desarrollo. 

Tras la capitalización de YPEB y la llegada de nuevas compañías petroleras, Bolivia 
ha recibido más de 4.000 millones de dólares de inversiones, los que fueron destinados 
en gran parte a la exploración hidrocarburífera. Producto de esa actividad, Bolivia cuen- 
ta con alrededor de 46,83 trillones de pies cúbicos de gas natural en reservas. Por ello, 
a futuro no se discute la existencia o no de gas, sino la puesta en los mercados del mis- 
mo (La Prensa, 06-04-2001). 

Traducidos a moneda boliviana, y de acuerdo con el Ministro de Hacienda, José 
Luis Lupo (enero 2001), los 32,2 trillones de pies cúbicos (TCF en inglés) de gas natural 
que posee Bolivia en el subsuelo, representan 50 mil millones de dólares”. 

Si esto es lo que ocurre con el tema de las reservas, lo mismo acontece con los 
dividendos que los recursos exportables generarían para el país, que en 1998 se calcula- 
ban oscilarían entre los 100 y 500 millones de dólares por año hasta el 2005 y que 
hoy se confirman alcanzarán a los 140 millones de dólares. En otro sentido y según los 


Hoy, el precio internacional de gas oscila en alrededor de 1.600 dólares el millón de pies cúbicos. Esta 
cifra podría variar en el transcurso del tiempo, Según el director de Hidrocarburos de la Prefectura de 
Tarija: “El futuro de los hidrocarburos es prometedor. No hay que olvidar que existen varías empresas 
trabajando ene área y cuyo objetivo es vender gas al Brasil por encima de los 30 millones de metros 
cúbicos por día” (La Prensa, 10-01-2001). Este auspicioso futuro es desmentido por el Superintenden- 
te de Hidrocarburos, Carlos Contreras, que afirma que es muy difícil que el Brasil compre más allá de 
60 millones de metros cúbicos diarios. 
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últimos estudios las exportaciones de gas llegarían a 7,7 TCF en los próximos 20 años, 
que traducidos en valor monetario podrían tener un valor total de 12 mil millones de 
dólares (Petróleo y Gas: n* 6: 60; La Prensa, 10-01-2001). 

Aún con estos montos, el problema escapa a los guarismos para enraizarse en as- 
pectos más de fondo que de forma. El fondo del problema, deducimos radica en la falta 
de diagnóstico y convencimiento estatal que el problema central, cual es que el subde- 
sarrollo de Bolivia, no es un momento de la vida del país, sino la estructura misma del 
país y que difícilmente la positiva coyuntura del sector contribuirá a contrarrestar. Como 
veremos más adelante, la división interna dentro del Estado nacional, así como la de los 
grupos sociales, actividades avanzadas y modernas coexistentes con áreas, grupos y ac- 
tividades atrasadas, primitivas y dependientes no se ha visto alterada hasta aquí por la 
bonanza del sector hidrocarburífero. 

Por ello, la cuestión esencial es observar si a la larga se persigue como finalidad 
última la igualdad de las oportunidades sociales, políticas y económicas, tanto en el pla- 
no nacional con en relación con las sociedades que poseen patrones de bienestar ma- 
terial más elevados. En el plano latinoamericano, del cual Bolivia no puede abstraerse, 
lo medular consiste en conseguir mayores niveles de autonomía, buscando en su pro- 
pia realidad un “proyecto nación”, cuyas estrategias y políticas habrán de satisfacer las 
aspiraciones de los grupos en cuyo nombre se eleva la noción de desarrollo”. En ese 
sentido, la acertada mirada de Bolivia como un país donde conviven fuerzas externas y 
la búsqueda de un desarrollo autónomo interno sigue completamente vigente a princi- 
pios del siglo XXI. 

En consecuencia, la pregunta de fondo es si estas dos caras de la misma moneda, 
cuáles son desarrollo y subdesarrollo, interactúan en este momento de la historia eco- 
nómica de Bolivia, de tal forma que proporcionen las bases para esta autonomía e inde- 
pendencia respecto de los demás países y hasta qué punto los hidrocarburos contribuyen 
a este proceso, De partida hay algunos elementos que nos pueden proporcionar crite- 
rios al respecto. 


Sobre el diagnóstico teórico de los grandes problemas de Bolivia, véase la reseña crítica que realiza 
Juan Ramón Quintana de Bolivia en el siglo XX, con el cual estamos plenamente de acuerdo y sobre 
el que agregamos otros dos graves problemas que el texto del Club de Harvard tampoco menciona: 
los diferentes desarrollos regionales y la organización administrativa de la gestión de las prefecturas 
(Quintana, 2000). 
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En primer lugar, las perspectivas económicas son una parte del sector, pero no lo 
único trascendente!” La exportación del gas natural es la gran veta de este proceso. Sin 
embargo desde 1996, la noción del “triángulo energético” se ha hecho clave en la diná- 
mica que ha seguido el sector. Este triángulo consistía en: 


* Aprobación de la nueva ley de hidrocarburos, 
* capitalización de YPFB, y 
* construcción del gasoducto. 


Estas tres metas fueron las directrices de la política del sector y se materializaron 
justamente ese año después de una docena de revisiones y discusiones. La idea era ha- 
cer una ley a la medida de Bolivia. En ese entendido, los máximos obstáculos estaban 
dados por la noción de enajenación de los bienes del Estado y el nuevo rol de YPFB. 
No obstante, en el mediano plazo, las críticas apuntan no sólo al Estado sino a la pre- 
mura de todos los actores involucrados: 


e Lentitud del Estado para ajustar sus estructuras institucionales en función de la 
nueva forma de gestión. La lentitud en la aplicación de las leyes, la falta de perso- 
nal en las dependencias del Estado que controlen y fiscalicen lo realizado por las 
empresas, la rotativa de funcionarios y los cambios en el ministerio del rubro, hoy 
viceministerio. 

+ Bajo perfil institucional y de lobby de negociación de la patronal del sector: esto 
corresponde a las empresas agrupadas en la Cámara Boliviana de Hidrocarburos. 
Este hecho ha ocasionado una serie de ambivalencias en la imagen pública del 
sector hidrocarburos en el país. 

+ Retrasos en la construcción de los gasoductos producto de problemas locales. Este 
es un tema que provocó graves quejas por parte de las empresas en su momento 
y que da cuenta de otras falencias del país. 

e Quejas de las empresas que hicieron incorrectamente sus cálculos por el 
camino, debido a la ausencia de regulaciones sectoriales. En este sentido el 


1% Para consultar los datos de carácter económico del sector hidrocarburífero en Bolivia, ver: 
http://www.ine.gov.bo y http://www.cbh.org.bo 
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poder legislativo ha actuado con premura, pero a veces no con toda la reflexión 
del caso y dejando en manos de consultoras internacionales el establecimiento 
de las pautas legales a ser aprobadas por el Estado. 

+ Ambigúedad del rol de YFPB. En el caso concreto, su rol ha devenido en la ins- 
tancia técnica de negociación y administración de precios y volúmenes, firmas de 
contratos, funciones de monitoreo y seguimiento de los mismos. Esto inicialmen- 
te satisface al Estado, pero no cala en la sociedad acostumbrada a la idea de “la 
empresa estatal”. 


Hoy, la trascendencia del sector hidrocarburífero se mueve hacia niveles subsi- 
diarios del sector energético, apareciendo la complementariedad: la exportación de 
energía eléctrica, con la central instalada en Puerto Suárez, promete ser una otra fuente 
de ingresos para el país que deviene de las negociaciones posteriores a la capitaliza- 
ción de las empresas y que aumentará los vínculos económicos con el Brasil de una 
manera mucho más integral. Sin embargo, se plantean además la construcción de otras 
centrales de energía. En efecto, se sabe que en estos últimos años la crisis energética 
brasilera obliga a buscar nuevos mercados de suministros de gas y que es un hecho 
que a futuro la dependencia de un vasto sector del vecino país obligará a seguir cons- 
truyendo centrales termoeléctricas. ¿Existe una planificación futura sobre la matriz 
energética de Bolivia? Aún no. 

Un tema que se ha puesto en el tapete desde el principio del proceso se vincula 
con la introducción de incentivos fiscales para la inversión extranjera en el sector 
hidrocarburífero. En 1998, el, entonces Viceministerio de Energía e Hidrocarburos, con- 
templaba la introducción de medidas concretas para hacer atractivos los procesos de 
exploración en áreas no tradicionales. Eso implicaba: aumentar el número de años de 
las tres primeras fases de exploración de 7 a 10 años, con lo cual se proporcionaban 
alrededor de 17 a 20 años para que una empresa pudiera explorar en zonas no tradicio- 
nales, O bien, otorgar un período de gracia de tres años para el pago de regalías. Este 
es un tema por demás polémico porque se piensa en que las empresas involucradas 
tengan mayores posibilidades en el análisis de costo beneficio. En efecto, por un lado 
sus ingresos aumentarían en un 18% por efecto de la moratoria del pago de las regalías 
por tres años, que redundarían en beneficios para la empresa, pero por otro y a la lar 
ga, lo mismo significaría una pérdida neta del 7% en el flujo neto de las compañías. ¿Se 


21 


visualiza con claridad el tema de los tributos y su destino final a nivel departamental, 
que es donde la gente lo ve? Aún no. 

Sin embargo desde el punto de vista social, las perspectivas son menos alentado- 
ras. A los 25 mil empleos que generó el primer gasoducto y cerca de los 5 mil del se- 
gundo, poco o nada podemos avisorar en el área a futuro. Este es un aspecto central 
que el Estado boliviano insiste en soslayar y que no es nuevo. Ya un informe confiden- 
cial de Múller y Asociados, ni más ni menos que de 1989, señalaba que el sector no iba 
a aportar mayores beneficios en relación con el empleo. Este es un tema que por el 
momento se vislumbra como un tópico sin mayores beneficios para Bolivia. Las empre- 
sas han pasado a otra etapa, la de consolidar sus inversiones”. Para el país eso significa 
tener que mantener el actual flujo de inversiones hacia delante y bajo mecanismos que 
incentiven a las empresas petroleras a que continúen explorando otras áreas, puesto 
que la rapidez con la que invirtieron millones de dólares en los últimos años no se re- 
petirá en el corto plazo, debido a que la exportación del gas está garantizada. Pero no 
se trata sólo de que exploren, las empresas deben además buscar nuevos mercados, dado 
que la coyuntura actual del país inhibe que estas gestiones puedan ser realizadas por el 
Estado (Nueva Economía, 20-26 de marzo de 2000, 14; La Prensa, 10-01-2001). 

Otro aspecto a considerar y que se relaciona con las regalías es el uso que de és- 
tas harán los departamentos. Sobre el punto, una postura señala que el estudio sobre el 
posible uso de las mismas es fundamental y sin duda un tema pendiente, pero también 
hay consenso en que son las regalías la verdadera fuente de riqueza a futuro del sector 
para los diferentes departamentos. Este es un tema clave, pero aclaremos que no hay 
estudios que permitan ver qué se hará con los recursos provenientes del reparto de las 
regalías a futuro, Es más, a la fecha, la asignación de las mismas es un misterio, aunque 
sí sabemos que las empresas, realizan sus pagos impositivos puntualmente al Estado bo- 
liviano. De hecho ya en junio de 1999, se había previsto que de parte de los impuestos 
que antes de la capitalización entraban íntegramente al Tesoro General de la Nación, y 
que una parte iba a ser asignada a las Prefecturas. En efecto Herbert Miller, entonces 
Ministro de Hacienda, señalaba: 


'' Como nos dijera el asesor legal de una de las más importantes empresas petroleras en Bolivia, 


la riqueza está en la exploración y en las reservas. Justamente en ello están invirtiendo las em- 
presas. 
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“¿Y por qué habrá nuevos recursos?” se interrogó el Ministro, “porque los recursos que se genera- 
ban por el Margen Fijo, que antes pasaban en un 100 por ciento al TGN, después de la capitalización 
de YPFB, el 25 por ciento se irá las Prefecturas y 75 por ciento se quedará en el Tesoro. 

Esto significa que las prefecturas aumentarán sus ingresos en 25 por ciento, porcentaje del que ten- 
drán libre disponibilidad, el restante 75 por ciento de los recursos, que tendrían que ir al TGN, 
también serán designados a estas instituciones, pero será el gobierno el que determine cómo y para 
qué se los otorga”, expresó (La Estrella del Oriente, 1-06-99, A 5). 


Sobre el mismo tema, el presidente de la Confederación de Empresarios Privados 
de Bolivia, Carlos Calvo, argumentaba a principios del año 2001, que: 


El Tesoro General de la Nación (TGN) recibirá 140 millones de dólares cada año por concepto de 
impuestos, regalías y participación por la venta de gas al Brasil, lo cual implica que Bolivia podrá 
desarrollar proyectos de infraestructura sin tener que recurrir organismos multilaterales (La Pren- 
sa, 10-01-2001). 


Nuevamente, la ausencia de destinos sobre el uso de estos recursos, nos permite 
avisorar una improvisación permanente en el uso de los mismos. 

¿Qué se hace en Bolivia con las regalías? El Estado establece su transferencia a los 
diferentes departamentos. Las consecuencias de la forma de elaboración de los planes 
de desarrollo departamentales y de los presupuestos en estas instancias del Estado son 
de una falta de perspectiva de impredecibles consecuencias futura. ¿Qué se nos dice en 
Santa Cruz? Veamos los presupuestos departamentales donde vemos el primer nivel de 
impacto macro. Tomemos dos años del período, 1998-1999, además de la gestión actual 
en consideración. 

El cuadro siguiente enuncia el nivel de participación de los hidrocarburos en el 
gasto anual departamental. En él aparece nítidamente que más del 50% de los ingresos 
de Santa Cruz provienen del sector hidrocarburífero. Sin embargo, al notar los niveles 
de destino de los gastos, estas mismas cuentas evidencian que la mayor parte se desti- 
na a gastos corrientes y no de inversión. En las memorias institucionales de estos mis- 
mos años, la Prefectura departamental se gasta en sueldos y salarios, mucho más que 
en inversión en obras públicas. 
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Cuadro 1 
Presupuesto de la Prefectura de Santa Cruz, 1998-1999 
(expresado en miles de bolivianos) 



































Ítems Ingresos % sobre Ingresos | % El 

gestión 1998 el total'?* | gestión 1999 el total 

Ingreso por regalías 100.470.891 37,97 103.900.000 | 47,43 

Ingresos por 25% de lEH 41.804.234 15,80 42.065.013 19,20 

Í ingresos por direcciones 58.866.319 22.25 18.531.764 8,46 

Ingresos FINDESA 44.489.737 16,81 40.631.856 18,55 
Ingresos recursos privatización 1996 5.549.382 2,09 - - 
Ingresos recursos privatización 1997 13.376.700 5,05 E - - 

Ingresos recursos privatización 1996-97'? - - 13.887.447 6,34 

Total 264.557.265 99,7 219.016.080 99,98 














Fuente: Presupuestos. Leyes N* 1826, 1928. 


4. — Traducción: de las regalías de los hidrocarburos al impacto social 

El presupuesto de la nación es la demostración de la gestión del Estado y los presu- 
puestos de los departamentos, la matriz de la financiación a nivel más local. ¿Cuáles son 
las características de su elaboración en Bolivia en términos de los departamentos? ¿Por 
qué se administran los ingresos provenientes de recursos no renovables en algo tan tran- 
sitorio como sueldos y salarios? Analicemos desde el propio presupuesto nacional, por 
que es justamente aquí donde está la clave de la administración de los recursos 
económicos nacionales y dónde efectivamente se observa la demora y burocracia que 
pudiera experimentar cualquier planificación. 


e Las directrices de la forma de cómo debe formularse el presupuesto nacional, las 
proporciona el Ministerio de Hacienda. Este da las líneas y pasa el instructivo a 
las prefecturas. 


I* Estos porcentajes se han obtenido mediante una simple regla de tres. Se han respetado los ítems tal 
cual aparecen en el cuadro resumen de los presupuestos de ambos años. Los espacios en blanco 
señalan que el ítem no se repitió en ambos años. IEH = Impuesto Especial a los Hidrocarburos; 
Findesa = Fondo de Desarrollo Social Alternativo 

Nos llamó profundamente la atención que el propio documento utilizara este nombre. Creemos que 
es un lapsus lingui. 


24 


+ Las prefecturas realizan su programación anual, que viene a ser el resultado de 
dos planes previos: el plan de gestión cuando cada gobierno asume el control 
del país y el resultado de los planes de desarrollo regional (PDR) que elaboran 
los departamentos. (El último de estos planes se extiende en la actualidad des- 
de 1998-2008). 

+ Enestos planes se prioriza por “dirección” o “servicio”. Esto es, por áreas de eje- 
cución. En términos concretos, las direcciones manejan proyectos y los servicios 
permanentes de la Prefectura. 

+ Cuando se elabora el presupuesto departamental, éste pasa a la Comisión Técni- 
ca, de aquí se dirige al Consejo Departamental y si es aprobado o se le efectúan 
enmiendas, estas son incorporadas para luego retornar al Ministerio de Hacienda 
nuevamente. 

+ Sies aprobado por el Ministerio de Hacienda, éste lo envía al Parlamento, quien 
finalmente y por ley, lo aprueba como “ley financial”. Si este cronograma de pre- 
supuesto es aprobado por el Legislativo, las diligencias comienzan a mediados de 
julio y terminan siendo aprobadas en diciembre o enero para su aceptación y 
promulgación. 

e Este esquema se cumple cada año. 


Por ello, prácticamente, un gobierno no puede hacer nada nuevo durante Su pri- 
mer año de gestión... Luego, las reprogramaciones se dan a mediados de año... Final- 
mente, los presupuestos se aprueban en La Paz, con lo cual existen dos problemas: 


e Laasignación de recursos está dada en función de las prioridades de todo el país. 

.  Seselecciona por proyectos que han sido previamente sujetos a estudios de 
factibilidad y de impacto ambiental... y regularmente no son proyectos de in- 
versión. 


Las consecuencias son las siguientes: 
+ Siuna subprefectura carece de proyectos, no hay inversión por esta vía. 


+ Si una subprefectura no puede pagar personal técnico adecuado para la aproba- 
ción de un proyecto, tampoco hay recursos. 
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+ Silos proyectos vienen con el aval técnico respectivo, se prioriza por población... 
otras veces, algunas otras, se hace por dirección o repartición. 

* — Porúltimo, ¿dónde funciona la “estrategia de desarrollo”? Porque los proyectos exis- 
ten o no existen si las subprefecturas y las negociaciones del Consejo Departamen- 
tal aceptan el proyecto, de acuerdo a “otros parámetros” o “bajo ningún parámetro”. 


El análisis de esta realidad presupuestaria se relaciona directamente con la reper 
cusión de los ingresos por concepto de hidrocarburos porque evidencia que, sin una 
planificación efectiva las regalías y los impuestos en general se diluyen en proyectos que 
no alcanzan a cubrir las necesidades de todas las provincias y menos aún a impactar 
visiblemente a las distintas comunidades y ciudades. ¿De cuánto dinero estamos hablando 
en comparación con las otras regalías del país? Tal como muestra el cuadro 2, se trata 
de más de un tercio del presupuesto asignado en los años inmediatos a la capitaliza- 
ción, pero se trata de ingresos que son únicos año tras año para el departamento, pues- 
to que a largo plazo, no existirán. En ese sentido, la dinámica obligaría a una planificación 
seria, pero las cuentas nos demuestran que esto no es así. 


Cuadro 2 
Regalías departamentales según presupuesto departamental, 1998-1999 
(expresado en bolivianos) 

















Ingresos % del Ingresos 
Descripción gestión 1998 | total del gestión 1999 % 
presupuesto 
Regalías por hidrocarburos 90.570.891 34,23 94.000.000 42,91 
Regalías madereras 6.600.000 2,49 6.600.000 3,01 
Regalías mineras 3.300.000 1,24 3.300.000 | 1,50 
Total de ingresos por concepto de regalías 100.470.891 37,96 103.900.000 47,42 























Fuente: Leyes N* 1826 - 1928, respectivamente. 


De estos porcentajes debemos agregar un par de comentarios. El gran ingreso de 
las prefecturas radica en las regalías y en el impuesto especial a los hidrocarburos”. 


2% Cabe aclarar que el impuesto especial a los carburantes es el que surge a partir del consumo interno y 


no tiene nada que ver con las exportaciones. 
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El punto está en que estas regalías las determina el Ministerio de Hacienda un año an- 
tes de que se puedan ejecutar. Pero por otro lado, no son regalías in estriciu sensus, 
porque son incorporadas en el presupuesto y no además del presupuesto. ¿Cuál debe- 
ría ser la lógica? Deberían darse un año después y el Estado no debiera pagar sueldos 
con estos recursos, porque en la práctica eso es lo que ocurre: Un 15% de las regalías 
cancelan gastos corrientes, en tanto que el resto cubre los proyectos. 

Un alcance más sobre los proyectos departamentales. La mayor parte de ellos 
son de infraestructura. Santa Cruz no tiene proyectos de inversión productiva, pues- 
to que la mayor parte de los mismos son en saneamiento básico, educación y salud 
e infraestructura. Esto, no es inversión productiva. Así, si lo que se espera es que 
las regalías entreguen recursos por la vía de las Prefecturas para “desarrollar” el de- 
partamento, el efecto es una ilusión óptica a corto plazo. A largo plazo, y como se 
espera en Tarija concretamente, estos recursos debieran servir para la construcción 
de carreteras”, 

El análisis debe completarse diciendo que: 


+ Los municipios no se gestionan con recursos provenientes de las regalías, a no 
ser cuando existen recursos concurrentes, tema ciertamente escaso, 

+ Es responsabilidad del Estado, y no de las empresas capitalizadas, resolver este 
problema”. 


He aquí algunos suministros de interés que nos permiten inferir que hay una au- 
sencia de un programa que “compacte” los diferentes sectores en pos de un desarrollo. 
Estado central, regional y local van por diferentes caminos. La gran meta es elaborar 
políticas públicas que articulen al sector hidrocarburífero con el resto de la economía, 
como lo han podido efectuar países como México con el petróleo, o Chile con el cobre. 
Para ello son necesarios los siguientes elementos: 


Al momento de elaborar este informe se está arrancando con la explotación de San Alberto, un campo 
de gas cuyos volúmenes serán los más grandes del país, alcanzando a 1,5 millones de metros cúbicos 
diarios de gas natural, cantidad que se incrementará a 6,6 millones a fines del año 2001 (La Prensa, 
10-01-2001) 

Tarija tiene un gran desafío al respecto. 
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» — Laarticulación de los distintos niveles del Estado: nacional-departamental- 
municipal. 

+ Unreplanteo del uso de las regalías a través de estudios estimativos al margen 
del presupuesto normal de las prefecturas. 

+ Una discusión nacional sobre el uso de los recursos. La solidaridad regional y la 
toma de conciencia de que el sector constituye una prioridad del Estado en el 
conjunto de la sociedad civil. 

»  Elredireccionamiento de otros sectores de la economía nacional, para la creación 
efectiva de ventajas comparativas que confluyan con los hidrocarburos. Esto no 
sólo es aplicable al sector energía sino también al turístico o al de venta de oxíge- 
no, paralelo a un mejor aprovechamiento de la agroindustria. 

+ Una estrategia de distribución geográfica de las actividades económicas; esto es 
con la concentración de las mismas, característica esencial que permite lo que en 
economía se denomina rendimientos crecientes y que permiten los procesos de 
acumulación que son los que finalmente dan lugar al desarrollo de un país”. Esta 
es una idea mucho más de largo aliento. 

+ Laconsecución de un proyecto país, que supere las esferas políticas de corta du- 
ración. Los planes departamentales no pueden trastocarse cada vez que se cam- 
bia de gobierno. La tendencia a “reinventar” proyectos, gastos de estudios de 
factibilidad una y otra vez, cuestan elevadas sumas de dinero a las prefecturas O 
también —y por qué no decirlo— a las alcaldías. Estos dejan escuálidos resultados 
si tras el cambio de autoridades todo vuelve a foja cero. 

+ Esun hecho que las empresas tienden a localizarse en países que ofrecen mejo- 
res infraestructura. Ese es un punto a mejorar, sobretodo en lo que a comunica- 
ciones y medios de transporte se refiere. Los caminos, que son una prioridad para 
todo el país, son una desventaja adicional en el sector para el país. 


El análisis que Krugman realiza apunta a señalar que: “El descuido de las cuestiones espaciales en la 
economía proviene en su mayor parte, de un hecho tan simple como el de la forma de pensar sobre la 
estructura de mercado. Esencialmente, para decir algo útil o interesante con la localización de la acti- 
vidad económica en el espacio, es necesario huir del enfoque basado en los rendimientos constantes 
de escala y en la competencia perfecta, enfoque que todavía domina la mayor parte del análisis econó- 
mico” (1992: 10). 
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Como vemos, todo esto no pasa sólo por el tema de los hidrocarburos, aunque sí 
es cierto que una buena parte de los recursos provenientes de los mismos sirva para 
mejorar los niveles de vida de la población, Esto tiene que ver con gestión del Estado, 
administración del Estado y optimización de recursos en función a planes de largo aliento 
estratégico, con una visión geográfica social, reguladora, armonizadora y no sólo eco- 
nómica del desarrollo, 


5. ¿Qué leyes acompañan el desarrollo del sector hidrocarburos? 

Entre los años 1930 y 1950, la actividad petrolera en Bolivia estuvo directamente bajo la 
responsabilidad de YPFB. Desde el año 1937 hasta 1956, las operaciones estuvieron res- 
tringidas al área sur del país, entre la frontera con la República de Argentina y el río 
Parapetí, mientras que el área al norte de este río fue asignada a la Comisión Binacional 
Boliviano-Brasilera (Almaraz, 1958). Esta Comisión tenía a su cargo obligaciones de in- 
versión y desarrollo de la actividad petrolera en tal área. Sin embargo, debido a la 
ineficiencia de esta Comisión y a las persistentes dificultades financieras que sufría el 
país, la crónica deficiencia de los recursos fiscales, la carencia de capitales para el esta- 
blecimiento de una industria del petróleo de gran magnitud, el Estado boliviano se vio 
en la necesidad de flexibilizar su política hidrocarburifera en todas las áreas para el de- 
sarrollo petrolero, desde la exploración, explotación, refinación hasta el transporte y ex- 
portación de los hidrocarburos. Estas vicisitudes dan lugar a la promulgación del Código 
del Petróleo el 26 de octubre de 1955, más conocido como Código Davenport, el mis- 
mo que abre las puertas al capital extranjero en suelo boliviano, en un rubro estratégi- 
co para el país, el rubro petrolero. 

El Código Davenport, la primera disposición legal global del sector hidrocarbu- 
ros, establece que el Estado, por medio de entidades autárquicas de carácter nacional, 
debe constituir sociedades mixtas o bien, celebrar contratos en sociedad con diferentes 
compañías. Una de ellas fue la conocida Bolivian Gulf Oil Company, la cual argumen- 
tando intenciones de influir en la política energética del país, desplazando a YPFB del 
mercado interno, provoca que en 1969 el gobierno de Ovando nacionalice esta empre- 
sa, dejando nulo el Código del Petróleo. 

Posteriormente y luego de un vacío legal temporal, en marzo de 1972, durante 
el gobierno del entonces Coronel Hugo Bánzer Suárez, se dicta el Decreto Ley Gene- 
ral de Hidrocarburos, el cual destaca el rol protagónico de YPFB que da un giro 
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diametralmente opuesto a lo que había sido hasta entonces la intención de nacionalizar 
la industria del petróleo y el gas en Bolivia. En efecto, a partir del gobierno de Hugo 
Bánzer se alienta la inversión extranjera con la implementación de los Contratos de Ope- 
ración y Contratos de Servicios Petroleros en un marco político internacional condicio- 
nado por la administración Nixon-Kissinger, que coopera con estas intenciones. 

Desde 1972 y hasta mediados de la década de 1990, las regulaciones del sector 
fueron realizadas mediante diversos decretos supremos de inspiración liberal. En ese 
sentido, el Decreto Supremo 21060, del gobierno del Dr. Víctor Paz Estenssoro, marca 
una leve diferencia en la óptica de las operaciones petroleras. Lo cierto es que no se 
producen mayores cambios, sino hasta entrados los 1990, cuando se impulsa el ingreso 
de empresas extranjeras. 

El 8 de noviembre de 1990, con el cambio de las políticas económicas tanto a nivel 
internacional como nacional y en el marco de un criterio de los mercados, el Presidente 
Jaime Paz Zamora promulga la Ley de Hidrocarburos N? 1194. Esta ley además de los Con- 
tratos de Operación ya establecidos por la Ley General de Hidrocarburos, incorpora los 
Contratos de Asociación. Este podría considerarse como el origen o antecedente legal de 
los joint ventures, que permiten la expansión de la actividad del sector en el país. 

La ley N” 1194 se destaca porque mantiene las operaciones de exploración y ex- 
plotación a través de la concepción de que es el contratista quien ejecuta dichas opera- 
ciones con sus propios medios y por su exclusiva cuenta y riesgo pero a nombre y 
representación de YPFB. Es en esta “representación” de YPFB donde se encuentra la 
diferencia esencial con el actual régimen legal de los hidrocarburos. Asimismo, limita a 
los inversionistas a no tener más de cinco Contratos de Operación y/o Asociación, si- 
multáneamente. Además, respecto a la duración de los contratos, establecía treinta años 
improrrogables para las operaciones. 

También durante el mismo gobierno del Lic. Jaime Paz Zamora se promulga el 
Decreto Supremo N? 22407 y la Ley de Inversiones N* 1182 que consolidan la figura 
jurídica del Contrato de Riesgo Compartido y que posteriormente sirve de base para las 
modificaciones introducidas en 1996 en la Ley de Hidrocarburos. 

Dos aspectos de importancia, tanto en el Decreto Ley de 1972 como en la Ley de 
1990, son la obligación de suministrar los hidrocarburos que requiriese el mercado in- 
terno, con precios fijados por el Estado y teniendo como fin el cuidado de la economía 
popular; así como también establecer un mecanismo de “retribución en especie” al 
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contratista de operación o de asociación que realizaba un descubrimiento comercial de 
hidrocarburos, Este éste sentido, la figura consistía en dar en explotación a cambio de 
hidrocarburos como forma de pago, dado que el petróleo y el gas natural siempre se 
mantenían bajo propiedad del Estado y a quien los explotaba se le remuneraba con un 
porcentaje de la misma producción, luego de que YPFB —en nombre del Estado— des- 
contaba también en especie, regalías, participaciones e impuestos. 

Por ello, los hidrocarburos no pertenecían a las empresas que los explotaban o a 
quienes lo descubrían, sino al Estado. Consecuentemente, el contratista bajo un Con- 
trato de Operación o uno de Asociación estaba obligado a entregar en propiedad toda 
la producción de hidrocarburos a YPFB, quien luego de descontar lo correspondiente a 
su participación, regalías e impuestos, procedía a entregar en especie al contratista, en 
calidad de retribución neta y único pago por el descubrimiento y explotación realiza- 
dos, un porcentaje determinado contractualmente de los hidrocarburos producidos. 

El análisis del régimen jurídico constitucional de los hidrocarburos como parte 
del Régimen Económico y Financiero de la Constitución Política del Estado merece acla- 
raciones. Por una parte, la limitación al ejercicio del derecho de propiedad de usar, go- 
zar y disfrutar en materia de hidrocarburos, se encuentra establecida por la Constitución 
en su Título Primero sobre el Régimen Económico y Financiero, Capítulo I sobre sus 
Disposiciones Generales, artículos 132 al 140. De estas disposiciones, emerge un prin- 
cipio general: la importancia de los hidrocarburos como fuente de energía constituye 
un recurso estratégico en el desarrollo económico de un país y es una de las materias 
primas fundamentales de su progreso. Por tal motivo, los hidrocarburos merecen espe- 
cial tratamiento y protección por parte del Estado, destinado a velar por la seguridad 
de sus ciudadanos y asegurar para todos los habitantes una existencia digna. 


Los yacimientos de hidrocarburos, cualquiera sea el estado en que se encuentren o la forma en que 
se presenten, son de dominio directo, inalienable e imprescriptible del Estado. Ninguna concesión 
o contrato podrá conferir la propiedad de los yacimientos de hidrocarburos. La exploración, explo- 
tación y comercialización y transporte de los hidrocarburos y sus derivados, corresponden al Estado. 
Este derecho lo ejercerá mediante entidades autárquicas, o a través de concesiones y contratos por 
tiempo limitado, a sociedades mixtas de Operación conjunta o a personas privadas, conforme a ley 
(CPE, art. 135). 


Consecuentemente, de lo estipulado en este artículo de la Constitución Política 
se deduce que el dominio y/o derecho de propiedad absoluto pertenecen al Estado y la 
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Constitución boliviana destaca que las empresas que pretendan constituirse e invertir 
en el país deben estar sujetas a las leyes vigentes. 

Cabe mencionar que, si bien la Constitución Política del Estado consigna estos enun- 
ciados generales, constituyéndose en la base de las políticas económicas y de desarrollo 
del país, también refleja de forma más especifica y contundente sus medidas en leyes es- 
peciales que rigen la materia. Por ello, corresponde a la Ley de Hidrocarburos remarcar el 
“dominio” que el Estado ejerce sobre los hidrocarburos. Tal es así, que la Ley de Hidrocar 
buros en su primer artículo confirma que la obligación y responsabilidad de preservar los 
recursos naturales surge del dominio originario, directo, inalienable e imprescriptible del 
Estado. Este principio se corrobora a través de la Ley de Hidrocarburos N* 1689 en su Tí- 
tulo 1, Capítulo 1 referente a los “Principios Generales relativos a la Propiedad y a la Conce- 
sión de los Hidrocarburos”, donde efectúa una mención expresa. 

Los cambios estructurales en las políticas económicas y el desarrollo de otras en 
general, especialmente durante estos últimos cuatro años (período 1996-2000) desde 
el inicio del proceso de capitalización de las empresas públicas, hasta su finalización con 
la intervención y participación de intereses privados en la administración de tales em- 
presas, han ocasionado un gran impacto en las políticas petroleras. De ello, en gran parte 
es responsable la citada Ley de Capitalización, que determina el futuro de las empresas 
otrora estratégicas y de dominio del Estado boliviano. Esta ley entra en vigencia en mar- 
zo de 1994 y posibilita que YPFB deje de ser, tal y como lo señala el artículo 139 de la 
Constitución Política del Estado, la empresa estatal petrolera, dedicada tanto a la pros- 
pección y extracción, como a la refinación, industrialización, transporte y comercialización 
de hidrocarburos y derivados. Este aspecto es el eje crucial de las críticas al actual mo- 
delo económico y al denominado “despojo de las riquezas nacionales” por parte de las 
transnacionales asentadas en el país. 

De acuerdo a ella, YPFB se divide en tres empresas, dos de ellas dedicadas a la 
exploración, explotación y comercialización: 


+ La empresa petrolera Andina S.A., capitalizada por el consorcio argentino deno- 
minado “Andina Corp.” (YPF, Pérez Companc y Pluspetrol), que luego fuera ad- 
quirido por la corporación hispano-argentina Repsol-YPF S.A. 

+ La Empresa Petrolera Chaco S.A., capitalizada inicialmente por la estadouni- 
dense Ámoco, la cual posteriormente fue absorbida por British Petroleum 


formando la multinacional BP-Amoco-Arco, y que actualmente se denomina “BP” 
(Beyond Petroleum). 

+ La tercera empresa es la dedicada a la operación, mantenimiento y construcción 
de la red de ductos, que fue capitalizada por el consorcio ENRON/SHELL para 
dar nacimiento a la empresa Transportadora de Hidrocarburos-Transredes S.A. Esta 
empresa ha tenido a su cargo la administración y control de los sistemas norte y 
sur de oleoductos, gasoductos y poliductos, incluyendo el gasoducto que hasta 
el 31 de marzo de 1999 exportaba gas natural a la Argentina. 


En la actualidad, YPFB posee diversas tareas relacionadas con los contratos sus- 
critos con las empresas capitalizadas; dentro de las actividades propias de una em- 
presa petrolera aun se ocupa, por ejemplo, de las operaciones de engarrafado, 
distribución y comercialización de Gas Licuado de Petróleo (GLP) hasta que las 
engarrafadoras sean privatizadas. 

Una segunda ley marco, la actual Ley de Hidrocarburos, dispone una sola modali- 
dad de contratación: los “Contratos de Riesgo Compartido”. Estos ocurren entre una 
empresa privada y YPFB. No obstante, se establece que pueden permanecer vigentes 
—a voluntad de los contratistas— los contratos de operación y asociación que se hubie- 
ran suscrito bajo el Decreto Ley de 1972 o la Ley de 1990. 

El Contrato de Riesgo Compartido tiene como objeto el desarrollo de las activi- 
dades de exploración, explotación y comercialización de hidrocarburos por una empre- 
sa O por un conjunto de empresas que legalmente se los denomina de forma singular 
como “el Titular”. Asimismo la legislación ha establecido que las actividades de refinación 
e industrialización son libres, mientras que la actividad de transporte y distribución de 
gas por redes se encuentran sujetas a concesión. 

Es necesario destacar que a través de la constante evolución que ha experimen- 
tado la legislación en el país, existen aspectos que han perdido su vigencia. Este es el 
caso de uno de los criterios básicos de hace unos veinte a treinta años atrás, cual es 
el que el Estado sea el propietario de los hidrocarburos tanto en el subsuelo como 
en la superficie. La visión actual acerca de la propiedad de los hidrocarburos, reco- 
noce que el Estado es dueño de los hidrocarburos, en tanto y cuanto ellos se encuen- 
tran en el yacimiento que los contiene. Esto es básico para comprender por qué, 
constitucionalmente, el Estado es dueño del yacimiento en sí, pero una vez que el 


33 


petróleo o el gas natural es extraído hacia la superficie, el propietario del mismo es 
el titular del contrato de riesgo compartido. Metafóricamente podemos decir que en 
un vaso con agua, el Estado es dueño del vaso y del agua, pero una vez el agua es 
extraída del vaso, el Estado sigue siendo el dueño del vaso pero ya no del agua, la 
cual pasa a ser de propiedad y libre disposición del titular, en este caso de la empre- 
sa privada adjudicataria. 

Esta diferencia respecto de otras épocas ha marcado la vida del sector desde la 
capitalización, puesto que hoy de nada sirve tener la posesión de los campos y yaci- 
mientos, si no hay cómo explotarlos y más aún quién y dónde los comercialice. En ese 
sentido, Bolivia ha optado en los últimos quince años, por buscar quien “saque el con- 
tenido del vaso y lo venda”, y se ha reservado sólo parcialmente, la estrategia de venta 
del mismo. 

En cuanto al servicio de transporte de hidrocarburos por ductos, este se encuen- 
tra regulado por los siguientes principios: 


e Tarifa, regulada por la Superintendencia de Hidrocarburos. 

e Administración, racional y prudente por parte de los concesionarios. 
e Continuidad, salvo casos de imposibilidad sobrevenida. 

+ Libreacceso, en la medida que exista capacidad disponible. 

* Concesión, que no podrá exceder los 40 años. 


Sobre este último aspecto vale recordar que cuando un interesado pretende ob- 
tener una concesión debe informar sobre la dimensión y características del ducto pro- 
yectado, con los correspondientes programas económicos, técnicos, de seguridad y 
protección al medio ambiente. Habitualmente, esto supone la formación de comisio- 
nes que verifican las Obras in situ. 

El principio de evitar integraciones verticales al respecto es fundamental en este 
plano, puesto que el fondo de la ley busca que ninguna empresa mantenga controles 
totales en sus diversos niveles de operaciones. La Superintendencia de Hidrocarburos 
es la encargada de velar por que ello no ocurra. 

El tercer instrumento legal del sector en la actualidad es el Decreto Supremo 
N? 24398, de fecha 31 de octubre de 1996. El Reglamento de Transporte de Hidrocar- 
buros por Ductos se constituyó en el instrumento legal base para la construcción del 
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gasoducto al Brasil”. Durante cuatro años y concretamente desde que YPFB fue capita- 
lizada se emitieron reglamentos de funcionamiento para los diferentes sectores en los 
que fue dividida YPFB. Sobre esta base, se establecieron las tarifas del transporte de com- 
bustibles por cuatro años denominado “Período Transitorio”. En el contexto de éste nue- 
vo Reglamento se reconoce la existencia de un tipo de tarifa para exportar gas: la tarifa 
estampilla, que alcanza a los 0,41 dólares por MPC, para el mercado interno y 0,2205 
dólares para exportación. Estas tarifas son revisables cada cuatro años, según el artículo 
47 del reciente Decreto Supremo N* 26116. 

Uno de los aspectos que el reglamento ha dejado de lado, es que actualmente el 
transporte de hidrocarburos en el país es medido “volumétricamente” (en pies cúbicos). 
Esto acarrea diversas distorsiones a nivel de cálculo de precios. Este es un aspecto impor 
tante, puesto que en la medida que el valor del gas se mida por volúmenes —ocurre lo 
mismo que con el petróleo— no se mide la calidad del mismo. En la actualidad se sabe 
que en la medida que el gas es de mejor calidad, se puede vender más caro. Justamente 
eso es lo que ha llevado a que se esté buscando modificar el sistema de transporte a ener- 
gía (British Thermal Unit o BTU). Para ello la Superintendencia de Hidrocarburos ha lan- 
zado una invitación pública internacional con el objeto de contratar a una empresa 
especializada que se encargue de realizar la modificación de la matriz energética del país. 
Este es todavía un reto pendiente a nivel legal y aún más desde el punto de vista de nego- 
ciaciones en el mediano plazo. Pero de hacerse, Bolivia vendería gas durante el tiempo en 
que duren las concesiones a precios mucho más bajos que los que ofrecen otros países”. 


Un nuevo Reglamento de Transporte de Hidrocarburos ha sido promulgado recientemente, mediante 

Decreto Supremo N* 26116 del 21 de marzo de 2001 y ha entrado en vigencia el 17 de mayo. En tér 
minos de exportación, las diferencias no son muchas respecto al anterior. La idea de fondo de este 
nuevo reglamento es “la estabilidad del sistema tarifario a fin de mantener el precio interno de los 
carburantes por lo menos por 20 años” (energypress, 32, abril 2000) 
Sobre este punto, un comentario. Ciertamente, Bolivia es el centro de la producción y transporte de 
gas a nivel sudamericano. Sin embargo, no es el único país de la región que lo vende. De hecho, la 
Argentina vende su gas casi al mismo precio que el boliviano y con menos dificultad hacia el mismo 
mercado, Brasil. Sin embargo, Bolivia tiene la ventaja de contar con una mayor cantidad de reservas 
disponibles; en una reciente publicación de “GT for Latin America” (agosto de 2001) se expresa que 
Bolivia tiene 46,8 TCF, mientras que sus vecinos Argentina y Perú tienen 25,7 TCF y 13,32 TCF respec- 
tivamente, El competidor en reservas más importante resulta ser Venezuela con 146 TCF, pero la 
distancia que lo separa de los mercados brasileños (San Pablo, Rio de Janeiro y Porto Alegre) resulta 
ser un impedimento importante para su desarrollo comercial. 
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Estos breves comentarios sobre el marco legal estarían incompletos, sino se hu- 
biera considerado el tema del paso de los ductos sobre los diferentes territorios. En 
ese sentido, el Reglamento de Expropiaciones y Servidumbres, aprobado mediante 
Decreto Supremo N? 24398 del 31 de octubre de 1996. Para el sector petrolero es 
una norma que sirve para cumplir con las actividades petroleras dentro del territorio 
nacional sobre espacios territoriales que no pertenecen a las personas dedicadas a 
este servicio. Este reglamento se promulgó sobre la base legal de los artículos 53 a 64 
de la Ley de Hidrocarburos. 

Para nadie es un misterio que el tema de las tierras en Bolivia, resulta ser uno de 
los aspectos más conflictivos. Así, como se calcula que alrededor del 80% del territorio 
nacional podría poseer recursos hidrocarburíferos, un porcentaje similar hasta antes de 
la capitalización carecía de sus títulos de dominio, lo que impedía legalmente un sinnú- 
mero de actividades. 

En lo que respecta a la industria de los hidrocarburos, los ductos no sólo pasan 
por territorios indígenas, también lo hacen por grandes latifundios y áreas protegidas. 
Es así, que la industria petrolera ha tenido diversos problemas: desde el pago de 
indemnizaciones por uso de suelo, hasta disputas legales por intentar atravesar parques 
nacionales. Ciertamente, cuando el Estado controlaba el panorama energético, a través 
de la empresa estatal, el tema se resolvía de manera simple: las resoluciones sobre cómo 
beneficiar a las poblaciones las dictaminaba el mismo”. Pero en tanto y cuanto se ingre- 
só a la capitalización en el sector de los transportes de hidrocarburos de la estatal pe- 
trolera, aparecieron los conflictos y en esa medida, una parte importante de los futuros 
impactos del sector. A saber: 


e ¿Qué hacer con el trazado si se atravesaba propiedades particulares? 

* ¿Qué hacer con el trazado si se atravesaba tierras indígenas? 

» ¿Qué pasaba si las tierras estaban en disputa? 

+ ¿Qué hacer si se trataba de áreas protegidas? 

e ¿A quién y cuánto debía pagarse por hacer uso temporal de la propiedad? 
* ¿Cómo podía calcularse el monto de la indemnización? 


En la época estatal de YPFB, si los ductos atravesaban un área indígena en el altiplano, aquello era 
compensado con sacos de papa o con alguna mercancía. Entrevista a Cynthia Trigo. 
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En los tramos por donde pasan los gasoductos, el ducto debe trasladarse a través 
de territorios, que son de dominio privado o público. En esos territorios se ha regla- 
mentado el pago de indemnizaciones hacia aquellos que ven limitado su derecho pro- 
pietario por el paso de estos ductos”, 

Las figuras jurídicas que contempla este Reglamento constituyen limitaciones ju- 
rídicas al derecho de propiedad. Sin embargo, en el tema que nos concierne que son 
los ductos, debemos señalar que no siempre es necesario expropiar”, si no más bien 
constituir una servidumbre”. Esta afirmación se respalda en la definición de derecho 
de vía, que es definido como senda o camino que se utiliza para la construcción, opera- 
ción y mantenimiento del ducto”. Es decir que, para que pueda realizarse el tendido 
de un gasoducto, es necesario, repetimos, “constituir una servidumbre”. 

Al entrar las empresas privadas en la escena petrolera, se modifica la Ley de Hi- 
drocarburos y, en materia de transporte de hidrocarburos por ductos, se establece que 
es el Reglamento de Expropiaciones y Servidumbres, con respaldo o concordancia con 
la Ley de Hidrocarburos, el que podrá —técnicamente— constituir servidumbres sobre 
terrenos de bienes de dominio público como privados”. 

La asignatura pendiente al respecto es que no es posible constituir servidum- 
bre sobre bienes de dominio público en el territorio nacional sin la autorización 
del Viceministerio de Hidrocarburos (Artículo 64 de la Ley de Hidrocarburos). ¿Qué 
han hecho entonces las empresas? Negociar caso a caso a través de instancias del 
Estado y fomentar los procesos de titulación de tierras que permitan trabajar en 
un ámbito menos conflictivo con la comunidad local. Ya fuera con gobiernos mu- 
nicipales, comunidades indígenas, o el mismo Estado en caso de tratarse de par- 
ques naturales o reservas. 


Se puede concebir como perjuicio, porque el propietario no puede hacer uso de una parte de su terri- 
torio, ni del de derecho de vía, el cual puede alcanzar hasta un máximo de treinta metros como ancho 
de la senda para el ducto (Anexo 5 del Reglamento Ambiental para el Sector Hidrocarburos). 

Según la CPE, la expropiación se impone por causa de utilidad pública o cuando la propiedad no cum- 
ple una función social, calificada conforme a ley y previa indemnización justa. 

Se define como “carga impuesta sobre un fundo por la utilidad de otro fundo perteneciente a diferen- 
te propietario”. 

Reglamento Ambiental para el Sector Hidrocarburos, 1996; 131. 

Artículo 64 Ley de Hidrocarburos, artículos 1 y 34 del Reglamento de Expropiaciones y Servidumbres. 
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El derecho de vía del gasoducto Bolivia-Brasil cuenta con 88 contratos de servidumbre de los cua- 
les el 80 por ciento no cuentan con documentos de respaldo de su derecho de propiedad sobre la 
tierra. Esto implica que, si bien GTB cuenta con derechos constituidos, estos no son oponibles a 
terceras personas quienes pudieran invocar mejor derecho (Trigo, 1998) 


Al ser la actividad hidrocarburífera declarada de utilidad pública y bajo protección 
del Estado (artículo 11 de la Ley de Hidrocarburos), en dicha cobertura se incluye tam- 
bién la actividad del transporte de hidrocarburos por ductos. Por ello, a falta de acuer- 
do entre partes, el concesionario de transporte puede solicitar al Ministerio de 
Hidrocarburos (ex Viceministerio de Energía e Hidrocarburos) se proceda a la expro- 
piación al propietario del suelo afectado, previo pago de la justa indemnización. 

Como vemos, la norma es relativamente sencilla de cumplimiento. Explica paso a 
paso la gestión legal técnica a cumplir. Además, cabe señalar que la expropiación tam- 
poco requiere de la declaración previa de necesidad y utilidad pública como la estable- 
cida en el artículo 25 de la Constitución Política del Estado”. 

Uno de los aspectos que contribuyó a mejorar el tema territorial fue la denomi- 
nada “Ley Corazón” O Ley de Corredores de Exportación de Energía, Hidrocarburos y 
Telecomunicaciones de Necesidad Nacional del 23 de marzo de 1999. A través de ella, 
se han determinado clara y expresamente los corredores de exportación que por utili- 
dad pública y necesidad nacional permiten la construcción, entre otros, de ductos para 
el transporte de gas natural y petróleo. 

Hemos dejado para el final un aspecto fundamental con relación a la actividad cual 
es la protección ambiental y de áreas protegidas. Bolivia cuenta con nueve grandes eco- 
regiones y 42 unidades ecológicas naturales que la sitúan entre los países con mayor 
biodiversidad en el mundo. Actualmente Bolivia cuenta con 33 áreas protegidas, que se 
dividen en: Parques Nacionales, Reservas Biológicas, Reservas de la Biosfera, Reservas Fo- 
restales, Reservas de Recursos Naturales Renovables, Santuarios de Vida Silvestre, Refugios 
y Santuarios para la Conservación de Fauna Silvestre, Parques Regionales, Reservas Equi- 
valentes (mencionadas por la Ley General Forestal, la Ley de Vida Silvestre y Otras). 


Artículo 25 de la CPE: “Dentro de los 50 kilómetros de las fronteras, los extranjeros no pueden adqui- 
rir ni poseer, por ningún título, suelo ni subsuelo, directa o indirectamente, individualmente o en 
sociedad, bajo pena de perder, en beneficio del Estado, la propiedad adquirida, excepto el caso de 
necesidad nacional declarada por ley expresa”. 
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Sobre el particular, el Reglamento Ambiental para el Sector Hidrocarburos (RASH) 
aprobado mediante Decreto Supremo 24335 del 19 de julio de 1996, determina que to- 
das las actividades de la industria hidrocarburífera se desarrollen respetando el medio 
ambiente e impulsando el desarrollo sostenible. 

Cabe señalar que el RASH se encuentra en revisión hace ya más de dos años en- 
tre la Unidad de Medio Ambiente (UMA) dependiente del Viceministerio de Energía e 
Hidrocarburos y las empresas petroleras representadas a través de la Cámara Boliviana 
de Hidrocarburos. Por ello, también existen proyectos de reglamentación en cuanto a 
las actividades petroleras en Áreas Protegidas y también en las Tierras Comunitarias de 
Origen (TCO), los cuales están siendo financiados principalmente por el Banco Mun- 
dial e impulsados a través del Servicio Nacional de Áreas Protegidas (SERNAP) y la UMA. 
Ambas entidades poseen directa relación con la Confederación de Pueblos Indígenas 
de Bolivia (CIDOB). 

Entre las disposiciones más importantes del sector y que afectan el tendido 
de ductos se encuentra lo estipulado en el artículo 22, que declara en forma ex- 
presa cuáles deben ser las características de los sitios escogidos para la puesta en 
marcha de proyectos”, Estas disposiciones destacan los requerimientos para las ac- 
tividades y deben: 


» Considerar los efectos del proyecto, obra o actividad sobre la seguridad pública y 
la protección del medio ambiente. 

e Seleccionar un sitio donde se produzca el menor impacto ambiental posible so- 
bre las tierras agrícolas, bosques y pantanos, evitando de esta manera la innecesa- 
ria extracción o tala de árboles y daños al suelo , debiendo además evitar cortes 
y rellenos del terreno en el sitio. 

» Planificar el uso de áreas y caminos de acceso ya existentes, líneas sísmicas abier - 
tas anteriormente o cualquier otra vía de acceso realizada y en la zona, para redu- 
cir daños ambientales en áreas que no hayan sido afectadas previamente. 

e Definir el tipo, profundidad y las condiciones del suelo para su remoción, alma- 
cenamiento y restauración. 


Entiéndase por responsable a la empresa que ejecuta obras u operaciones. 
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+ Evitar operaciones, actividades o proyectos en áreas consideradas inestables des- 
de el punto de vista geotécnico, donde podrían producirse deslizamientos de lodo 
y tierra, caídas de rocas y otros movimientos de masas, así como en áreas de 
alta inestabilidad sísmica. 

* Ubicar las instalaciones a una distancia mínima de 100 metros de los cuerpos de 
agua principales. Los requerimientos para la ubicación de estas a menos de 100 
metros de dichos cuerpos, deberán ser aprobados por la AAC en la DIA o la DAA%, 

+ Determinar el drenaje natural de agua existente en el área, para minimizar la cons- 
trucción de zanjas y alcantarillas. 

* Evitar en lo posible, la realización de operaciones en áreas protegidas de flora, 
fauna y reservas o territorios indígenas. 


Dicho de otro modo, estos son los condicionamientos específicos para verificar 
posteriormente el impacto medioambiental. 


6. Las instituciones del Estado y el rubro hidrocarburos 

En el presente apartado señalaremos las funciones básicas de los entes estatales rela- 
cionados con las actividades que devienen de los hidrocarburos, así como también nos 
referiremos al ente que aglutina a las empresas privadas del sector. 


6.1 Viceministerio de Energía e Hidrocarburos 

Anteriormente denominada Secretaría Nacional de Energía, y luego Viceministerio de Ener- 
eía e Hidrocarburos, y nuevamente ministerio en el año 2002, esta repartición pública de- 
pende del Ministerio de Desarrollo Económico. Tiene su sede en La Paz y dentro de sus 
funciones principales está la elaboración y propuestas de reglamentos, a través de Decre- 
tos Supremos que se recomiendan al Consejo Nacional de Políticas Económicas (CONAPE). 
Este Ministerio, tiene como tarea elaborar, actualizar y administrar el mapa oficial; median- 
te el cual se señalan la “zona tradicional” y la “zona no tradicional” de exploración y explo- 
tación hidrocarburífera en Bolivia, a efectos de las licitaciones públicas internacionales para 
la suscripción de los correspondientes contratos de riesgo compartido. 


% DAA: Declaratoria de Adecuación Ambiental, DIA: Declaratoria de Impacto Ambiental, AAC: Autoridad 
Ambiental Competente. 
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También se encuentra entre sus funciones la aprobación de la quema o venteo de 
gas natural; debiendo realizar un control preciso de los volúmenes que se quemen por 
la necesidad de liberar presión en los yacimientos, ya que si bien los mismos no son 
contaminantes, son irrecuperables al ser recursos naturales no renovables*. 

Para el cumplimiento de las obligaciones económicas de los titulares, las disposi- 
ciones determinan que en Bolivia se fijan los precios de los hidrocarburos en boca de 
pozo; así como controla la sustitución de hidrocarburos existentes con nuevos. En cali- 
dad de existentes son considerados los que se producen de yacimientos descubiertos 
antes del 30 de abril de 1996 (fecha de entrada en vigencia de la Ley de Hidrocarburos) 
y como nuevos a los que se producen a partir de yacimientos (pozos petroleros o cam- 
pos de gas) descubiertos después de la fecha antes mencionada. 

En cuanto a todos las instancias mencionadas anteriormente, cabe señalar que al 
momento de realizar el relevamiento de información de campo dentro de ésta investi- 
gación (a diciembre de 2000), el Viceministerio de Energía e Hidrocarburos presentaba 
problemas en cuanto a los recursos humanos. Los escasos funcionarios con que conta- 
ba la repartición en La Paz no eran especializados, y se encargaban no sólo de los temas 
del sector, sino de contaminación y deterioro ambiental de toda clase. 

Finalmente, podemos señalar que este Ministerio emite las especificaciones míni- 
mas de calidad para los hidrocarburos y derivados, y conoce los trámites de expropia- 
ción y servidumbres a efectos informativos. 


6.2 Superintendencia de Hidrocarburos 

Esta Superintendencia se encuentra dentro del Sistema de Regulación Sectorial 
(SIRESE) depende jerárquicamente de la Superintendencia General y tiene su sede 
principal en La Paz aunque tiene oficinas regionales en Santa Cruz y Cochabamba. 
Como función principal tiene el otorgamiento, fiscalización y revocación de las con- 
cesiones para el transporte por ductos y distribución por red de hidrocarburos, es- 
pecialmente, del gas natural. Asimismo, registra y aprueba la construcción y 
operación de refinerías, engarrafadoras de GLP e industrializadoras (petroquímicas, 
criogénicas, etc.). 


El venteo negligente causa pérdidas económicas al Estado por concepto de regalías y participaciones 
principalmente. 
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Otra de sus funciones es el establecimiento de tarifas y precios máximos en el mer- 
cado interno y de exportación para el transporte de hidrocarburos y sus productos; así 
como la protección de los derechos del consumidor y evitar prácticas monopólicas, 
abusivas o que distorsionen la libre competencia, convirtiéndose ésta en una de sus fun- 
ciones fundamentales que devienen de la Ley N? 1600 o Ley SIRESE. Asimismo, debe 
atender los recursos administrativos de Revocatoria que se presenten contra las Resolu- 
ciones Administrativas que dicte. 


6.3 Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos 
La empresa estatal tiene su oficina central en La Paz y también en varios departamentos 
del país. En la actualidad se ocupa de dos aspectos: 


+ Ser administrador de los Contratos de Riesgo Compartido, y los de Operación y 
Asociación no convertidos; siendo la contraparte del Titular y fiscalizando el cum- 
plimiento de los contratos referidos precedentemente; aprobando también los des- 
cubrimientos comerciales y cualquiera modificación a la composición de las 
empresas del Titular. 

* Ser el agregador en la exportación de gas natural bajo contratos Back to Back, 
dado que es el suscriptor del contrato de compraventa de gas natural entre Boli- 
via y Brasil, y es quien debe garantizar su cumplimiento, así como los pagos que 
por dicha venta reciben directamente las empresas productoras. 


Frente a esta situación institucional, el ente que sí tiene personal suficiente y es- 
pecializado es la Superintendencia de Hidrocarburos, Sus fondos propios, manejados 
autárquicamente permiten fiscalizar a las empresas; sin embargo, como se sabe no es la 
instancia encargada de dictar normas. Su función se circunscribe a ser fiscalizador del 
cumplimiento de las reglas de juego. En efecto, es YPFB el ente que reúne a la gente 
más experimentada y capacitada profesionalmente; pero dada la reducción de sus acti- 
vidades, su personal es escaso y cada vez se ve más afectado en los recursos económi- 
cos con los que cuenta, ya que la partida que recibe del Tesoro General de la Nación 
muchas veces no alcanza para cubrir sus necesidades, teniendo que recurrir a los Fon- 
dos de Cooperación establecidos contractualmente en los Riesgos Compartidos para 
obtener tecnología apropiada y actualizar a su personal. 
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6.4 Cámara Boliviana de Hidrocarburos 

Esta es una institución privada sin fines de lucro creada en 1986 inicialmente por las 
empresas de servicios petroleros bajo el nombre de Cámara Nacional de Hidrocarbu- 
ros. La Cámara tiene su sede en Santa Cruz y reúne a todas las empresas del sector divi- 
diéndolas en grupos por especialidad. En el Grupo A se encuentran las empresas cuya 
actividad principal es la de explorar, explotar y comercializar hidrocarburos; en el Gru- 
po B se agrupan las empresas de servicios petroleros; y, en el Grupo € las empresas de 
refinación y transporte de hidrocarburos. 

Dentro de las funciones más destacables de la Cámara están la de proporcionar la 
síntesis más completa de documentación del sector a través de la red de internet en 
forma abierta. La Cámara Boliviana de Hidrocarburos está compuesta por una amplia 
gama de ejecutivos bolivianos que coordina y diseña una serie de actividades, entre las 
que se pueden destacar: 


e La publicación de una revista informativa bimensual, Petróleo y Gas. 

+ Larealización de toda clase de eventos de difusión, talleres y seminarios relacio- 
nados con el sector. 

+ La función de lobby permanente frente a los organismos del Estado y también fren- 
te a las empresas. 


Tanto su presidencia, como su vicepresidencia se encuentran en constante con- 
tacto con los ministros del ramo, con la Superintendencia de Hidrocarburos y las em- 
presas del sector. 

Sus labores principales se pueden resumir en: 


+ Representar a todas las empresas ante el Gobierno y terceros en sus demandas e 
inquietudes. 

* Constituir un foro de discusión entre las empresas del sector. 

* Capacitar técnicamente a los recursos humanos que trabajan en la industria. 

* Promover la inversión de capitales y empresas en el país. 


A la fecha de conclusión de esta investigación, la Cámara Boliviana de Hidrocar- 
buros se encuentra desarrollando labores de coordinación y representación ante el 
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Gobierno sobre proyectos de leyes y reglamentos que son propuestos por las empre- 
sas petroleras operadoras. Por otra parte, el dinamismo y casuística que ésta industria 
presenta es que muchas de las disposiciones legales del sector precisan de modificacio- 
nes y/o actualizaciones que acompañen su desarrollo; tal es el caso de los temas referi- 
dos a fiscalización. Sin embargo, en términos globales se puede constatar que el marco 
jurídico actual es adecuado para el desenvolvimiento de la industria. Pese a ello, es cierto 
que los vacios se presentan en términos de operación. Los más importantes problemas 
se producen en relación con la variada reglamentación que se va produciendo y que 
hacen muy difícil que la actividad sea de conocimiento público. Por ello, en el mediano 
plazo, estos temas han sido motivo de una auditoría de imagen. Dentro de los resulta- 
dos se ha definido que son imperativas la autorregulación del sector, así como una mo- 
dificación de su imagen pública en el marco de una ética moderna y solidaria. Esto obliga 
a que en el corto plazo se formulen estrategias de amplio espectro en el ámbito 
comunicacional, como aspectos relacionados con las vinculaciones hacia las comunida- 
des y sectores urbanos que hoy quedan prácticamente al arbitrio de las empresas. Al 
respecto la Cámara Boliviana de Hidrocarburos tiene y tendrá un papel determinante. 


7. Balance inicial del sector nacional del gas 

Uno de los aspectos que más nos ha llamado la atención a lo largo de la investigación 
se vincula con la posibilidad de evaluar, en el escaso quinquenio que se observa, la ca- 
pacidad e interés de las empresas por consolidar su presencia y manifestar decidida- 
mente su intención de permanecer en el país. 

Esta intención se ha podido materializar gracias a un proceso de adecuación de 
normas, que refleja las necesidades coyunturales del sector privado, considerado el prin- 
cipal actor de este proceso y del Estado. 

Por ello, el tema no ha sido sencillo. Se ha “inventado” o “construido” un espacio 
de negociaciones en el tiempo. Este espacio se ha caracterizado por privilegiar un viejo 
anhelo boliviano que es exportar gas al Brasil. Si bien es cierto que el mercado de con- 
sumo primario de este producto habitualmente fue Argentina, con el correr de los años 
ochenta y ante la imposibilidad de revisar los contratos” y fijar nuevos precios con este 
país, se pensó finalmente en viabilizar un proyecto. La idea de la venta de gas al Brasil 


El contrato de venta de hidrocarburos con Argentina vencía en 1992. 
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se produce por la creciente contaminación ambiental del Brasil y la búsqueda de ener- 
gías más limpias. Sin embargo, el fondo de todo radica en que Petrobras ha llegado a la 
conclusión que en el mediano plazo le será difícil ampliar la producción de gas. 

Con la noción de un mercado seguro y con la probabilidad de encontrar petró- 
leo, Bolivia inicia las gestiones. Desde principios de los años noventa, comienzan las ne- 
gociaciones, firmando una carta de intenciones para la venta de un volumen de ocho 
millones de metros cúbicos diarios, extendibles a 16. Mientras, en marzo de 1992, se 
definió la ruta por la cual atravesaría el tendido del gasoducto, estableciendo una ruta 
lateral que uniría Puerto Suárez con Corumbá. Con ello, meses más tarde, se firmó el 
contrato preliminar de la venta de gas. Para enero de 1993 se suscribe un contrato de 
compra-venta de gas natural que fue complementado por varios addenda que nueva- 
mente modifican precios y volúmenes, así como el diámetro del ducto. A mediados de 
los años ochenta, se calculaba que Bolivia contaba con 4 trillones de pies cúbicos, pro- 
bable más de 2 trillones de pies cúbicos, posibles 3 trillones de pies cúbicos y nuevas 
reservas descubiertas 0.18 trillones de metros cúbicos. En agosto de 1996 se firma un 
nuevo acuerdo en el que se rectifican precios y volúmenes. Este es el acuerdo que fija 
la construcción del gasoducto desde Río Grande hasta Paulinía, y desde este punto has- 
ta Canoas. El diámetro del ducto se establece en 32 pulgadas, pero también se especifi- 
ca que en algunos punto sería inferior. Por otro lado, las cantidades de gas suponen ir 
en aumento. Se partía con ocho millones de metros cúbicos por día y desde este míni- 
mo se elevaba hasta alcanzar los 16 millones de metros cúbicos al octavo año de expor- 
tación. Asimismo, se establecía que el momento de inicio de la exportación sería 
diciembre de 1999, con una duración de veinte años desde el inicio de suministro. 

La fijación de un “Contrato de Pago Anticipado” para las tarifas de transporte de 
gas, y un “Acuerdo Llave en Mano”, relacionado con la ingeniería, adquisición y cons- 
trucción del tramo boliviano del gasoducto, fueron aspectos establecidos posteriormente 
y que proporcionan una serie de pautas sobre la negociación con Petrobras. El primero 
de ellos señala la compra anticipada de 6 millones de metros cúbicos por día a la Com- 
pañía Boliviana de Transportes. El valor estimado de 81 millones de dólares permitió el 
financiamiento de la parte boliviana del gasoducto. El segundo acuerdo otorgó las ga- 
rantías soberanas para el financiamiento total de la obra (Miranda Pacheco, 1999:241), 
El corolario era el precio: 0,90 dólares por millón de BTU, netamente el doble que el 
precio de producción. En la actualidad el precio se calcula en 1 dólar 
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Entre 1997 y 1999 se construye el primer gasoducto y desde mediados de 1999 a 
finales del año 2000, el segundo; esta vez de San Miguel, naciente en el ramal de Río 
Grande a San Matías, concluyendo éste en Cuiabá hacia el lado brasilero. Este es el tiempo 
de consolidación de las dos empresas que los construyen: Gas Trans Boliviano y Gas 
Oriente Boliviano, respectivamente, y es la etapa de máxima atención institucional gu- 
bernamental del Estado boliviano. 

Hoy en Bolivia, la dificultad de observar el presente y el futuro de las empresas 
capitalizadas radica en el permanente flujo de información que realizan la prensa y 
el sector: una lluvia de datos dispersos y heterogéneos, tanto cualitativa como cuan- 
titativamente. 

A nuestro juicio, las directrices económicas por las cuales atraviesa el sector em- 
presarial en el área de los hidrocarburos ya en el marco de una complementariedad ener- 
gética que avanza día a día, pasa por considerar dos hitos: la capitalización de las 
empresas y la expansión del mercado de venta de gas. Sobre primer punto, considera- 
mos clave comprender que en Bolivia, existe un consenso sobre la importancia econó- 
mica respecto del sector hidrocarburífero. En efecto, el objetivo marco del actual 
gobierno a mediano plazo es consolidar con la capitalización, la posición estratégica del 
país como centro de distribución energética, tanto hidrocarburífera como eléctrica. Sin 
embargo, aún persiste la inexistencia de un proyecto- país, porque sólo con la capitali- 
zación, este proceso no es posible. 

Llama la atención, al observar el devenir de la inversión privada en el quinquenio 
1996-2000, que ya nadie discuta que estén las empresas petroleras, o cómo estas ope- 
ran en Bolivia. Lo que sí se discute es el deterioro que estas puedan ocasionar, Ello es 
manifiestamente un contrasentido, puesto que si están es imposible que no afecten al 
país; de lo cual se desprende que la lógica de algunos sectores que atacan a las empre- 
sas, fundamentalmente a las de transporte, es un tanto ambigua: se critican los errores, 
pero no el hecho que funcionen en el país. 

Un segundo aspecto global es el nivel de negociación que mantienen las em- 
presas con las comunidades y alcaldías con las cuales deben entenderse. He aquí un 
tema transversal en esta investigación y que lo iremos viendo desde diferentes pers- 
pectivas. A primera vista la coordinación entre los distintos niveles del Estado se 
visualiza escasamente. Ya hemos visto lo que ocurre con las prefecturas. Más adelan- 
te, veremos lo que ocurre con las alcaldías, Cabe destacar, por de pronto, que Bolivia 
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exhibe una peculiar forma de negociación en el ámbito empresarial. Desde un punto 
de vista de contacto y negociación, en relación tanto con los campos y pozos, como 
con el transporte del gas, el Estado boliviano ha permitido un contacto directo sectorial 
entre empresas y ciudadana. 

Por ello, la forma de ponerse de acuerdo cuando surgen los conflictos en el país, 
es asimétrica en todos los sentidos, En primer lugar porque el lenguaje es complejo para 
las comunidades y municipios, en segundo, porque los mecanismos de persuasión, con- 
tención y presión se ven completamente librados a la suerte de diálogo entre personas 
que pertenecen a niveles muy disímiles de educación o formación. Este trabajo, el de 
mediar, que en otros lugares corresponde al Estado a través de funcionarios, tales como 
los ministros y e instituciones del ramo, en Bolivia es pasado por alto hasta llegar al punto 
de producirse conflictos tremendamente complejos. Sólo en esos instantes, las autori- 
dades de gobierno se exponen a ser mediadores en los conflictos. Los tropiezos que el 
sector ha venido teniendo desde la capitalización y hasta la fecha por estas razones son 
de variados tipos y escalas, pero de cualquier modo han contribuido al deterioro de la 
imagen del sector. 

Inicialmente, cuando se comienzan a establecer las empresas, la prensa bolivia- 
na alaba la posibilidad energética que posee el país y pone de manifiesto las dificulta- 
des, sobre todo, laborales en las cuales queda el antiguo personal de YFPB. En esos 
momentos, el acceso a la información es variado a nivel de capital departamental, pero 
muy escaso o nulo a nivel provincial. A partir de “la resignación” sobre este aspecto, 
la opinión pública observa atenta el flujo económico previsto con la venta de gas al 
Brasil y luego con la construcción de los gasoductos, Posteriormente, aparecen algu- 
nas críticas sobre los precios de venta y las formas de negociar el gas con el Brasil. 
Sin embargo, en ningún momento se observan críticas de los municipios, en tanto 
que las comunidades indígenas reflejan una pálida actitud en forma inicial, que luego 
se irá manifestando mucho más con la ayuda de algunas organizaciones no guberna- 
mentales que ingresan a ellas para ver las demandas a realizar a las empresas que lle- 
gan a sus territorios. 

En un momento posterior, cuando comienza la construcción del gasoducto ma- 
yor (1997), la dinámica de las relaciones entre Estado, empresas y comunidad cambia. 
Institucionalmente se advierte la necesidad de comunicar los gobiernos municipales acer- 
ca de las obras que se van a ejecutar. La respuesta a estas intervenciones se expresa en 
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la dirigencia cívica de numerosas localidades a nivel departamental”. Estas dinámicas 
son las que se han visto hasta febrero del 2001, en zonas fronterizas del departamento. 

Finalmente, a partir del segundo gasoducto desde San Miguel a Cuiabá (1999), los 
actores son muchos e infinitamente mejor informados, con lo cual la obligatoriedad del 
diálogo se hace imprescindible en todos los niveles, En estos planos se advierten las debi- 
lidades de gobierno: descoordinación, falta de preparación de los técnicos de algunos mi- 
nisterios y viceministerios, malos entendidos con las empresas, corrupción en algunos 
centros urbanos, intereses solapados de las dirigencias cívicas*, Este estado de cosas es el 
que se manifiesta en la actualidad y que hay que superar en muchos sentidos. 

Sin embargo, retomemos lo que se hizo desde un punto de vista empresarial con 
la capitalización, 

En primer término, la labor del Estado boliviano fue alentar el ingreso de empre- 
sas. Este momento histórico, como lo calificase en ese entonces el ministro Alfonso 
Revollo (1996), garantizaría el crecimiento económico de Bolivia, y por lo tanto, supon- 
dría un aumento de los indicadores macroeconómicos y del empleo. Por esa razón, las 
máximas instancias de gobierno han hecho toda clase de gestiones para alentar el esta- 
blecimiento empresarial. Este empeño pasó por la realización de numerosas visitas de 
la Vicepresidencia de la República a Europa y Estados Unidos promoviendo oportuni- 
dades de negocio en el país y a partir de ello, desarrollando una larga fila de seminarios 
en el nodo central. Sin embargo, no fue sólo negociar con los interesados fuera de Boli- 
via. El Estado ajustó su propio sistema administrativo a través del Viceministerio de Ener- 
gía e Hidrocarburos, YFPB y el Ministerio de Comercio Exterior e Inversión Social. 

Pero para las empresas, ha habido temas que no han sido sencillos: los trámites 
legales que han sido complejos en el momento de establecerse en el país son un caso. 
A pesar de ello el resultado de estas gestiones se manifiesta en un interés empresarial 
concreto. Por esto, cuando hablamos de las empresas capitalizadoras, conviene aclarar 
que detrás de ellas vienen todas aquellas que prestan servicios. En ese plano, la primera 
categoría de empresas es aquella que se dedican a la exploración, explotación y pro- 
ducción (upstream) de hidrocarburos la segunda rama se aboca a los servicios que 


En este apartado, sólo presentamos la dinámica general; en el capítulo Il, contaremos los hechos. 
Estas generalizaciones surgen a partir de una síntesis de las entrevistas realizadas y de las observacio- 
nes directas en los municipios en estudio. Véase el listado de entrevistados en anexo. 
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permiten el funcionamiento de las actividades anteriormente señaladas, mientras que 
la tercera se ocupa del transporte de los hidrocarburos”, 

Asimismo, desde la capitalización se observa el ingreso de Bolivia en dinámicas 
mucho más amplias que las de dirección netamente nacional. Este es un aspecto de di- 
fícil comprensión aún para el común de la ciudadanía, acostumbrada por décadas a de- 
cisiones aparentemente nacionales. 

Tanto el personal directivo y ejecutivo de las empresas del sector posee el más 
alto nivel de formación profesional y este es el personal que, en no pocas oportunida- 
des, se debe enfrentar con autoridades locales que poseen otra formación. Lo apunta- 
do es clave para comprender por qué la gente en las provincias sigue pensando en que 
es YPFB, quien puede resolver los problemas que se suscitan en las provincias, desco- 
nociendo del todo el proceso de capitalización reciente. No obstante, esta no es la úni- 
ca dificultad; porque cuando ocurren conflictos sociales locales se necesitan varios 
intermediarios para alcanzar alguna solución o bien para paliar extremas medidas de 
presión, (bloqueos de caminos, secuestros de ejecutivos, cerco a campamentos, cerco 
a instalaciones). Hoy las empresas han asumido este reto. 

En síntesis, a partir del ingreso de las empresas petroleras han variado un sin fin 
de aspectos. Los hay relacionados con el crecimiento —que no desarrollo— del sector, el 
empleo, la visión empresarial, la calidad del servicio, los estudios de impacto ambiental, 
los de impacto social, incluso de oferta educativa profesional, entre otros. Ha habido 
aciertos y fracasos; pero el sector se manifiesta pujante, tecnológicamente dinámico y 
con un elevado nivel de inversiones, Con el tiempo se han ido improvisando solucio- 
nes conforme han ido sucediéndose los conflictos e insistimos, nadie pone en tela de 
juicio la presencia de las empresas, sino en última instancia el quehacer de las mismas. 


La clasificación completa de las empresas del sector hidrocarburos en Bolivia puede verse en: 
http//www.cbh.org,bo. 
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CAPÍTULO DOS 
Desarrollo del sector hidrocarburífero 
en el departamento de Santa Cruz 


1. La industria del yas en las políticas regionales 

La descripción del espacio y las características de los gasoductos construidos en Bolivia 
son la preocupación central de este capítulo. El objetivo es mostrar al lector quiénes, 
cómo y qué fue lo que se construyó en el departamento. Posteriormente, se explican 
cuáles han sido los sectores tradicionales de exploración y explotación. En ese sentido 
es necesario remarcar que se trata indistintamente tanto a los hidrocarburos líquidos 
como de gas natural. En tercer lugar se aborda el tema de la infraestructura del sector 
en el departamento. Sobre el punto, conviene destacar que Santa Cruz es hoy el princi- 
pal polo de transporte de gas, pero no el más importante desde un punto de vista de la 
exploración, ya que ese lugar lo ocupa Tarija. Por ello, intentaremos explicar cuál es la 
importancia de estos recursos para el departamento y cuáles son los aspectos más no- 
tables relacionados con el transporte. Finalmente se explican y describen en profundi- 
dad los gasoductos al Brasil, sistemas de transporte de hidrocarburos construidos a partir 
de la nueva política del sector iniciada con el proceso de la capitalización. 

Desde un punto de vista técnico, según la Ley de Hidrocarburos del 30 de abril 
de 1996, éstos son definidos como “compuestos de carbono e hidrógeno, incluyendo 
sus elementos asociados que se presentan en la naturaleza, ya sea en el suelo o en el 
subsuelo, cualquiera que sea su estado físico”. Asimismo, le ley define el gas natural como 
“los hidrocarburos que en condición normalizada de temperatura y presión se presen- 
tan en estado gaseoso”. 

El aprovechamiento de los hidrocarburos en Bolivia data de 1927, año en que se 
inició la explotación del primer pozo de petróleo en Bermejo (Tarija). Desde esa fecha 
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hasta 1995 se habían producido más de 347 millones de barriles de petróleo y 2.471 
millones de miles de pies cúbicos de gas natural. La mayor parte del petróleo produci- 
do ha sido consumida internamente, mientras que el gas natural, que en otros tiempos 
era quemado, hoy es exportado a través de gasoductos. 

Desde el punto de vista estratégico conviene destacar que la actividad 
hidrocarburífera es extremadamente compleja y requiere: 


e Una planificación integrada. 

e Líneas de inversión aseguradas. 

+ Un permanente control técnico de campos, pozos y ductos, sean éstos oleoduc- 
tos o gasoductos. 

e Mano de obra altamente calificada. 

* Infraestructura moderna y segura; que hoy por hoy debe cumplir con exigencias 
de nivel internacional extremadamente precisas. 


En el caso de Bolivia, desde los años ochenta se observa que el sector debe em- 
prender la tarea de planificar el futuro de la actividad. Los años setenta habían sido muy 
rentables. Sin embargo, para los ochenta se percibe la necesidad de reponer las reser 
vas. A diferencia de otros sectores económicos, los hidrocarburos son recursos no re- 
novables, pero en los que la exploración de nuevos “mantos” es una dinámica a seguir 
para ir avanzando en su producción. Dicho de otro modo, en una cuenca, primero se 
encuentra agua, luego gas y finalmente petróleo. Técnicamente, se considera que en 
cuencas vírgenes, aunque con mayor riesgo exploratorio, existen posibilidades de en- 
contrar volúmenes importantes de reservas gasíferas. Esto fue lo que ocurrió en el país, 

La gerencia de exploración de YPFB determinó a principios de los ochenta que la 
única forma de revertir el agotamiento inminente de hidrocarburos era elaborando una 
estrategia de prospección a largo plazo. A la sazón, los principales yacimientos estaban 
en un área vertical que se extendía desde el norte de Santa Cruz, yendo hacia el sur, 
limitando con Argentina en bloques'. Por ello, se habla de bloque norte, centro y sur, 
que se ubican en los departamentos de Santa Cruz, Cochabamba y Tarija. 


1 Los bloques son espacios imaginarios geométricos y que se ubican unos junto a otros. Cada uno de 
ellos permite ubicar los campos de exploración, explotación o producción y justamente son ellos los 
que se someten a concesión de las empresas. 
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¿Que ha pasado en Santa Cruz? Desde los años cincuenta, Santa Cruz es en esen- 
cia un departamento complejo y de difícil manejo político y económico. Su estructura 
económica, demográfica y política determina procesos inconclusos y de evolución per- 
manente. A diferencia de otros departamentos que han visto sus oportunidades de- 
primidas, Santa Cruz ofrece, al terminar el siglo XX, una incuestionable serie de 
posibilidades de desarrollo. 

El Plan Departamental de Desarrollo de Santa Cruz 1998-2008 (PDD), elabo- 
rado desde la prefectura para el período, proporciona un diagnóstico teórico con- 
ceptual acerca de la región que consideramos el contexto marco a partir del cual 
se puede analizar el rol y el impacto de los hidrocarburos. Este documento, suma- 
do a Memorias - 3er. año de Gestión Prefectural, nos entrega un resumen de lo 
que se hace a nivel departamental, los proyectos y las estrategias de desarrollo ela- 
boradas, en este caso, durante el año 2000. Por ello, antes de ver el desarrollo 
hidrocarburífero en Santa Cruz, observaremos resumidamente qué representa Santa 
Cruz en el plano económico de acuerdo a la visión que se vislumbra desde las ins- 
tancias del gobierno departamental. 

El departamento de Santa Cruz es una región de crecimiento reciente. Abarca 
una superficie de 370.621 km? del país y representa el 33% de su superficie. Desde el 
punto de vista administrativo se compone de 15 provincias y 117 cantones, Cada pro- 
vincia está dividida en secciones municipales, las que suman 50 en todo el departa- 
mento. Santa Cruz aporta con más del 30% de su producción al PIB nacional y 
contribuye con alrededor del 60% de las exportaciones no tradicionales del país (ex- 
cluyendo minerales e hidrocarburos)”. 

Uno de los aspectos que el PDD señala como uno de los principales escollos al 
desarrollo del departamento es que: 


Tal crecimiento acelerado, sumado a la dispersión de los demás núcleos poblados, hace difícil la 
oportuna atención de las necesidades sociales, tanto a nivel urbano como rural, causando deficien- 
cias en la atención de la salud, la dotación de agua potable, la integración física y dificulta la posibilidad 
de responder eficientemente a las demandas de empleo, tendiendo así a facilitar el desarrollo de la 
pobreza y la desigualdad. 


Datos para 1996. 
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Por otra parte, el desarrollo de la agricultura, la explotación forestal y la pecuaria ha generado tam- 
bién una fuerte presión sobre el medio ambiente, lo que demanda de constantes esfuerzos para 
preservar las zonas de peligro y sobre todo, para organizar la ocupación racional del territorio, prin- 
cipalmente en lo relacionado con el manejo de cuencas (PDD, 1998:13). 


Asimismo, tres momentos destacan en el proceso de desarrollo regional: 


El primero entre 1954 y 1975, en el que Santa Cruz basa su crecimiento en una 
producción regional poco diversificada en función de una política deliberada de 
sustitución de importaciones agropecuarias básicas (arroz, azúcar, algodón y maíz 
principalmente) y de impulso a la producción de hidrocarburos par el creciente 
mercado interno y con excedentes para la exportación, 

Un segundo, que se extiende desde 1970 hasta mediados de 1995 cuando se 
produce un crecimiento hacia fuera, registrándose una mayor diversificación de 
la producción agropecuaria, industrial y terciaria orientada hacia el mercado in- 
terno. En esta fase aparecen la producción de trigo, alimentos balanceados, mue- 
bles de madera, productos lácteos y avícolas, industrias de alimentos y bebidas, 
textiles y confecciones, plásticos y productos metal-mecánicos. Destacan sin 
embargo al inicio, azúcar, algodón, hilados de algodón, y maderas. En forma pos- 
terior se agregan soja, girasol y derivados, ganado en pie, frijol y productos de- 
rivados de la madera. Aquí debe mencionarse las exportaciones de gas natural 
a la Argentina. 

Hasta fines de 1995, en forma paralela y como parte de un proceso político cons- 
tante y en ascenso, se desarrolla la descentralización administrativa del país y 
con ello, se sientan las bases jurídicas de la municipalización territorial, y la 
asignación de nuevos roles para las prefecturas como poder ejecutivo departa- 
mental, 


Estos instrumentos legales, definen competencias en planificación, inversión, ordenamiento 
territorial, coordinación, etc., para los niveles estatal, departamental y municipal, fortalecen la 
transición del estado empresario al estado normador, abren la senda para la transformación 
productiva, consolidan la participación de la sociedad organizada en sus roles de fiscalización, 
concertación y priorización de sus demandas y conjuntamente con otras leyes más antiguas, 
establecen y consolidan también fuentes de ingreso para las instancias departamentales (PDD, 
1998:15). 
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+ Porúltimo, el quinquenio 1995-2000, en el que se observan cambios a nivel inter- 
nacional. 1996 marca el inicio del tránsito hacia la globalización con la inserción 
de Bolivia en el mercado mundial, orientando esfuerzos a lograr en el plazo más 
breve, los cambios que demandan la competitividad, el ajuste a las normas inter- 
nacionales y la aproximación progresiva al Mercosur. 


Del diagnóstico realizado por el personal técnico de la prefectura y pese a la im- 
portancia del sector en relación con los hidrocarburos, llama la atención que no se men- 
cionan problemas en el sector, mientras que, cuando se refiere a los recursos con los 
que cuenta el departamento sólo se describen —en un párrafo— las fuentes y reservas 
de gas y petróleo existentes. De esto se concluye que no existe una estrategia departa- 
mental con el uso de estos recursos. Asimismo, ni en la propuesta de desarrollo o en 
las políticas relacionadas con los pilares de gestión, aparece lineamiento alguno relativo 
a los hidrocarburos. Ahora, ¿por qué si se sabe cuáles son las necesidades del departa- 
mento, y están definidas las dificultades más acuciantes no se resuelve asignar parte de 
las regalías a la solución de estos conflictos, problemas y requerimientos? La respuesta 
plantea dos hipótesis: 


e Cada vez que ocurre un cambio de prefecto, las dinámicas de gestión se ven alte- 
radas, los funcionarios, cambiados, y los proyectos, trocados. Por ello, aún dentro 
de un mismo gobierno, y aún estando presupuestado un proyecto, este puede 
experimentar modificaciones e incluso cancelaciones. 

+ Porque el Consejo Departamental —organismo que define los proyectos de eje- 
cución— se compone por miembros elegidos por su carácter político y no téc- 
nico. Cada provincia elabora una priorización. Si, entremedio, cambia el 
consejero departamental de turno, un proyecto puede verse modificado o 
cancelado. 


Creemos que este es un punto destacable, porque es evidente que las formas de 
enfrentar los problemas carecen de cualquier visión geográfica de integración de los sec- 
tores productivos. Este es un problema nacional. En esa perspectiva, suponemos que 
las áreas de exploración, explotación y transporte de hidrocarburos pertenecen a esfe- 
ras completamente delineadas desde el gobierno central y donde es lamentable que las 
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instancias de representación política permanentes no hayan formulado hasta la fecha 
un plan de desarrollo cohesionado al respecto”. 


2. Aspectos estratégicos del departamento relacionados con la industria de 
hidrocarburos 

Sin perder de vista la situación nacional, el área con perspectivas hidrocarburíferas re- 

presenta el 40 por ciento de potencial del país; aproximadamente más de dos mil millo- 

nes de hidrocarburos líquidos y veinticinco billones de pies cúbicos de gas natural. Por 

eso, el departamento de Santa Cruz cuenta con fuentes importantes de gas y petróleo 

en actual explotación. 


Con relación al Gas natural, el departamento de Santa Cruz aporta con 49% de la producción actual 
y cuenta con el 40% de la reserva nacional, siendo la reserva regional remanente probada más de 
dos mil cien MMM de pies cúbicos' y la reserva probable cuatrocientos cuarenta y nueve MMM. Es- 
tas cifras nos muestran un potencial de explotación y transformación de hidrocarburos no solamente 
importante como base energética regional-nacional, y como recursos exportables sino también como 
la simiente de la petroquímica. 


La distribución y comercialización de los hidrocarburos es operada de manera eficiente por empre- 
sas del sector privado garantizando su oportuna llegada al consumidor (PPD, 1998-70). 


Por su ubicación geográfica, Santa Cruz se constituye en un centro de distribu- 
ción de gas, y en el futuro, aprovechando los ductos petroleros existentes se proyecta 
como un centro de intercambio para los países vecinos. Por otra parte, desde una pers- 
pectiva geo-económica, a nivel internacional, Santa Cruz es el punto de convergencia 


No sabemos si fue el último de los planes realizado por la Corporación de Desarrollo de Santa Cruz, 
pero en 1995, la División de Estudios Básicos y Planificación de CORDECRUZ fue encargada del Plan 
Departamental de Desarrollo para el sector Hidrocarburos. En este documento de 11 páginas, nada 
hay escrito sobre gasoductos al Brasil. Lo que sí hay es una visión de conjunto, que destaca para el 
departamento la necesidad de: 1. Incrementar significativamente las inversiones en exploración, pro- 
ducción y ductos para el transporte de hidrocarburos. 2. Incrementar la utilización del gas natural en 
el mercado interno y promover la exportación de excedentes. 3. Racionalizar el consumo nacional de 
hidrocarburos. Entre los proyectos concretos que menciona para el departamento, nos llama la aten- 
ción una idea de gasoducto a Trinidad y una termoeléctrica para San Ramón. Estos proyectos no existen 
hoy en el PDD, 
2 Sic! MM, o sea millones. 
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de los ejes Santos-Arica y Buenos Aires-Manaos. La conexión con Puerto Busch (sur) y 
San Matías (noreste) garantizan el acceso permanente al río Paraguay, y consolidan las 
conexiones con Matto Grosso (Brasil). Los nexos viales con Argentina y Paraguay articu- 
lan el departamento con la cuenca del Plata, en tanto que a futuro, las proyecciones se 
acercan también al Perú a través de la optimización de los ductos en funcionamiento y 
de otros que se piensan construir. 

En el contexto sudamericano, Bolivia ha pasado a ocupar un segundo lugar en 
cuanto a la cantidad de reservas de gas natural que dispone, ubicándose por debajo de 
Venezuela y por encima de Argentina. Sin embargo, Bolivia es el primer país a nivel sud- 
americano con más reservas libres, por encima de Venezuela. Entre otras razones, esto 
se debe a que en los últimos dos años, la actividad de exploración ha sido dominante y 
con ello, se ha podido calcular con mayor precisión las reservas del país 
(energypress.com, n? 33, 2001). 

Si Bolivia es un país con tantas reservas gasíferas y cuenta con un departamento 
Santa Cruz— de estratégica ubicación geográfica, parece lógico que empresas extranje- 
ras hubieran pensado en Santa Cruz como proveedora de gas. Sin embargo, como vere- 
mos más adelante, esta “lógica” tarda mucho en concretarse. 


3. Consideraciones acerca de la exploración, explotación y transporte de 
hidrocarburos 
Hablar sobre los “distintos momentos del gas” obliga a conocer algunos tecnicismos que 
son casi de dominio particular de los especialistas. Sin embargo, intentaremos explicar 
como ocurren los procesos y en manos de quiénes se encuentran en el país. En lo que 
se refiere al territorio, aproximadamente 611.000 kms? (55,6%) del territorio nacional 
son considerados como áreas con potencial hidrocarburífero. De esta superficie 138.507,8 
kms* (22,66%) se encuentran en posesión de empresas privadas, bajo contratos de ries- 
go compartido, y los restantes 472.492,2 kms? (77,33%) son áreas libres destinadas a fu- 
turas adjudicaciones (hasta 1999). 
Desde una perspectiva legal, la Ley de Hidrocarburos define las actividades 
hidrocarburíferas en tres grandes aspectos: la exploración, la explotación y el transporte. 


* La exploración es el reconocimiento geológico de superficie, levantamientos 
aerofotogramétricos, topográficos, gravimétricos, magnetométricos, sismológicos, 


oy 


geoquímicos, perforación de pozos y cualquier otro trabajo tendiente a determi- 
nar la existencia de hidrocarburos en un área geográfica. 


La actividad de exploración representa la etapa primaria. Ella es la que permite 
establecer la presencia de hidrocarburos que puedan ser rentablemente explota- 
dos. Esta fase, abarca diversas operaciones que se realizan en terreno y que des- 
tacan por su elevado costo, Para operar en áreas de exploración, una vez definido 
el espacio donde se considera posible la existencia de hidrocarburos, se localizan 
las “trampas” o estructuras donde se hayan podido acumular hidrocarburos, em- 
pleándose para ello la prospección geofísica. En Bolivia, las cuencas sedimentarias 
—formadas tras millones de años de compactación y metamorfosis— con posibili- 
dades de contener hidrocarburos abarcan 520.000 kms? de superficie, estimándo- 
se que de este total, solamente ha sido explorado un 70%, a través de los distintos 
métodos exploratorios que hoy son coadyuvados por satélites y análisis de infor- 
mación a través de la computación (Boero, 1993: 114-118). 


Actualmente, la exploración en Bolivia se desarrolla a un ritmo acelerado, tanto 
en el área tradicional como en el área no tradicional. El área tradicional compren- 
de el eje norte-sur del departamento de Santa Cruz y Tarija, en tanto que el área 
no tradicional abarca aquellos espacios laterales. 


En Bolivia existen varias empresas dedicadas a la exploración desde que se inició 
el proceso de capitalización. Las más importantes son: Maxus, Chaco, Andina, Te- 
soro, Vintage Dong, Perez Companc, Pluspetrol, Dong Won y Canadian. 


La empresa dedicada mayormente a la exploración en el período es Andina S.A. 
Ésta es una de las dos empresas en que fue dividido del sector de exploración- 
producción de YPFB en 1997 con un valor en libros de 130,4 millones de dólares, 
y que se compone por el consorcio de empresas argentinas YPF S.A., Pérez 
Companc y Pluspetrol. Andina absorbió a 382 trabajadores de YPFB y creó, a par 
tir de un modelo de gestión local, empresas de servicios subsidiarias, tales como 
Pegaso S.A., en la que participan parte de estos mismos trabajadores. 


Si bien es cierto que la exploración es una actividad fundamental en la industria de 
los hidrocarburos, también es cierto que si no hay explotación, no hay producción. 
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La explotación es la perforación de pozos de desarrollo, tendido de líneas de re- 
colección, construcción de plantas de almacenaje, plantas de procesamiento e 
instalaciones de separación de fluidos, y toda otra actividad en el suelo o en el 
subsuelo dedicada a la producción, recuperación mejorada, recolección, separa- 
ción, procesamientos, compresión y almacenaje de hidrocarburos. 


Cuando en la exploración perforatoria se descubre un campo nuevo de petróleo 
o gas, la actividad siguiente se centra en la evaluación del yacimiento descubier- 
to, para determinar la conveniencia o no de su desarrollo y explotación. Para ello 
es necesario recopilar la información precisa que pueda conducir a los técnicos a 
determinar la magnitud del campo y las propiedades físicas del mismo. Una vez 
determinada y evaluada la información, se procede a la perforación de los deno- 
minados pozos de evaluación que posibilitan determinar los límites de campo, los 
parámetros que permiten valorar las reservas del yacimiento, para tomar la decisión 
o no, de su puesta en explotación. La perforación de un pozo representa una activi- 
dad compleja y requiere de amplios conocimientos técnicos y costosos equipos. 


En Bolivia, esta es la actividad que permite saber “en boca de pozo”, cual es el 
monto de las reservas que podrán ser explotadas y cuál es el valor que se le asig- 
nará en la ponderación, entre otros, de las regalías departamentales. 


Una vez evaluado el yacimiento y decidida la explotación del mismo, se comienza 
a trabajar el campo con pozos denominados de “desarrollo”. A través de éstos, se 
explota el yacimiento con la cantidad Óptima de pozos que son la resultante de 
estudios relacionados con la porosidad, granulometría y el drenaje de los terre- 
nos impregnados de agua salada, petróleo y gases disueltos a presión. En este 
momento recién, los técnicos estarán en condiciones de explicar, si hay gas o pe- 
tróleo. El riesgo de las inversiones en esta fase es millonario. 


El transporte de los hidrocarburos consiste en toda actividad para trasladar o con- 
ducir de un lugar a otro, hidrocarburos o sus derivados por medio de tuberías, 
utilizando para ello diversos medios e instalaciones auxiliares, que incluyen el al- 
macenaje necesario para esta actividad y que excluyen la distribución de gas na- 
tural por redes. 
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A finales de los años ochenta y principios de los años noventa, se descubrieron 
campos de gas de gran importancia en la zona de Carrasco, Junín, Cobra, Puerto 
Palos, Tundy y Katari?. Estos campos y la certeza de ingentes reservas de gas, 
determinaron apresurar la búsqueda de formas de exportación del mismo. Sin em- 
bargo, no fue sino hasta el descubrimiento del campo de Carrasco en Cochabamba, 
que la Gerencia Industrial de YPFB dispuso el estudio y la construcción de un oleo- 
ducto (Carrasco-Caranda) y de un gasoducto (Carrasco-Yapacaní-Colpa). A partir 
de entonces, la importancia del departamento de Santa Cruz en relación con el 
transporte de gas comenzó a ser clave, 


Recordemos que de acuerdo al Sistema de Regulación Sectorial (SIRESE) y a la 
Superintendencia de Hidrocarburos, cualquier persona individual o colectiva, na- 
cional o extranjera, puede construir y operar ductos para el transporte o para la 
distribución de gas natural por redes, Las redes son los sistemas interconectados 
de tuberías. 


En la actualidad, el transporte de hidrocarburos por ductos se rige por el princi- 
pio de libre acceso. En consecuencia, toda persona tiene derecho a acceder a un 
ducto en la medida en que exista capacidad disponible en el mismo. Las conce- 
siones son otorgadas en base a un proceso de solicitud abierto con posibilidad 
de oposición de terceros. De hecho, estas concesiones no son exclusivas y se apli- 
can a proyectos sujetos a aprobación. Las compañías productoras tienen el dere- 
cho de construir y operar ductos para transportar su producción y la de terceros, 
Los productores de hidrocarburos que se acojan a este derecho deben llevar una 
contabilidad separada para sus actividades de transporte. Por ello, a diferencia de 
las actividades de exploración y de explotación, la del transporte, tiene implicancias 
mayores dentro del país y ofrece varios tipos de relación contractual, impositiva y 
de riesgo con el Estado. 


Transredes se ha constituido en el centro del transporte del gas boliviano y es 
propietaria del 51% de GTB (Gas Trans Boliviano), la constructora de la parte 


Ver los mapas de los bloques de exploración petrolera en la página web de la Superintendencia de 
Hidrocarburos. 
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boliviana del gasoducto Bolivia-Brasil, y del 12% de TBG (Transportadora Brasileira 
Gasoducto Bolivia-Brasil) en el lado brasilero del mismo. Un valor complementario 
de esta empresa radica en la posesión de un terminal en Arica, que recibe diesel oil 
y exporta el crudo saliente del país. En 1997, esta empresa contaba con cerca de 415 
empleados, siendo el 98% de estos compuestos por nacionales. 


La especificidad del comercio boliviano del gas se relaciona con varios aspectos. 
La comercialización de gas natural en Bolivia es libre después de haber cumplido con la 
obligación de suministro al mercado interno y las obligaciones contractuales con el 
Brasil y Argentina. Hoy en día el transporte de petróleo y de los productos de refino 
se realiza mediante un complejo sistema de tuberías, o empleando vagones, camio- 
nes O buques cisternas, especialmente construidos. Luego, dicho de otro modo, cual- 
quier empresa, puede en la actualidad realizar gestiones que permitan transportar 
hidrocarburos en el país y fuera de él. 

En lo que corresponde a YPFB, y tal y como quedaron las disposiciones sobre 
la empresa estatal después de la capitalización, esta empresa constituye el “agregador” 
para la comercialización de gas natural al Brasil. En base a lo anterior, los volúmenes 
a ser exportados a este país son asignados de acuerdo a las reservas probadas. Asi- 
mismo, al productor que descubre mayores reservas se le asignan mayores volúme- 
nes para la exportación. 

Y en cuanto a cómo se accede a la actividad, las disposiciones determinan que las 
concesiones para esta actividad son otorgadas mediante licitación pública por la 
Superintendencia de Hidrocarburos en coordinación con los gobiernos municipales a 
personas individuales o colectivas, nacionales O extranjeras que demuestren tener ca- 
pacidad técnica y solvencia financiera. Con ello, las empresas deben cumplir con exi- 
gentes disposiciones impuestas por organismos multilaterales relativas a la seguridad, 
como de protección al medio ambiente. 


4. Infraestructura y características de funcionamiento del sector hidrocar- 
buros en el departamento de Santa Cruz 

Hasta la capitalización de las empresas petroleras, toda la infraestructura del sector hi- 

drocarburos dependía de YPFB, Por eso es que conjuntamente con el traspaso de las 

empresas, una buena parte de las tuberías, centrales de refinación y material estaban en 
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manos de la empresa estatal. La situación general de la maquinaria y de los equipos del 
sector hidrocarburos estaba desfasada en tecnología y sobre en malas condiciones téc- 
nicas según se expresa en varios de los informes de gestión de la Superintendencia de 
Hidrocarburos. Por ello, es a partir de la entrada de capitales extranjeros que esta in- 
dustria se moderniza y entra a competir con los standares internacionales de certifica- 
ción. En otro sentido, cabe destacar que es justamente este proceso el que ha llevado a 
la modernización de toda la maquinaria, así como de los materiales utilizados. Sin esto, 
la construcción de los gasoductos no hubiera tenido las especificaciones técnicas y 
menos aún, habría contemplado los trabajos de reforestación y resguardo del 
medioambiente. En este sentido, hasta la fecha, Santa Cruz y Tarija, que en el futuro 
cargará con la mayor de las tecnologías debido a los últimos avances en los gasoductos 
Yabog y Gasyrg, recibirán la mayor de las atenciones. 

Como es de suponer, la presencia de campos gasíferos hace indispensable la 
construcción de una serie de nuevos oleoductos, poliductos y gasoductos, pero tam- 
bién la instalación de edificios, plantas de compresión, de refinación, oficinas y cen- 
tros de almacenaje, de manera de hacer posible todas las actividades relacionadas con 
el sector. En la actualidad en Santa Cruz existen, desde pozos exploratorios (y todo 
el material, maquinaria y recursos humanos que éstos requieren), pasando por las tu- 
berías que hacen a los gasoductos (nuevamente incluimos maquinaria, materiales y 
fuerza de trabajo), equipos de evaluación ambiental, hasta plantas de control remoto 
y automatizado de flujo del gas. 

La industria gasífera también se ha preocupado por la seguridad de los ductos que 
instala. Por eso recurre a la llamada protección catódica de las tuberías, que consiste en 
el resguardo de las instalaciones para evitar shocks eléctricos y cortocircuitos O 
sobretensiones de origen interno o externo, Para mayor eficiencia, los sistemas de pro- 
tección catódica requieren aislar o minimizar la magnitud de corriente continua que pu- 
diera derivarse a través de las conexiones a puesta a tierra, existentes sobre las mismas 
estructuras que está protegiendo. Esto, sumado al “entierro” de los ductos son temas 
que deben rescatarse cuando se acusa a este sector de falta de cuidado en la colocación 
de las redes. Por su parte, existen diferentes tipos de protección catódica, dependiendo 
del sistema, distribución de cañerías y conductividad del terreno. Es importante saber 
que todas las unidades eléctricas subterráneas deben ser mecánicamente sólidas y a prue- 
ba de agua, para evitar fallas del sistema (energypress.com, n* 31, 32 y 36, 2001). 
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En lo que a tecnología se refiere, el sistema SCADA (Supervisory Control and Data 
Adquisition o Adquisición de Datos y Control Supervisorio) es el que cobra mayor im- 
portancia, Se trata de un sistema de telemedición y monitoreo de información a distan- 
cia que se genera en la red de ductos. En Santa Cruz, dicho sistema es de propiedad de 
Transredes. SCADA permite reportar a sus clientes datos precisos de medición de volú- 
menes, energía, caudales de fluidos, presión en los ductos y control de válvulas y equi- 
pos. La ventaja es la respuesta inmediata y efectiva a situaciones de alerta y riesgo. Uno 
de los objetivos es la reducción de la medición mecánica manual, Este sistema hace un 
barrido de lectura de medición de las variables o paramétros escogidos (cómo fluye el 
gas) cada cinco minutos. Cada 17 minutos, un cromatógrafo de línea mide la calidad 
del gas en pureza de metano. Los sensores transmiten la información a un equipo de 
comunicación satelital, en frecuencia modulada o a través de servicios alquilados a tele- 
fónicas; y la señal que es recibida en el centro de control, es introducida en un sistema 
de computación para luego proceder con la interpretación de los datos. 

Mediante su sistema de alarmas, SCADA permite monitorear lo que ocurre en la 
red. Sin embargo, para conocer aspectos de fugas o derrames, se necesita de tecnolo- 
gía computarizada adicional (energypress.com, n* 23, 2001). 

Otro sistema es el llamado Smart Pig (“chancho inteligente”) que determina de 
manera precisa el estado de los ductos. En la inspección inteligente, el “chancho” es 
una suerte de torpedo cubierto de sensores que es lanzado a presión. En su recorrido 
por los ductos, los sensores recopilan información que es almacenada en sistemas 
computarizados y posteriormente la información recogida es base del diagnóstico final. 
(energypress.com, n* 16, 2000). 

El gasoducto al Brasil, que observaremos más adelante, posee estas caracte- 
rísticas, 


5. — Interconexión de la nueva red de transporte de hidrocarburos boliviana 
En Bolivia existen dos redes importantes de gas: 


1. La que se constituye a partir de la conexión de las ciudades de La Paz, Cochabamba 
y Santa Cruz, y que se concentra en la línea de 280 kilómetros de gasoductos de 
12”, 16 y 24” desde Carrasco a Río Grande. Este sistema de tuberías se conoce 
con el nombre de sistema norte. 
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2.  Porotra parte, está el sistema sur, que une a las ciudades de Yacuiba, Sucre y Po- 
tosí y que recorre en dirección norte a la conexión de Río Grande con el Gasoducto 
Bolivia-Brasil. Este sistema de gas, tiene 440 kms. de gasoducto de 24” y que bor- 
dea una capacidad de 5 MMmcd. 


Hasta 1999, Argentina representaba el único mercado de exportación de Bolivia. 
Con el inicio de las entregas de gas al Brasil, el sistema sur ahora transporta gas desde 
los campos ubicados en la parte meridional del país hasta la interconexión del Gasoducto 
Bolivia-Brasil en Río Grande. Esto se logró al invertir la tubería del sistema sur para adap- 
tarlo a un flujo de gas en ambas direcciones (energypress.com, n* 12, 2000). 

Por otro lado, la nueva política energética boliviana consiste en dar valor agrega- 
do al gas. Para ello, se basa en: 


+ La consolidación de Bolivia como el núcleo de distribución energética y centro 
productor del Cono Sur. 

e La provisión de las condiciones más favorables para la inversión en las actividades 
de exploración, explotación y transporte de hidrocarburos. 

+ La ampliación a nuevos mercados para el gas natural a través de los procesos de 
integración energética, lo que significa promover la industrialización del gas natu- 
ral con fines de exportación. En este caso, se piensa en la extensión de redes que 
permitan unirse a Chile y Perú. 

+ La consolidación de la relación con Brasil como principal socio del desarrollo ener- 
gético nacional. (energypress.com, n* 18, 2000). 


Varios son los nuevos ductos y ampliaciones de los anteriores que surgen con 
la capitalización. A los trece gasoductos que poseía Bolivia en el año 2001, el año 2002, 
se agregarán Yabog y Gasyrg”. Así, todos están o pasan a través del departamento de 
Santa Cruz, conformando la extensa red de los que nosotros hemos llamado el labe- 
rinto de los ductos. 


En una reciente fase de negociaciones, el más ambicioso proyecto en el sur del país es el gasoducto 
Gasyrg que se construirá en cuatro frentes y de urgencia. “El tubo tiene 431 kilómetros de longitud y 
32 pulgadas de diámetro. Provocará una inversión de 630 millones de dólares en doce meses”... “Para 
proveer gas a Brasil hoy basta una manguera, dicen unos. Pero en Petrobras hay una procesión por 
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Estos proyectos han sido y son: 


Gasoducto San Miguel-San Matías-Cuiabá (Brasil) 

Poliducto La Paz-llo (Perú) 

Gasoducto Naranjillos-Río Grande 

Oleoducto Carrasco-Cochabamba 

Ampliaciones en el sistema de gasoductos de Transredes S.A. 
Ampliación del gasoducto Bolivia-Brasil 

Ampliación de oleoductos OSSA 1-08SA 2 

Ampliación de gasoducto al altiplano (GAA) 

Ampliación OCOLP-Poliducto Cochabamba-Senkata (La Paz). 


dentro porque el mercado vecino demandará en los próximos meses más energético y no hay gasoducto 
suficiente que llegue a los pozos de San Alberto y San Antonio. Lo peor es el tiempo cortísimo para 
desarrollar un gran ducto de 431 kilómetros hacia el sur con una inversión integral de 630 millones de 
dólares. Por ello Petrobras Bolivia, uno de los socios del consorcio Transierra, integrado además por 
las petroleras Total y Andina, ha previsto instalar el gasoducto Yacuiba-Río Grande (Gasyrg) en poco 
más de 12 meses desarrollando trabajos por cuatro frentes. “Estamos muy sobre el tiempo. Si no hay 
inconvenientes y nos otorgan la concesión, aceleraremos. Se construirá con cuatro frentes para termi- 
nar el ducto a fines de 2002”, sostuvo el director corporativo de Petrobras, Arturo Castaños. Si bien el 
ducto urge, todo debe seguir un proceso. Ayer la Superintendencia de Hidrocarburos publicó la solici- 
tud para la concesión del proyecto Gasyrg. En los próximos 25 días las entidad recibirá objeciones de 
poblaciones o empresas afectadas, Si no hay problemas, entonces se dará luz verde. Una eventual opo- 
sición significará el rezago y pondrá en peligro el cumplimiento del contrato de compra-venta con Brasil. 
Ese ducto sí tiene que hacerse para que Bolivia cumpla el contrato. No tiene sentido tener 40 ó 50 
trillones en reservas de gas bajo tierra si no se pueden transportar; así no vale nada”, afirmó Castaños. 
Los socios de Transierra son los mismos del campo de San Alberto y San Antonio, todos con similares 
participaciones; sin embargo, el operador será Petrobras, Técnicamente el ducto tiene un diámetro de 
32 pulgadas, igual al ducto principal Río Grande-Puerto Suárez, y una extensión de 431 kilómetros. Si 
bien el trazo no es accidentado la tubería debe atravesar cuatro rios importantes (Pilcomayo, Tarimacuá, 
Parapetí y Río Grande). El ducto tendrá una capacidad de transporte de 22,7 millones de metros cúbi- 
cos diarios de gas, volumen al que se prevé llegar en enero de 2004. La licitación para la contratación 
de empresas constructoras y la compra de tubos, según declaró Castaños, se iniciará al día siguiente la 
otorgación de la licencia. De ser así, la construcción arrancará en enero de 2002 y estaría concluido para 
diciembre del mismo año. Lo importante, sin embargo, está en la generación de unos 1.300 empleos a lo 
largo del ducto, Pero además la obra asegurará más de un punto en el Producto Interno Bruto (PIB) 
del próximo año por el fuerte impulso en la construcción. Se calcula que sólo el gasoducto demanda- 
rá una inversión de 400 millones de dólares, a los que se sumarán otros 230 millones de dólares por la 
preparación de los campos gasíferos que alimentarán el Gasyrg” (La Razón, 31 de agosto 2001). 
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Cabe aclarar que los volúmenes de gas transportados a la fecha, por la red de 
gasoductos que opera Transredes, surgen a partir de la operación de las siguientes em- 
presas: Andina, Chaco, Tesoro, Vintage, Perez Companc, Sopetrol, Pluspetrol. 

Por otro lado, están las redes de distribución del gas natural. Estas son el conjun- 
to de tuberías, accesorios y equipos utilizados en la distribución del gas natural desde 
el city gate a los usuarios, sean estos industriales, comerciales o domésticos. En San- 
ta Cruz, existe una empresa, SERGAS, que opera para la capital, Warnes, Montero y 
Minero. Actualmente las redes de distribución de gas natural están divididas en redes 
primarias, en su totalidad de propiedad de YPFB, y redes secundarias que en algunos 
casos pertenecen a YPFB y que en otros son de propiedad de empresas distribuidoras 
de gas natural en las que YPFB tiene participación accionaria (energypress.com, 
n* 15, 2000). 


6. El laberinto de los ductos: el eje, el gasoducto Bolivia-Brasil 

Pocas obras de infraestructura en América Latina ofrecen el tamaño y la envergadura de 
lo que significó la construcción de este extenso gasoducto. De hecho, la comparación 
en infraestructura sólo es posible con la represa de Itaipú. 

A nivel latinoamericano, los gasoductos conforman un paisaje bastante poco co- 
nocido por la gente. Largos ramales convergen hacia los enormes centros industriales, 
El objetivo es abastecer de energía, más limpia y más económica —habrá que admitir— a 
populosas zonas del continente. El mapa nos señala este entramado. 


6.1. El gasoducto Bolivia-Brasil 

El gasoducto Bolivia- Brasil es el ducto internacional más largo de Sudamérica. Tiene 
una longitud total de 3.150 kilómetros (Río Grande-Sao Paulo). El tramo boliviano del 
gasoducto mide 556 kilómetros. Se extiende desde la estación de medición Río Grande 
hasta la estación Mutún, atravesando las provincias Cordillera y Germán Busch. Esta tu- 
bería de 32 pulgadas de diámetro posee una capacidad de suministro de 200 mil barri- 
les día y, máxima de transporte de 30 millones de metros cúbicos de gas diarios. 

Cabe destacar que la tubería utilizada en la construcción, alcanzó a las 540 mil to- 
neladas y fue protegida exteriormente contra la corrosión con revestimiento tricapa e 
interiormente con revestimiento FBE. A lo largo de la línea troncal se encuentran insta- 
ladas 105 válvulas de bloqueo —aproximadamente a 30 kms. una de otra— y dos juegos 
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de trampas receptoras y lanzadoras de “chanchos”: la primera trampa está localizada en 
los predios de la futura estación de compresión de San José de Chiquitos y la segunda, 
en la estación de compresión de Yacuses (a 80 kms. de Puerto Suárez). 

Las válvulas de bloqueo fueron diseñadas y montadas de tal forma que permitan 
interrumpir automáticamente el flujo de gas por la línea, en caso de emergencia. Estas 
válvulas permiten la restricción del flujo por línea solamente en forma manual. 

Este gasoducto ha sido construido con la más alta tecnología en su tipo. Ha 
implementado diversos sistemas de protección y seguridad. La protección catódica, cons- 
tituida por nueve termogeneradoras/convertidoras, cada una con su respectivo lecho 
de ánodos de fierro, silacio y cromo, los cuales fueron distribuidos a lo largo de la línea 
troncal de acuerdo a los resultados obtenidos en el estudio de resistividad del terreno. 
(energypress.com, n* 31, 2001). 

La topografía del derecho de vía boliviano? es generalmente plana, y en este 
caso, el gasoducto atraviesa una gran porción de las tierras húmedas del Izozog y 
Tacuaral y predominantemente las llanuras tropicales de bosques secos de la región 
del Chaco cruceño. Parte de la ruta del gasoducto marca el límite del Parque Nacio- 
nal Gran Chaco, pero su camino se ubica entre el Área de Manejo Integrado y la re- 
serva protegida del parque. Aún así dos tercios del sector boliviano del gasoducto 
cruzan áreas deshabitadas. 

No obstante, existen algunos centros poblacionales hacia el norte en las inmedia- 
ciones del gasoducto tales como Pailón, San José de Chiquitos, Roboré, El Carmen y 
Puerto Suárez. Sin embargo, se trata de poblaciones no mayores de 15 mil habitantes, 
en las que el entorno rural es predominante. Asimismo, el gasoducto atraviesa cuatro 
ríos principales: río Grande, río Parapetí, río San Miguel y río Otuquis. 

Para operar con la presión requerida, el segmento en territorio boliviano está equi- 
pado, con cuatro estaciones de compresión ubicadas en Izozog (km. 125), San José de 
Chiquitos (km. 242), Roboré (km. 364) y Yacuses (km. 486)'. 


Este derecho abarca 30 metros de ancho a lo largo del ducto durante la construcción y 17 metros en la 
operación. 

é Dichas estaciones se construirán a medida que sean necesarias y según como vayan aumentando los 
volúmenes de exportación con el tiempo. 
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Alo largo de la vía férrea Puerto Suárez-Santa Cruz se han instalado cinco cam- 
pos de almacenamiento para la tubería. Dentro de una de las instalaciones portuarias 
existentes en Puerto Quijarro —ciudad vecina a Puerto Suárez— se construyó una infra- 
estructura de rieles para recibir y distribuir la carga requerida para el proyecto (Dames 
£ Moore, 1996: 1-4). Los campos de almacenamiento, durante la construcción de la obra 
se encontraron en Santa Cruz, San José de Chiquitos, Roboré, El Carmen y Puerto 
Quijarro (Petróleo y Gas, n* 5, 1999). 

En el lado brasileño, el gasoducto recorre 2.594 kilómetros, desde Corumbá, 
atravesando Sao Paulo, doblando al sur, hasta la ciudad de Porto Alegre. El gasoducto 
empieza en la frontera ente Bolivia- Brasil, al sur de la ciudad de Corumbá en el estado 
de Mato Grosso do Sul, y continúa al sudeste cruzando el río Paraguay. La ruta se inter- 
na a través del Pantanal, corriendo un poco de manera paralela a la Carretera BR -262. 
En el segmento km. 700 a través del Mato Grosso do Sul, el gasoducto cruza los ríos 
Miranda, Pardo y Verde. Dentro del estado de Sao Paulo, cruza los ríos Paraná y Tieté, 
En Capao Bonito, cruza la serranía de Paranapiacaba, luego llega al río Itapirapua que 
separa a los estados de Sao Paulo y Paraná. La ruta cruza el río Ribeira y sigue al existen- 
te derecho de vía para oleoductos, dentro del estado de Santa Catarina, luego atraviesa 
la serranía de Tijucas y el río Tijucas. Desde este punto, la ruta sigue un nuevo derecho 
de vía pasando al oeste de Florianápolis y terminando cerca de la refinería Alberto 
Pascualini en las afueras de Porto Alegre. Así el territorio fundamentalmente llano en 
Bolivia, es pantanal o serranías en el lado brasilero. 

Como hemos apuntado, Gas Trans Boliviano (GTB) es la compañía propietaria y 
supervisora de la construcción del gasoducto Bolivia-Brasil del lado boliviano. Su com- 
posición se puede ver en el Mapa 1. 

Desde el punto de vista operativo, Transredes se encargó directamente de la su- 
pervisión, los estudios de impacto ambiental, la parte social del impacto con la com- 
pensación hacia los pueblos indigenas y las comunidades locales, la investigación de suelo 
y Otros. 
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Cuadro 3 
Composición porcentual de acciones de empresas capitalizadoras de YPFB 

















Empresas Porcentaje de acciones 
Transredes 91 
Enron Bolivia, C.V. 17 
Shell Gas Latin America B.V. 17 
Petrobras Fertilizantes S.A. 9 





British Gas Overseas Holding Limited 

















2 
EPED B company 2 
BHP Petroleum Pipeline PTY Ltd. 2 





Fuente: — Petróleo y Gas 10 6, 2000. 


El proceso de financiamiento del gasoducto fue complejo y en él participaron 
varias entidades multilaterales, que además de presentar el respaldo económico a las 
empresas, condicionaron los montos a utilizar, previa realización de estudios de im- 
pacto ambiental. En el lado brasilero, el gasoducto costó 1.600 millones de dólares, 
mientras que en el lado boliviano, se invirtieron 450 millones de dólares. Se trata en- 
tonces de una inversión superior a los 2.000 millones de dólares, la más grande de 
toda América del Sur. La diferencia de costos se explica no sólo por el número de 
kilómetros, sino también por la topografía. 

Los organismos de financiamiento fueron los siguientes: 






































Cuadro 4 
Entidades financiadoras de la construcción del gasoducto Bolivia-Brasil 
Organismos multilaterales Montos cubiertos 
(millones de dólares) 
Banco Mundial 310 
Banco Interamericano de Desarrollo 240 
Corporación Andina de Fomento 165 
Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social 760 
Banco Europeo de Inversión 60 
Agencias de crédito a la exportación 360 
Total 1.895 
Fuente: Petróleo y Gas, n* 6, 1999. 
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El resto de los aportes fueron de carácter privado y se llevaron a cabo por empre- 
sas que formaron consorcios para participar en la obra. El total final superó los 2.000 
millones de dólares. La refinación, la comercialización y servicio quedaron a cargo de 
YPFB, sobre quien recae la función de suscribir y fiscalizar los contratos de riesgo com- 
partido con las empresas de exploración y de transporte. 

No obstante, recordemos que se trata de varias empresas que se ubican en distin- 
to nivel de participación, unas son “dueñas”, otras prestan servicios de construcción, 
otras administran. El tema no es sencillo, por un lado, porque son empresas que se ven 
poco en el ambiente local, como es obvio, pero también porque se trata a veces de fu- 
siones temporales que asisten sólo a esta clase de grandes proyectos de inversión, 

La construcción de un gasoducto es además un tema complejo, porque desde el 
punto de vista técnico es en extremo metódica, cuidadosa y se va avanzando en blo- 
que. Esto implica que nada se realiza de inicio a fin, sino por partes, que lineal y progre- 
sivamente, se van ensamblando. En el caso de gasoducto Bolivia- Brasil, el proceso de 
construcción consistió en las siguientes fases: 


+ Desmonte: implica la remoción de malezas y otra vegetación del derecho de vía. 

+ Nivelación de las irregularidades topográficas para asegurar un paso rápido y se- 
guro del personal de trabajo y los equipos. 

e Tendido de la cañería: una vez nivelado el terreno se transporta la tubería desde 
las áreas de almacenamiento y se las coloca a lo largo del derecho de vía sobre 
soportes de madera, 

e Doblado de cañería, en aquellas áreas donde el terreno sea sinuoso y esté dentro 
del derecho de vía para permitir que la tubería siga una curva. 

* Soldadura: operaciones de ensamblaje con sistemas de soldadura automáticos y 
semiautomáticos, y de electrodos. 

+ Inspección de la soldadura, para revisar su calidad, dependiendo de los resulta- 
dos se toman medidas apropiadas. 

e Construcción de zanjas, excavación. 

e Descenso de tuberías, gradual y uniformemente para que el peso de las mismas 
se distribuyan de manera equilibrada. 

+ Relleno, después del descenso de la tubería y con la misma tierra que se 
excavó. 
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+ Prueba hidrostática, pues validará la integridad de todos los segmentos de la tu- 
bería. Se presurizará el agua y se la mantendrá por ocho horas. 

* Protección catódica de la tubería, consistente en la instalación de soportes anódicos 
en variados puntos a lo largo del gasoducto. Debido a un proceso electroquímico, 
se previene la oxidación de la tubería ya que el material en los soportes anódicos 
se oxida antes que el material mismo de la tubería. 


La construcción del gasoducto al Brasil se inició en agosto 1997, tras la firma en 
Puerto Suárez del acuerdo de compra y venta de gas al Brasil y otro de construcción 
del gasoducto, mientras que el 1 de julio de 1999 se realizó la apertura de válvulas del 
ducto ante el Presidente Hugo Bánzer Suárez y autoridades brasileñas. 

Uno de los hechos más sobresalientes en la realización de esta obra es el cruce 
del trayecto de Río Grande en Bolivia, fase que se acometió hacia mediados del año 
1998 y que fue el mayor obstáculo técnico del proyecto. De un lado del cruce y hasta el 
otro extremo, se trató de un túnel de 1.550 metros de largo a una profundidad de 22 
metros del suelo. La perforación fue realizada con una cabeza de perforación dispuesta 
en un ángulo de 12 grados, que empezó con un piloto de 6” y terminó con uno de 48”, 
para luego colocar un codo de perforación rotatorio cerca del piloto. Durante esta Ope- 
ración se introdujo otro tubo camisa de 12” que se dispuso sobre la sarta del piloto. 
Ubicado a 250 metros detrás del piloto, la camisa seguía el piloto. La fase final fue la 
introducción de la tubería y su posterior jalado. 

La obra tuvo algún retraso porque la línea del ducto cruza sectores pantanosos y 
distantes de las poblaciones más cercanas, y sin accesos transitables durante todo el año. 
Además fuertes lluvias perjudicaron la obra en algunos tramos. 

El gasoducto Bolivia Brasil es una obra de inmensas proporciones. El Banco Mun- 
dial clasificó este proyecto en la categoría A, que requiere un exhaustivo estudio de im- 
pacto ambiental. Por ello, las miradas no sólo de las empresas constructoras y los bancos 
estuvieron presentes. En el proceso de construcción, también plantearon su descon- 
fianza importantes ONG's norteamericanas y nacionales, tales como Amazon Watch, 
OPIC, PROBIOMA, FOBOMADE, entre otras, asi como intervinieron toda clase de aso- 
ciaciones indígenas del oriente boliviano. 

Según las normas del Banco Mundial, este proyecto exigía la preparación de un 
PDPI (Plan de Desarrollo para Pueblos Indígenas) para proyectos que puedan tener 
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efectos adversos en los pueblos indígenas. En este caso, el gasoducto atravesaba varias 
comunidades indígenas de Bolivia, el Parque Nacional del Gran Chaco y la zona de ma- 
nejo integrado del Parque Kaa-lya, administrada por la organización indígena Capitanía 
Alto y Bajo Izozog (CABI). La norma requirió la participación activa de los indígenas en 
la formulación del plan, incluidos los términos de referencia que establecen el alcance 
de los temas que deban abordarse. En Bolivia, los patrocinadores encomendaron la pre- 
paración del plan a Dames £ Moore. La Capitanía del Alto y Bajo Isoso (CABI) y la Con- 
federación de Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB) fueron designadas representantes 
principales de los grupos indígenas afectados. 

Asimismo, y en el caso de los posibles impactos sobre los municipios, también se 
observó la necesidad de elaborar planes de compensación, tema que veremos en el si- 
guiente capítulo. 


6.2. Gasoducto Río San Miguel-Cuiabá 

El objetivo de la construcción del gasoducto a Cuiabá es transportar gas natural a la Planta 
de Energía Eléctrica CEMAT en Cuiabá, en el Estado de Mato Grosso, a fin de satisfacer 
la demanda energética en esta región de Brasil. Gas Oriente Boliviano fue autorizado 
para construir este gasoducto lateral que se desprende del gasoducto principal de 32 
pulgadas en el kilómetro 242 con destino a la frontera con el Brasil. El gasoducto está 
constituido por una tubería de acero de 45 centímetros de diámetro y tiene una longi- 
tud total de 626 kilómetros, que en la actualidad se encuentra enterrada a más de 1 
metro de profundidad. La capacidad de transporte es de 258 MMm3d (Petróleo y Gas, 
no5 y 15, 1998 y 2000). 

La construcción del tramo boliviano fue adjudicado por Gas Oriente Boliviano 
(GOB) al Consorcio Conducto-Bolinter hasta San Matías. Bolinter construyó el 61% del 
tramo boliviano y Conducto, el 39% restante, Conduto (Brasil) construyó la totalidad 
del tramo brasileño desde San Matías hasta Cuiabá. 

En su tramo inicial, el gasoducto se desarrolla por un terreno predominantemen- 
te plano, cubierto de árboles de tamaño mediano hasta entrar a un área de afloramien- 
tos rocosos en las proximidades del kilómetro 60 al sur de la vía férrea Santa Cruz- 
Corumbá. En esta área se encuentran numerosos valles que forman las cabeceras del 
río San Miguel. Desde el cruce de la vía férrea, la ruta atraviesa el río Entre Ríos y conti- 
núa hacia el norte entre el río San Lorenzo y el río San Juan. Continuando en la misma 
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dirección existen terrenos abiertos con pastizales y árboles durante los siguientes 90 ki- 
lómetros. Posteriormente se encuentra un tramo de 35 kilómetros de bajíos poco pro- 
fundos con árboles altos dispersos. Los siguientes 25 kilómetros se desarrollan por una 
zona de pocas hondonadas y con una mayor cobertura de bosques, a medida que el 
derecho de vía se aproxima al río Mercedes, al norte de la comunidad de Candelaria. 
Próximo a la hacienda “Los Cántaros”, provincia Chiquitos, el gasoducto entra en el Área 
de Manejo Integrado San Matías atravesándolo en una longitud aproximada de 90 kiló- 
metros. Desde el punto norte de la estancia “El Cerrito”, la ruta elude un área de 
humedales asociados con el arroyo Curiche La Hormiga. Este arroyo es cruzado por el 
gasoducto en un sector que tiene unos pocos metros de ancho, evitándose la mayoría 
de los humedales de los alrededores. Los siguientes 30 kilómetros se desarrollan por 
un área de pastizales donde el derecho de vía se extiende paralelo al camino existente 
en los últimos siete kilómetros. En este tramo se cruza la quebrada Londriña y desde 
este punto hasta la frontera, al norte de San Matías, el terreno consiste mayormente en 
campos abiertos y tierras de bosques planos. 

La construcción de este gasoducto ha incluido las tareas normales de cualquier 
obra en su tipo. Sin embargo, la gran diferencia con el gasoducto anterior, es que atra- 
viesa zonas mucho más despobladas y grandes extensiones de áreas protegidas. Las úni- 
cas urbes pobladas que están cerca del ducto son San José, distante a unos 80 kilómetros 
y San Matías, a unos tres kilómetros de la ciudad. 

Asimismo, desde el punto de vista técnico, la construcción ha incluido faenas de 
desmonte y construcción del derecho de vía, almacenamiento y desfile de la cañería; 
zanjado, doblado, soldado, radiografiado, provisión y colocación en zanja, tapado, lim- 
pieza interna, pruebas hidráulicas, secado, limpieza y restauración. También se ha asisti- 
do a la construcción de estaciones de medición, estaciones “lanza-chanchos”, 
instalaciones de válvulas, instalaciones de futuras estaciones de compresión y los traba- 
jos de protección catódica. 

Además, existe un área de depósito para la tubería, ubicado cerca de la localidad 
de Taperas, provincia Chiquitos, debido a las facilidades del ferrocarril y al acceso de 
caminos a la ruta del gasoducto. 

Los trabajos de construcción estuvieron inspeccionados por la Superior 
Construction Company, en la fase constructiva y por Dames £ Moore y AATA del Banco 
Mundial en la fase de control de medioambiente. Toda la construcción del mismo fue 
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realizada con la confiabilidad de las normas ISO 9000 e ISO 14000, que garantizaron su 
ejecución con criterio de cuidado ambiental. 

Al igual que en el gasoducto anterior, el derecho de vía inicial es de aproximada- 
mente 30 metros de ancho, el cual se redujo a unos 15 metros de ancho durante la ope- 
ración (GOB, 1998: 1-1, 1-5; 2-1). En la actualidad el área del derecho de vía se encuentra 
totalmente reforestada con plantines del lugar y en las zonas cercanas a los ríos, el ga- 
soducto ha sido protegido por gaviones. Cabe recalcar que GOB ha tomado especial 
cuidado para hacer intransitable el derecho de vía, 

Para la construcción del gasoducto se realizaron las siguientes Operaciones: 


» Reconocimiento del terreno (mucho más complejo que el gasoducto principal). 

* Apertura y nivelación (apertura del derecho de vía y nivelación del mismo para 
permitir la circulación de la maquinaria). 

e Excavación de la zanja (donde se ubicará la tubería. El ancho de la zanja es de 
aproximadamente 20 pulgadas más grande que el diámetro de la tubería). 

e Alineación de la tubería (se recibe en secciones de 40 pies de largo). 

+ Doblado de tubería (para seguir los cambios de dirección del derecho de vía. Esto 
se logra gracias a una máquina dobladora). 

» Soldadura y ensamblaje de la tubería (los extremos serán debidamente alineados 
y soldados usando múltiples fases para lograr una mayor penetración mientras se 
suelda). 

e Inspección de soldaduras (para asegurarse que la tubería cumpla con los requisi- 
tos. La inspección se realiza visual y radiográficamente. Las soldaduras defectuo- 
sas deben ser reparadas). 

» Revestimiento de protección de la tubería. 

e Descenso de la tubería (hasta el fondo de la zanja. Luego se realiza una nueva 
inspección para confirmar que se encuentre debidamente alineada en la zanja). 

e Relleno de la zanja (una vez dentro la tubería, la zanja debe ser rellenada con la 
misma tierra que se excavó. Para proteger la tubería se colocará —antes— una sec- 
ción de arena). 

* Prueba hidrostática (para comprobar que la tubería pueda mantener la presión ade- 
cuada. Finalizada la prueba el agua es o bien bombeada a otra sección de tubería 
para su utilización en una nueva prueba hidrostática o desechada) (Ibid: 2-13). 
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Cabe destacar que estas operaciones fueron similares en la construcción de am- 
bos gasoductos, pero la zona de este gasoducto ofrecía mayores facilidades topográficas. 
El proyecto integrado también fue calificado como de prioridad “A” por el Banco Mun- 
dial. El costo de la obra ha tenido un valor de 570 millones de dólares, repartidos en 
230 millones de dólares para el gasoducto y 340 millones de dólares para la planta ge- 
neradora. La obra se inició en agosto de 1999 y ha sido terminada a fines del 2000”. 

Este gasoducto también ha desarrollado planes de compensación. Con los pue- 
blos indígenas se suscribió un Plan de Desarrollo Indígena (PDI) y con la ciudad de San 
José y San Matías, un Plan de Relaciones Comunitarias (PRC)". Asimismo, la presencia 
de especificaciones en relación con la fiscalización de la obra, como también de los ti- 
pos de material, pruebas de resistencia y seguridad, fueron una constante en la cons- 
trucción de los gasoductos. Así, todo se mueve durante la construcción de los mismos: 
trabajadores, campamentos”, tubos, normas de seguridad extremas, fiscalizaciones, ma- 
quinaria pesada, etc. 

Para terminar, señalamos que los gasoductos en Bolivia están construidos de acuer- 
do a los estándares de la American Society of Mechanical Engineers (ASME), que tiene asig- 
nado un código para la puesta en marcha de estos proyectos (B 31.8- Transporte de Gas y 
Sistemas de Distribución por ductos). Este código establece los requisitos técnicos especí- 
ficos de seguridad y adecuación de los gasoductos presurisados. La idea es que estas obras 
sean seguras, pero además estrictas de advertencias de peligro de continuar la construc- 
ción, en caso de saltarse las especificaciones, Las condiciones de ASME han sido: 


+ Referencias del material y estándares que componen el sistema. Estas referencias 
se relacionan con los materiales, tamaños y propiedades mecánicas de los com- 
ponentes del gasoducto. 


Cabe destacar, según las notas informativas de GOB, que las primeras reuniones acerca del proyecto con 
los grupos ambientales y representantes de las comunidades se efectuaron también en agosto de 1999, 

1 Ambos fueron suscritos con una semana de diferencia, en agosto de 1999, 

1 El gasoducto al Brasil tuvo dos campamentos importantes: uno localizado en El Carmen Rivero Torres, 
cerca de la zona del Mutún y otro en el kilómetro 300 cerca de Roboré. En el caso del gasoducto San 
Miguel-Cuiabá, el campamento principal —de seis— estuvo en la zona de San Juan en el kilómetro 114; 
otro en Santa Fé, cerca de San Matías y un tercero en la zona de Candelaria en el kilómetro 272 de 
Santa Cruz capital. Cada uno de estos campamentos albergó a unas 200 personas. 
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Especificaciones precisas acerca del diseño de los componentes y su montaje. 
Precisiones acerca de la información necesaria para evaluar y limitar las reac- 
ciones y movimientos asociados con la presión, cambios de temperatura y otras 
fuerzas. 

Guía y limitaciones sobre la selección y aplicación de materiales, piezas, y méto- 
dos para este fin. 

Requerimientos para la fabricación, montaje e instalación de gasoductos. 
Requerimientos para el examen, inspección, y pruebas de gasoductos. 
Procedimientos para la operación y mantenimiento de los cuales son esenciales 
para la seguridad pública; y 

Provisiones para proteger gasoductos de corrosión interna y externa. 
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CAPÍTULO TRES 

Impacto social de la construcción 
de los gasoductos al Brasil: 

del laberinto a los municipios 


En Bolivia, la industria del gas fue, por casi una década (1985-1995), el producto más 
importante de exportación del país, representando casi el 50% de las exportaciones en 
el año 1985. Asimismo, este sector es el principal contribuyente tributario al Estado. Es 
un hecho que, si no hubiera sido por los hidrocarburos, los planes de estabilización rea- 
lizados a partir de los ajustes estructurales se habrían visto en serios aprietos porque, 
en efecto, el sector dependió en más de un 50% de las transferencias que recibió de la 
empresa estatal. Entonces, ¿hasta qué punto cabe plantearse un logro con el cambio a 
las empresas privadas? 

La respuesta en cifras es concreta. Desde la firma de los contratos con las em- 
presas, tomando en consideración los convenios de venta de gas al Brasil, y aún bajo 
la particularidad de la “tarifa estampilla”, se calcula que el país recibirá un concepto 
de 500 millones de dólares anuales, y otros 130 millones de dólares por concepto de 
venta de líquidos y electricidad hasta el año 2019, cuando cesen los contratos. Esto 
es un salto cuantitativo de más de un 50% con relación al promedio anual de expor- 
taciones totales realizadas en los años noventa!, La tarifa estampilla se refiere a un 
mismo valor económico o precio de los costos del transporte de hidrocarburos por 
ductos, no importando la distancia que transiten hasta llegar a salir para exportación. 
Dicho de otro modo, si el gas viene de un campo de gas desde Cochabamba o Tarija 
y se dirige a través de un gasoducto hacia el Brasil, el precio es igual, a que si el gas 


Las exportaciones de gas lograron alcanzar a 15,1 millones de dólares la segunda mitad del año 1999 y 
119,9 millones de dólares en el año 2000 (Fundación Milenio, 2001a: 45) 


79 


proviene de Santa Cruz o Sucre. La tarifa de exportación subvenciona a la interna para 
incentivar la exploración en las zonas no tradicionales y el desarrollo de la industria 
en el occidente boliviano. La tarifa estampilla definida por el Reglamento de “Trans- 
porte de Hidrocarburos por Ductos para el mercado interno está fijada en 0,41 cen- 
tavos de dólar por millar de pies cúbicos e incluye aquellos volúmenes para consumo 
propio en estaciones de compresión y refinerías. Para exportación la tarifa es de US$ 
0,18/mpc. (energypress.com, n* 17, 32, 33, 2000-2001). 

Por otra parte, el sistema tributario absorbe, de acuerdo a ley, 18% por cuenta 
de regalías, 25% por impuesto a las utilidades y un 12,5% sobre utilidades generadas 
en campos de riqueza extraordinarias. En suma, unos 140 millones de dólares más 
que no había en la fase previa a la capitalización. Este panorama económico, augura 
entre 700 y 800 millones de dólares anuales que el Estado boliviano no tenía, ni tenía 
de dónde sacar. 

La pregunta es si estos montos redundarán en un beneficio para la población del 
país. Se trata de dinero. Son, a la fecha, 2.275 kilómetros de extensión de ductos, 1.500 
kilómetros de poliductos y 3.250 kilómetros de gasoductos; 16 nuevas empresas en el 
marco legal de joint venture, y Bolivia se convierte en el segundo reservorio 
hidrocarburífero a nivel latinoamericano (Candia, 2001: 131-139). 

A diferencia de los proyectos institucionales, que buscan un marco contextual que 
guarde relación con una concepción, estrategia de desarrollo y objetivos, los proyectos 
de inversión privados pretenden, por sobre todas las cosas, obtener elevados niveles 
de rentabilidad. Esto supone una planificación exhaustiva que, en los casos de proyec- 
tos hidrocarburíferos, exige además una larga lista de estudios de impacto ambiental, y 
el seguimiento de estrictas normas de seguridad. Por ello, los presupuestos son elabo- 
rados con cuidado extremo, porque los errores son de un costo exorbitante. La parte 
exploratoria es un ejemplo claro. En la perforación de un pozo de exploración, la in- 
dustria petrolera gasta alrededor de 16 a 18 millones de dólares (entrevista a Oscar Pin- 
to). Por consiguiente, realizar malos cálculos o no considerar efectos es un lujo que las 
empresas se pueden dar. 

¿Cuál ha sido el valor del sector en la economía boliviana? Veamos algunas cifras 
de los últimos dos años: 
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Cuadro 5 
Datos del sector hidrocarburos. 2000-2001 





* Las exportaciones de gas empiezan ei segundo semestre de 1999. 

+ Este año, alcanzan a 15,1 millones de dólares, ei primer semestre dei año 2000, 40,4 miliones 
de dólares y el primer semestre del año 2001, a 100,5 millones de dólares. 

* A mediados de 2001, los ingresos tributarios y los impuestos provenientes de los hidrocarburos 
representan cerca del 60% de los ingresos corrientes del país. 














* Aprincipios del año 2000, el valor de las exportaciones de hidrocarburos representaba el 7% de 
las exportaciones nacionales. Las cifras preliminares de junio de 2001 avanzan la cifra de 17% 
para estas exportaciones. 

* La nversión directa privada en el sector hidrocarburos alcanzaba al 36,8% entre los años 2000 





y 2001. Por tanto, el sector “hidrocarburos” ocupa el segundo lugar en las actividades económicas 
del país, luego del sector “comercio y servicios”, con 48,5% de inversión. 

* Por el tipo de rubro de la economía, el sector “petróleo crudo y gas natural” subió de 0,96% en 
el año 2000 a 35,21% de participación en el PIB en el año 2001. 














Fuente: Fundación Milenio, 2001B, 


Lo apuntado guarda relación con la inversión privada. ¿Representan estas cifras 
un grado de avance en la inversión pública en el país, ya sea por departamento o a nivel 
nacional? La respuesta es no, para junio del 2001, según el informe del Ministerio de 
Hacienda (publicado por la Fundación Milenio), el Estado sólo había ejecutado un 
37, 9% de los montos destinados a inversión pública, en tanto que a través de la Ley de 
Participación Popular y de Descentralización, sólo se había gastado el 42,6% de los mon- 
tos asignados. 


1. Consideraciones preliminares: la metodología de campo y sus aportes 
El sector petrolero es el que más ha aportado impositivamente al Estado, pero ¿cuánto de 
esto se ha gastado en los departamentos? ¿Qué ha sucedido con los gasoductos? ¿Hay im- 
pacto o no hay impacto con los gasoductos? ¿Cómo medir el impacto de todo esto? 
Cuando iniciamos este estudio, no teníamos muy claro cómo podíamos recono- 
cer el impacto social que había causado la construcción de los gasoductos. Lo cierto es 
que partimos de varios supuestos que la propia revisión de la prensa nos había dado 
por resultado durante los últimos cinco años. A saber: 


*  Queel proceso de la construcción de los gasoductos resultaba polémico para mu- 
cha gente. Esta idea inicial nos planteaba de entrada la necesidad de entender no 
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sólo cifras, sino conflictos. La mirada inicial de la bibliografía destaca un pro- 
ceso de crecimiento sin parangón en la historia económica del país. Por ello, 
¿cómo explicar que no toda la gente estuviera de acuerdo con el mismo? El 
tema no resultaba sencillo. Era necesario identificar los intereses que estaban 
en juego y luego cotejarlos con las formas de negociación en las diferentes 
fases del proceso. 

e Quelos centros urbanos y las poblaciones indígenas cercanas a la construcción 
de los gasoductos tenían sentimientos encontrados con las obras. Esto nos plan- 
teaba una revisión a fondo sobre qué mecanismos de poder —qué fuerzas— esta- 
ban en pugna, y hasta qué punto estas fuerzas actuaban persiguiendo fines 
oportunistas o simplemente defendían lo que concebían como su derecho. 

* Que había mucha gente involucrada, no sólo en la construcción de los gasoductos, 
sino en participar de lo que eran y podían dejar los gasoductos, Este fue el punto 
más complejo, por que cómo íbamos a conocer lo que se hacía y lo que pasaba 
en el departamento con los gasoductos constituía un enigma. A priori, lo más in- 
teligente era comprobar las percepciones en cada uno de los sectores involucrados 
sin tomar partido, menos aún defender a los que se creían víctimas, o bien atacar 
algún sector”. 





Eso fue lo que hicimos. 

Sin embargo, ¿cómo definiríamos operacionalmente el impacto social de la cons- 
trucción de los gasoductos? Esto era lo más difícil desde el punto de vista práctico y 
metodológico, Teóricamente, se trataba de identificar cómo la construcción de dos 
megaproyectos, en un determinado espacio, puede cambiar, mantener, dañar, o alterar, 
baja, mediana o altamente la calidad de vida de los habitantes. La medición del impac- 
to social de obras de infraestructura es un tema que se menciona constantemente 
pero que cuenta con escasas experiencias concretas. Por ello, las evaluaciones de 
impacto, habitualmente realizadas por las agencias de financiamiento multilateral, bus- 
can medir el grado de cumplimiento de los resultados físicos previstos como el de los 


De hecho, lo mencionamos como una de las dificultades constantes, especialmente en el caso de cier- 
tos consultores quienes, en varios casos, debido a sus características de “negociadores de 
compensaciones”, por ejemplo, nunca accedieron a proporcionarnos información documental o di- 
vulgar sus nombres. 
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procesos a los que ha dado lugar (Medina, 1995: 13). En el caso específico del único 
estudio concreto que se localizó en torno a medición de impacto, esto es, sobre un pro- 
grama de riego reciente en el Perú, la perspectiva y mirada concreta se localiza en una 
evaluación ex ante frente a una ex post. Son dos referentes temporales que permiten 
calificar adecuadamente lo ocurrido con un proyecto. Esto es en gran parte lo que in- 
tentamos hacer. 

Había que tener en cuenta dos aspectos más: el legal y el político que involucraba 
considerar la utilización de espacios que nunca se habían observado para proyectos in- 
ternacionales. Además estaba el hecho que se trataba de un espacio “semi-urbano” y 
“semi-rural”. Este era el punto más débil de la metodología. Si bien es cierto en un pri- 
mer momento pensamos en que una encuesta era la mejor forma, a poco andar y co- 
nocer los municipios nos percatamos que la encuesta no nos podría brindar los matices 
y menos aún explicarnos si había diferencias de percepción, ya fuera por edad o género 
de lo que eran estas obras y, menos aún si éstas, en alguna medida habían contribuido 
a cambiar la vida cotidiana de la gente, tema que al final es lo que definimos en este 
estudio como impacto social. 

En efecto, esta noción —la de cambiar la vida cotidiana de la gente— fue la 
que finalmente prevaleció a la hora de medir el impacto social. Por ello, optamos 
por elaborar una matriz que sintetizara variables concretas medibles a través de un 
cuestionario realizado en los centros urbanos en estudio a través de la técnica de 
los grupos focales. 

Ahora bien, un aspecto que es fundamental en esto de cambiar la vida de las po- 
blaciones es volver por un momento a lo que nos señala la ley y observar hasta qué 
punto la legislación interpreta prácticamente los posibles impactos. Recordemos que el 
sector hidrocarburos se halla sujeto a las disposiciones contenidas en los artículos 73 y 
74 de la Ley del Medio Ambiente NO 1333, de 27 de abril de 1992, sus reglamentos apro- 
bados por D.S. N* 24176 del 8 de diciembre de 1995 y en el artículo 7 de la Ley de Hi- 
drocarburos N* 1689, de 30 de abril de 1996, 

De estos cuerpos legales, se establece lo siguiente en el Reglamento Ambien- 
tal para el Sector Hidrocarburos aprobado el 22 de abril de 1996. 
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Cuadro 6 
Normas técnicas ambientales para las actividades 
en el sector hidrocarburos 








l Artículo 20 - Para la realización de toda actividad, obra o proyecto en el sector hidrocarburos, la 
Responsable debe cumplir con las normas del presente Capítulo, además de las que se señalan 
en este Reglamento, en sus distintas fases. 


Artículo 21 - Cuando se planifique un proyecto, obra o actividad, durante la realización del 
ETA, en cumplimiento del art. 93 de la Ley del Medio Ambiente N* 1333 y el art. 162 del 


a) 





Reglamento de Prevención y Control Ambiental, la Responsable deberá realizar la respectiva 


consulta pública. 


Artículo 22 - Para la selección del sitio, la Responsable debe: 


Considerar los efectos del proyecto, obra o actividad sobre la seguridad pública y la protección 
del medio ambiente. 

Seleccionar un sitio donde se produzca el menor impacto ambiental posible sobre las tierras 
agrícolas, bosques y pantanos, evitando de esta manera la innecesaria extracción o tala de 
árboles y daños al suelo, debiendo además evitar cortes y rellenos del terreno en el sitio. 
Planificar el uso de áreas y caminos de acceso ya existentes, líneas sísmicas abiertas 
anteriormente o cualquier otra vía de acceso realizada y en la zona, para reducir daños 
ambientales en áreas que no hayan sido afectadas previamente 

Definir el tipo, profundidad y las condiciones del suelo para su remoción, almacenamiento y 
restauración. 

Evitar operaciones, actividades o proyectos en áreas consideradas inestables desde el punto 
de vista geotécnico, donde podrían producirse deslizamientos de lodo y tierra, caídas de rocas 
y otros movimientos de masas, así como en áreas de alta inestabilidad sísmica. 

Ubicar las instalaciones a una distancia mínima de 100 metros de los cuerpos de agua principales. 
Los requerimientos para la ubicación de estas a menos de 100 metros de dichos cuerpos, 
deberán ser previamente aprobados por la AAC en la DIA o la DAA. 

Determinar el drenaje natural de agua existente en el área, para minimizar la construcción de 
zanjas y alcantarillas. 

Evitar en lo posible, la realización de operaciones en áreas protegidas de flora, fauna y reservas 


o territorios indígenas. 











A este cuerpo legal hay que agregar lo que señalan las mencionadas leyes en este 


reglamento, la de Medio Ambiente y el Reglamento de Prevención. En este aspecto, des- 
cubrimos dos interesantes vacíos: 
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e Lalegislación no contempla la figura de los planes de compensación. 
e Sólo apunta la necesidad de mitigar los impactos ambientales. 


Lo anterior nos lleva a concluir que para medir impacto nos encontramos fren- 
te a un híbrido legal, puesto que nadie se opone a compensar, pero la figura sólo se 
exige por daño ambiental. En efecto, existen impactos directos, aquellos que ocurren 
por el tránsito de equipos de transporte pesado, apertura de brechas, caminos nue- 
vos, circulación de gran número de vehículos, durante la construcción de los 
gasoductos. Pero también se ha dado la “mitigación”, por hacer uso de caminos, por 
hacer uso de espacios, por atravesar espacios temporalmente. Por último, quedan las 
servidumbres de paso de los ductos. 

Sean cuáles fueran estos impactos, vale la pena remarcar que las obras pasan por 
espacios que debieron estar deshabitados y que, en el caso que no lo estuvieron, los 
impactos deben mitigarse. La cuestión que la ley no trata con demasiada precisión es: 
¿Cuánto vale un bosque de madera nativa? ¿Cuánto cuestan las aves que pudieran dañarse 
o el espacio ecológico de un área protegida? 

Lo cierto es que la figura se ha resuelto de la manera siguiente. Las empresas 
han elaborado planes de contingencia para abordar socialmente lo que se daña o se 
perjudica temporalmente con la construcción de las obras. Esto es: planes de com- 
pensación para pueblos indígenas y planes de desarrollo comunitarios para munici- 
pios cercanos a las obras. 

A continuación sintetizamos la metodología aplicada para conocer el impacto de 
los gasoductos en la capital de las secciones municipales de San José de Chiquitos, San 
Matías y Puerto Suárez. Creemos que se trata de un modelo que puede servir para se- 
guir revisando proyectos en el sector hidrocarburos a futuro y que además ejemplifica 
una metodología para evitar arbitrariedades de demandas en el mundo rural. 

¿Cómo medimos el impacto? He aquí un cuadro que resume lo realizado. 


85 


Cuadro 7 
Operacionalización de las variables 
Punto de referencia: construcción del gasoducto 











Variable Categorías de | Indica- | Desglose de preguntas formuladas | Población meta 
valoración dores en los grupos focales de la medición y 
medidos técnica a utilizar 
Calidad de Mejor (Sí) Infraes- ¿Existen nuevas edificaciones en la La variable 
vida de los tructura ciudad? se mide en la 
actores loca- Igual (No local ¿Ud. ha realizado mejoras en su población de 
les, antes y creo, más o hogar? las ciudades 
después de menos) ¿Ha aumentado su consumo de de San Matías, 
la construc- materiales de construcción? Puerto Suárez 
cion de los Peor (No) ¿Ha visto cambios en los espacios y San José 
gasoductos públicos (plazas, mercados, 
polideportivos, cementerio, etc.)? Grupos fo- 
¿Se han pavimentado o enlocetado cales (Sexo, 
nuevas calles, últimamente? edad y estra- 
¿Ha aumentado las gasolineras en to socio-eco- 
la ciudad? nómico) 
Servi- ¿Han mejorado los servicios de luz, 
cios bá- agua y teléfono? ¿Se han realiza- 
sicos do instalaciones nuevas (alcantari- 


llados, pozos de agua, genera- 
dores eléctricos, líneas telefónicas, 
etc.)? 

¿Son estas de carácter perma- 
nente? 

¿Ha mejorado el aseo y ornato en 
la ciudad? 





Salud ¿Ha mejorado la salud pública? 
¿Se han realizado nuevas obras en 
salud (postas, enfermerías y hos- 
pitales)? 

¿Han llegado más profesionales de 
la salud a la ciudad (médicos, en- 
fermeras, etc.)? 





Educa- ¿Ha mejorado la educación en la 
ción ciudad”? 
¿Ha habido aumento en la matrícu- 
la escolar? 


¿Hay más ítems de profesores 
para la ciudad? 

¿Se han refaccionado o construido 
nuevas escuelas? 




















(Continúa en la siguiente página) 


86 


Cuadro 7 (continuación) 
Operacionalización de las variables 
Punto de referencia: construcción del gasoducto 











Variable Categorías de | Indica- | Desglose de preguntas formuladas | Población meta 
valoración dores en los grupos focales de la medición y 
medidos técnica a utilizar 
Mejor (Sf) Comu- ¿Se han refaccionado o construido 
nicacio- nuevos caminos vecinales e 
Igual (No nes interprovinciales? 
creo, más o ¿Ha mejorado el transporte terres- 
menos) tre y aéreo (aviones, buses, taxis, 
motos, barcos, etc.)? 
Peor (No) ¿Se han creado nuevos medios de 
comunicación (radios, diarios, 
etc.)? 





Efectos ¿Considera Ud. que hay más rui- 
ambien- do en la ciudad? 

tales ¿Considera Ud. que hay malos olo- 
res en la ciudad? 

¿Ha aumentado la basura? 

¿El agua de los pozos? 
¿Mantiene su limpieza y pureza? 








Ingre- ¿Han aumentado sus ingresos eco- 

sos de nómicos? 

la po- ¿Ha habido más trabajo? 

blación ¿Ha aumentado el comercio for- 
mal? 
¿Ha aumentado el comercio infor- 
mal? 


¿Ha aumentado el consumo de 
combustibles en la ciudad? 





Consu- ¿Se han puesto nuevos restauran- 
mo (ali- tes, karaokes, bares, chicherías, 
mentos, etc. en el pueblo? 

bebidas, ¿Llegan nuevos productos alimen- 
etc.) ticios, bebidas, etc.? 


¿Ha aumentado el hospedaje en el 
pueblo (hoteles, alojamientos, pen- 
siones, etc.)? 




















(Continúa en la siguiente página) 
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Cuadro 7 (Continuación) 
Operacionalización de las variables 
Punto de referencia: construcción del gasoducto 











Variable Categorías de | Indica- | Desglose de preguntas formuladas | Población meta 
valoración dores en los grupos focales de la medición y 
medidos técnica a utilizar 
Mejor (Sí) Seguri- ¿Ha aumentado la delincuencia en 
dad ciu- la ciudad? 
Igual (No dadana ¿Ha aumentado la drogadicción? 
creo, más o ¿Ha aumentado el número de efec- 
menos) tivos de policía local? 
¿Cómo calificaría la tranquilidad de 
Peor (No) la ciudad? 
Entrete- ¿Tiene Ud. más tiempo libre que 
nimien- antes? 
to ¿Dedica Ud. más dinero que antes 
al entretenimiento? 
¿Existen nuevas alternativas de 
entretención en la ciudad? 
¿Considera Ud. que ha habido un 
aumento de la prostitución? 








Planes ¿Sabe Ud. en qué consisten los 


de com- planes de compensación de las 

pensa- petroleras? 

ción ¿Ha participado Ud. de alguno? 
¿Son beneficiosos para Ud. y su 
familia? 








¿Considera usted que su calidad 
de vida es...? 




















Fuente: Elaboración propia. 


Esta es la razón por la cual, para conocer el impacto de los gasoductos, utiliza- 
mos una metodología ad hoc: de un lado estaba la información bibliográfica, de pren- 
sa, de informantes claves de los sectores del Estado, empresarial y especialistas y, por el 
otro, la que nos brindarían los grupos focales”. Se optó por una separación de sexo, para 


3 Los grupos focales realizados contaron con una media de ocho personas, reclutadas completamente 
al azar, y tratando de considerar además diferentes estratos de edad. Cabe destacar la curiosidad y buena 
disposición que encontramos en las tres ciudades y la completa sinceridad que se observó en todas 
las sesiones realizadas. 
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que los participantes no se cohibieran entre sí. El resultado de la selección fueron gru- 
pos entre 7-12 personas, en una población de hombres y mujeres, mayores de 18 años, 
que supieran leer y escribir y que estuvieran por lo menos dos años viviendo en la ciu- 
dad respectiva”, o sea San José, San Matías y Puerto Suárez. 

Hemos presentado hasta aquí lo relacionado con la metodología aplicada. Sin em- 
bargo, nos falta explicar las partes de este capítulo. 

En primer lugar realizamos una caracterización de las secciones municipales con 
el propósito de mostrar al lector el tipo de ciudades elegidas y sus principales caracte- 
rísticas. Aquí veremos lo ex ante. 

A continuación y retomando los indicadores utilizados en los grupos focales y 
contrastándolos con el índice de inversiones por sectores de los planes operativos 
anuales, se revisan los impactos sociales surgidos, a partir de mecanismos de nego- 
ciación entre empresas y municipios, con la construcción de los gasoductos. En este 
plano, también se ubica el análisis de los planes de compensación y de los planes de 
relaciones comunitarias. En tercer lugar, se describen y clasifican los proyectos ejecu- 
tados para mitigar el impacto y se discute brevemente la intención de los mismos. 
Esto es lo ex post, 

Un aspecto concreto de los efectos que estos proyectos ofrecen, radica en su ma- 
terialización en los distintos gobiernos municipales. En efecto, la población, las empre- 
sas, las autoridades y las organizaciones no gubernamentales han interactuado 
dinámicamente en el proceso. Por eso, observaremos qué elementos de análisis surgen 
de estas relaciones en cada uno de los municipios. 


2. Actores sociales involucrados en los proyectos 
Los actores sociales que han estado presentes durante la elaboración y ejecución de los 
proyectos son: 


+ Las empresas petroleras, reconocibles a través de consultores contratados 
durante la planificación, ejecución y término de los gasoductos. Asimismo, las 


Queremos resaltar que el uso de esta metodología es inédita en los tres municipios que trabajamos, 
Ni las autoridades municipales, las asambleas cívicas o los Comités de Vigilancia han hecho uso de esta 
técnica en el “pauteo” de sus necesidades o de sus problemas. 
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empresas han estado presentes a través de auditores designados (Dames €: Moore) 
para la formulación de proyectos, control y fiscalización de las obras”. 

e Las comunidades indígenas, a través de sus organizaciones y representantes. 

» Los gobiernos municipales y la sociedad civil. 

e Las organizaciones no gubernamentales tales como PROBIOMA, FOBOMADE, 
Amazon Watch, Hombre y Naturaleza, Fundación para la Conservación del Bos- 
que Chiquitano, etc. 


Antes de comenzar, es necesario realizar algunas aclaraciones sobre los municipios 
para entender la dinámica de lo realizado en Bolivia con relación a las compensaciones. 

De acuerdo a la Constitución Política del Estado, reformada en 1994, así como a 
la Ley de Participación Popular, de 1994, y la Ley Orgánica de Municipalidades, de 1999, 
el municipio es la unidad territorial, política y administrativamente organizada, en la ju- 
risdicción y con los habitantes de la sección de provincia, base del ordenamiento terri- 
torial del Estado unitario y democrático boliviano, Por ello, la municipalidad es la entidad 
autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio que pre- 
senta institucionalmente al Municipio, forma parte del Estado y contribuye a la realiza- 
ción de sus fines, en tanto que el Gobierno municipal y la administración del Municipio 
son ejercidas por el Gobierno Municipal. 

En este sentido, entre las obligaciones del gobierno municipal, encontramos las 
siguientes: 


» Solucionar los servicios básicos. 
* Mejorar los caminos vecinales, avenidas y calles del sector urbano e indígena, 
» Consolidar las organizaciones territoriales de base (HAM San José, 2000). 


Como sabemos, el gobierno municipal está conformado por el Alcalde, el Concejo 
Municipal y el Consejo de Vigilancia, autoridades, electas todas a través de votaciones pe- 
riódicas y enmarcadas dentro del ámbito de funcionamiento de los partidos políticos. 


Al parecer el fracaso de esta forma de relacionamiento ha llevado paulatinamente a la creación de de- 
partamentos especiales de relacionamiento en las empresas. Este es todo un desafio para empresas 
transnacionales. 
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Por su parte, las comunidades indígenas involucradas corresponden a los pueblos 
indígenas guarant-izoceños, a los chiquitanos y los ayoreos. 

El territorio izoceño denominado Ivi-Iyambae, a su vez primer distrito municipal 
indígena de la región, está ubicado en la provincia Cordillera, situado aproximadamen- 
te a 360 kilómetros al sur de la ciudad de Santa Cruz de la Sierra. Geográficamente, se 
encuentra entre los 2820000” de Latitud Sur y 63%15'00” de Longitud Oeste. Sus límites 
al sur son la frontera con la república del Paraguay, al oeste, la frontera agrícola ganade- 
ra; al este el Área Natural de Manejo Integrado del Izozog y el Parque Nacional Kaa Iya 
Gran Chaco; y al norte, la frontera ganadera y comunal de Chiquitos. Las 23 comunida- 
des izoceñas se encuentran asentadas a lo largo de las riberas del río Parapeti, y se ex- 
tienden por más de 100 kilómetros. 

Las comunidades izoceñas/guaraní comprenden: Isiporenda, Carapari, Copere 
Guazú, Copere Montenegro, Copere Brecha, Copere Loma, Capeatindi, Yapiroa, Ibisirir, 
Tamachindi, Rancho Nuevo, Mini, Yuqui, San Silvestre, Tamane, Cuarirenda, Aguaraty, 
Coropo, Yobi, Aguaraiga, Rancho Viejo, Yande Yari y La Brecha. Estas comunidades son 
parte de la Capitanía del Alto y Bajo Isoso (CABD'. 

Los chiquitanos se encuentran actualmente asentados en las provincias Ñuflo de 
Chávez, Velasco, Chiquitos, Angel Sandoval y Germán Busch. Solamente las comunidades 
de Chiquitos y Germán Busch se encuentran en el área del PDPI, mientras que las de la 
provincia Angel Sandoval en el área del PDI. Generalmente, los chiquitanos están disper 
sos en pequeñas comunidades, ranchos y estancias. Los chiquitanos se encuentran orga- 
nizados en varias organizaciones (como TURUBÓ en San José de Chiquitos y Amanecer, 
en Roboré) que están reagrupadas en la Organización Indigena Chiquitana (OICH). 

En el área del proyecto del gasoducto Bolivia-Brasil, las comunidades 
chiquitanas son 42: 


» Enel Cantón San José: El Cerro, Pozo del Cura, Pororó, Dolores, Ramada Entre 
Ríos, El Tinto, Quimone, Piococa, Natividad, Los Siros, Entre Ríos, Taperita, Taperas 
Agua Brava, Taperas Los Bibosi, San Juan del Norte, Cruz Blanca y Motacusito. 


Si bien mencionamos aquí todas las comunidades indígenas, es necesario aclarar que este estudio sólo 
tuvo contactos con las cercanas a las capitales de sección de manera referencial, puesto que el fondo 
de este trabajo solo abarcaba los municipios en su dimensión urbana. 
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+ Enel Cantón Roboré: El Portón, Chochís, Limoncito, Los Sotos, San Pedro, Cupesí, 
Gavetita, San Rafael, Santiagoma, Yororoba, Quintunuquiña, Aguas Calientes, San 
Lorenzo Nuevo, San Lorenzo Viejo, Potrero y Motacusito. 

e — Enla provincia Germán Busch: Santa Ana, El Carmen Viejo, El Salao, San Salva- 
dor, San Pedrito, El Carmen de la Frontera, Colonia Warnes, San Juan del Mutún, 
Candelaria y El Carmen Rivero Torres. 


Las comunidades ayoreas están agrupadas en tres categorías: 


* Las comunidades en la zona oeste: Poza Verde y Gilidai Ichai (cercanías de 
Pailón). 

+ Las comunidades que se encuentran en zonas más o menos aisladas y a distan- 
cias considerables de otros poblados: Tobité y Santa Teresita. 

* Las comunidades ubicadas a lo largo de la línea férrea Santa Cruz-Corumbá: Urucú, 
Villa Bethel/Santiago, Motacusito y El Carmen. 


Hemos querido dejar para el final un aspecto distintivo de la realidad social de 
Bolivia, referido a los actores sociales que aparecen frecuentemente en la documenta- 
ción, reflejando las formas de organización de la sociedad civil. 

Los Comités Cívicos son actores fundamentales en todo el país. Se conforman a 
partir de los miembros de las elites locales y se presentan como el “gobierno moral” de 
las localidades. Su composición es regional, puesto que sólo participan de esta institu- 
ción los nacidos en la ciudad y de raigambre departamental, con exclusión de cualquier 
otro representante, 

No se trata de una organización que posea personalidad jurídica. Sin embargo, 
los Comités Cívicos son sin duda las instancias de poder alternas a los gobiernos muni- 
cipales; por ello, en donde el Estado tenga menor presencia, allí, estas organizaciones 
serán más poderosas, 


Proyecto Gasoducto Bolivia-Brasil (sector Boliviano). Plan de Desarrollo de Pueblos Indígenas. Dames 
$ Moore. 
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3. Caracterización urbana de las secciones de estudio: San José de Chiquitos, 
San Matías y Puerto Suárez 

En este apartado la elección de los estudios de caso se basó en un elemento en común: 

la presencia de una población urbana superior a los tres mil habitantes según el censo 

de 1992 y la evidencia de un crecimiento demográfico en los últimos años. Por otro lado, 

se tomó en cuenta las diferencias y particularidades de cada caso. 


* San José, “cuna de la tradición cruceña”, tanto a nivel económico como geográfico. 
Se trata de una ciudad con perfiles tradicionales. Una urbe con un notable pasado 
histórico, en el que predominan tradiciones fundadoras de la “cruceñidad”. 

» Puerto Suárez se presenta como una ciudad fronteriza y con infraestructura de 
hidrovía, aeroportuaria y de ferrocarriles. A la conocida riqueza turística del 
pantanal, se suma también su vinculación con un proyecto extraordinario, cual 
era la central termoeléctrica y su proximidad al Brasil. 

e Otra ciudad de frontera, con gran influencia cultural externa y aislada del contex- 
to nacional, es San Matías, también caracterizada por constantes problemas de abas- 
tecimiento energético. 


De esta manera se confirmó la intención de formar un triángulo geográfico de 
análisis, en el que no predominara un solo tipo de núcleo urbano, sino una diversidad 
de personas y actividades que cubriera toda la gama del oriente boliviano. 

A continuación presentamos estas ciudades y las secciones a las que pertenecen 
en sus perfiles geográficos y humanos y en su dimensión cotidiana. 


3.1. San José de Chiquitos 
Índice de pobreza: 68,24% 
Densidad de la provincia: 1,41 hab./km 


San José de Chiquitos se encuentra entre los meridianos 60%7' de Longitud Oes- 
te y los paralelos 17%47'07” de Latitud Sur y a 295 metros sobre el nivel del mar, con 
una extensión de 31.429 km?, Limita al norte con la provincia Velasco, al sur con la 
provincia Cordillera, al este con el municipio de Roboré (Tercera sección de la pro- 
vincia Chiquitos), mientras que al oeste, con el municipio de Pailón (Segunda sección 
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de la provincia Chiquitos). A este municipio es posible llegar mediante transporte aé- 
reo, terrestre o ferroviario. 

Fundada a fines del siglo XVII (1698), San José fue una de las misiones esta- 
blecidas por los padres jesuitas durante el periodo colonial. Por ello, junto a otras 
poblaciones intermedias en el camino hacia el Brasil, tales como San Javier, Con- 
cepción o San Ignacio, la ciudad ofrece toda una impronta religiosa que perdura 
hasta el día de hoy y de la cual su población se siente orgullosa por ubicarse cerca 
de Santa Cruz la Vieja. De calles anchas, casas blanqueadas por la cal, San José es 
una ciudad tradicional y donde su gente vive aún al son de las campanas y bajo el 
transcurso del reloj colonial. 

La ciudad dista 266 kilómetros de la capital del departamento y participa del pro- 
yecto del corredor de exportación de la hidrovía Paraná-Paraguay, que busca salida co- 
mercial de los productos bolivianos hacia el Atlántico. De acuerdo al Plan Departamental 
de Desarrollo de Santa Cruz 1998-2008, sus potenciales son de carácter agrícola, gana- 
dero, industrial, comercial, forestal y turístico. 

Aunque la provincia de Chiquitos fuera creada tras la fundación del país, la capital 
de la provincia recién fue reconocida como ciudad en 1880. Según el censo de 1992, la 
ciudad cuenta con una población de 8,483 habitantes, de los cuales, 4.257 son hombres 
y 4.226 son mujeres. La mayor parte de la población se concentra en los 20 años de 
edad. Por su parte el reciente censo 2001, arroja una población de 8.930 habitantes, re- 
partidos en la misma proporción del censo anterior (INE, 2001). 

Elevada a la categoría de ciudad en 1993 (Ley 1505), esta urbe se caracteriza en la 
actualidad por llevar una economía fundamentalmente campesina dedicada a la produc- 
ción de soya, maíz, yuca y arroz. La tradición ganadera de la región se aboca a la pro- 
ducción de ganado bovino. El potencial ganadero y maderero son quizás los aspectos 
más sobresalientes de la región. Lamentablemente, pese a estar en el centro de la re- 
gión conocida como la Chiquitanía, San José ofrece muy poca infraestructura turística y 
carece casi de cualquier comodidad para el visitante eventual. 

Desde un punto de vista geográfico, la mayor característica del relieve de este mu- 
nicipio consiste un conjunto de serranías que se ubican al norte de la ciudad y que tie- 
nen una altura que alcanza entre los 600 y 800 metros de altitud. Sus principales ríos 
son el Parapetí, Quimoré, San Juan y San Miguel. A ellos se suma la Laguna Concep- 
ción, uno de los principales atractivos turísticos de la zona, 
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Su población urbana tradicional y dominante es blanca, tanto como la de ciuda- 
des más cercanas a Santa Cruz de la Sierra. La elite local vive alrededor de la plaza prin- 
cipal, y aunque sus casas son muy sencillas, se precian oriundos de su pueblo y 
defensores de sus tradiciones. 

Sus habitantes originarios son fundamentalmente de origen chiquitano y ayoreo 
y viven en las manzanas más apartadas del centro de la ciudad". En el cantón de San 
José encontramos un total de 24 comunidades chiquitanas que agrupan a 2,560 perso- 
nas aproximadamente, las que habitan, conjuntamente con la población ayorea, una ex- 
tensión algo superior a las 200 mil hectáreas, 

Entre las instituciones más importantes de la ciudad, encontramos la Alcaldía, la 
Subprefectura y el Comité Cívico, Órganos mayoritariamente compuestos por gente del 
pueblo, como ellos dicen y que está al tanto de todo lo que ocurre, 

Desde el punto de vista económico, y de acuerdo con información prefectural, 
en 1996, el presupuesto municipal alcanzaba a los 3.511.178 bolivianos. Casi la mitad de 
estos recursos, provenían de la coparticipación tributaria. En 1999, el monto había dis- 
minuido a 3.049.319 bolivianos. 

Al igual que la mayor parte de las poblaciones urbanas del oriente boliviano, 
con excepción de las más cercanas a la capital del departamento, como Warnes o 
Montero, San José sufre de graves carencias en infraestructura, desarrollo social y 
promoción de sus productos. Sólo tiene una agencia bancaria y una cooperativa y 
una central de ENTEL, Sus calles no son asfaltadas, no hay alcantarillado público y 
el transporte local es privado (taxis) en su gran mayoría, en tanto que el ferrovia- 
rio es periódico —pero de escasas comodidades para una población con pocos re- 
cursos— y el transporte aéreo es prohibitivo por sus precios. A San José llega un 
solo periódico, El Deber. Hay sólo una emisora de radio local y se ve mayori- 
tariamente televisión por cable, la principal diversión del pueblo. En cuanto a la 
energía, la principal cooperativa de servicios es COMAYO, que provee de luz —de 
elevado costo para la población local— y el agua potable en toda el área urbana y 
en otras cinco comunidades rurales. 


En la provincia de Chiquitos, hay cinco comunidades chiquitanas y dos ayoreas (PDI, 1999:10-11). 
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Cuadro 8 
Potencialidades y limitaciones del Municipio de San José: 
aspectos socio-culturales 





Potencialidades 


Limitaciones 








RRE 


a 


Se cuenta con cinco núcleos educativos 
urbanos y rurales. 

Hay disponibilidad de recursos humanos en 
educación. 

Hay Director Municipal de educación. 

Se cuenta con una Normal Móvil de 
Profesionalización Docente. 

Se cuenta con un Instituto Técnico Supe- 
rior. 

Se cuenta con el Programa de Núcleo PEN. 
Existe educación alternativa. 

Desayuno Escolar, Juntas Escolares, nú- 
cleos y Distritos. 

Dotación de material didáctico, escritorio y 
limpieza. 

Dirección distrital de educación. 

Se cuenta con personal de enfermería com- 
pleto. 

Se cuenta con Hospital Urbano y puestos 
sanitarios en el área rural. 

Se cuenta con equipo móvil de salud en el 
Municipio. 

Existe distrito Chiquitania Sur. 

Herencia misional de Chiquitos, sociocul- 
tural del pueblo chiquitano. 

Director de cultura municipal. 

Casa municipal de cultura. 

Escuela de música barroca. 

Hay infraestructura deportiva, capacidad 
humana para las actividades deportivas. 
Existe una naturaleza disponible para el 
desarrollo humano en estudios, deporte, 
recreación e investigación. 





alta de reciclaje para actualizar conoci- 
mientos. 

Falta de educación audiovisual en salud 
para la población, con el apoyo de los re- 
cursos humanos y del Municipio. 

Falta de los suministros de los diferentes 
programas del ministerio de salud. 

Falta de equipamiento al hospital y a los 
puestos sanitarios. 

o hay especialidades médicas en el hos- 
pital, equipamiento, mantenimiento y comu- 
nicación al equipo móvil. 

Falta de infraestructura y equipamiento al 
distrito de salud chiquitania sur. 

Falta de Director Municipal de salud. 
Injerencia política. 

Falta de infraestructura y equipamiento ade- 
cuado, para la aplicación de la reforma 
educativa. 

Falta de actualización de docentes, faltan 
temes. 

No hay promoción y tuición universitaria. 
Falta de infraestructura equipamiento, ftern, 
apoyo logístico, centros de investigación 
para las diferentes áreas y residencia y be- 
Cas para los alumnos. 

Desconocimiento y poca aceptación de la 
reforma educativa por parte de los padres 
de familia. 

No se ha aplicado el PEN. 

Falta de fomento y promoción para el de- 
porte. 

















Fuente: HAM San José, 2000, 2001. 
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Cuadro 9 
Potencialidades y limitaciones del Municipio de San José: 
aspectos económico-productivos 





Potencialidades 


Limitaciones 











Existe una red de caminos vecinales o 
intercomunales que articulan al Municipio. 
De acuerdo al PLUS, existen extensas 
áreas para la actividad productiva: para 
ganadería (19.342 km?), forestal (12.721 
km? ) y para la agricultura (4.881 km?). 
Existen algunos recursos hídricos 
aprovechables para riego, micro-riego y 
piscicultura (Río Santa María-Quimome, La- 
guna Concepción, Quebradas: Sutó, 
Piococa, Losiros y otras. 

Existen materias primas para la actividad 
artesanal (madera, palma, cuero, etc.), así 
como, conocimiento, experiencia y organi- 
zación. 

Existen 2 ASLs y 1 TCO', para el aprove- 
chamiento sostenible del bosque. 

Existen minerales de importancia económi- 
ca, tales como: Oro, Plomo, Cobre y Zinc. 
Existen atractivos turísticos: Parque Histó- 
rico Nacional Santa Cruz la Vieja, El Valle 
de la Luna, El Templo Jesuítico, El Santua- 
rio de Chochis, Expresiones Culturales (mú- 
sica, ritos y danzas), etc. 

El gasoducto atraviesa el territorio munici- 
pal, es potencial energético (gas). 
Existen recursos de coparticipación 
tributaria (2.756.500 Bs,) y propios 
(1.220.000 Bs.) para captar recursos con- 
currentes. 

Los impuestos retornan: del sector ganade- 
ro para vialidad y de la producción forestal 
para UFM. 

Existe presencia física de entidades finan- 
cieras (Banco Santa Cruz y Coop. San Mar- 
tín de Porres). 





Fuente: HAM San José, 2000, 2001. 
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Y 


Parte de la red de caminos vecinales no es 
transitable en tiempo de lluvias. 

Existen algunas restricciones para el uso 
de! suelo (presencia de aluminio). 

Falta fomento y asistencia técnica para im- 
pulsar a los sectores productivos (ganade- 
ros, agricultores madereros, artesanos, 
etc.). 

Faltan estudios a detalle para determinar el 
potencial minero del Municipio 

Falta capacidad empresarial en los secto- 
res productivos. 

Falta capital y mercado para la producción 
artesanal. 

Calidad y cantidad insuficientes de la infra- 
estructura de servicios para el turista 
(hotelería, restaurantes, transporte, etc.). 
Transporte caro y mercados alejados. Las 
condiciones de financiamiento son inviables 
para el pequeño empresario. 











3.2. San Matías 
Índice de pobreza: 86,95% 
Densidad de población: 0,45 hab/km” 


Desde la independencia de Bolivia, la ciudad de San Matías se encuentra incluida 
en la gran provincia de Chiquitos creada en 1826, que comprendía entonces todos los 
territorios de las misiones jesuíticas desde el Río Grande hasta el Río Paraguay. Sin em- 
bargo, recién adquirió su carácter de provincia autónoma en 1948, con la creación de la 
provincia Angel Sandoval, con capital en San Matías. Hasta la fecha, sólo existe una sola 
sección en dicha provincia, y lleva el mismo nombre de San Matías. 

De hecho, San Matías es la ciudad más importante del norte del departamen- 
to y el punto fronterizo más destacado con uno de los estados más grandes del 
Brasil: Matto Grosso. 

Según el censo de 1992, la ciudad de San Matías contaba con una población de 
3.849 habitantes. Esta cifra ha experimentado un aumento considerable en el último de- 
cenio, puesto que según las cifras preliminares del censo de 2001, la ciudad alcanza a 
los 5.513 habitantes, repartidos en casi la misma proporción entre hombres y mujeres. 
Paralelamente, su tasa de analfabetismo alcanza la más alta de entre las tres provincias 
de este estudio, con alrededor de 13,74% en 1992, 

La ciudad está compuesta por personas procedentes de lugares distintos: muchas 
están de paso, y buena parte de ellas emigran prontamente ante la escasa posibilidad 
de trabajo existente. Parecida a San José en su composición demográfica, la población 
de este municipio es también mayoritariamente inferior a los 20 años. 

Su población originaria es fundamentalmente de origen chiquitano, aunque cabe 
resaltar que no circulan muy abiertamente en la ciudad. Deambular por San Matías ofrece 
un singular paisaje humano; la amabilidad de su gente, mucho más morena que en San 
José, recuerda más a la frontera de Brasil, por el lenguaje de las calles y el dejo en el 
tono del habla de sus habitantes, quienes estudian en el vecino país, comercian con Brasil 
y dicen identificarse más con sus costumbres liberales que con las bolivianas. Aún así, 
en los mercados de abastecimiento, se observa alguna gente del occidente boliviano, a 
quienes se reconoce por sus polleras y trenzas vendiendo refrescos en la plaza princi- 
pal en las horas calurosas del día. 

Desde el punto de vista rural, en los cantones de San Matías se encuentran cerca 
de 16 comunidades indígenas que agrupan a unas 2,450 personas. La organización de 
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los indígenas en la Central Indígena Reivindicativa de la Provincia Angel Sandoval 
(CIRPAS) los mantiene relativamente aislados de los lugareños, y en ese sentido cabe 
reconocer cierta diferenciación social entre los habitantes de esta provincia. 

A diferencia del caso josesano, la parte urbana de San Matías es notoriamente más 
extendida. En el campo, su paisaje tropical, sus lagunas y pantanos proporcionan una 
humedad que acompaña una flora y fauna exquisita en especies nativas. Topográficamente 
San Matías pertenece a la llanura amazónica, presentando algunas cadenas montañosas, 
planicies y valles bajos. 

La enorme biodiversidad permite que el potencial de esta provincia sea tanto agrí- 
cola, ganadero como minero, forestal y turístico. Su principal desventaja es el aislamiento 





en el que se encuentra : en tiempo seco, existen conexiones aéreas dos veces por se- 
mana mientras que generalmente, por vía terrestre, el viaje demora 18 horas para co- 
nectarse con la capital departamental a través de una carretera mayormente ripiada. 

En cuanto a su presupuesto, San Matías contaba para 1996 con un presupuesto mu- 
nicipal que alcanzaba a 1.520.248 bolivianos, o sea menos de la mitad que San José. Más 
del 80% de los recursos provenían de la co-participación tributaria (1.356.754 bolivianos). 
En 1999, el monto se había casi duplicado a 2.876.299 bolivianos. 

El municipio de San Matías cuenta con un hospital? y 6 postas sanitarias. Alrede- 
dor de 600 familias (73% de la población) cuentan con servicio de agua potable, admi- 
nistrado por la Cooperativa COSPASAL durante 24 horas al día. En el área rural, los 
habitantes recurren a norias y a las abundantes lagunas para su abastecimiento, Sin em- 
bargo, San Matías no cuenta con servicio de alcantarillado y a las horas de calor, presen- 
ta un curioso aroma. 

Es interesante constatar que la energía eléctrica utilizada en la ciudad es genera- 
da y adquirida desde Brasil. El control, ampliación y administración y cobro de tarifas se 
encuentran bajo la administración de la Cooperativa de Servicios Públicos de San Matías. 
Debido al elevado costo y la ausencia de infraestructura, sólo el 34% de la población 
cuenta goza de este servicio y a unos costos similares al de la fronteriza ciudad de 
Cáceres. De hecho, la ciudad cuenta literalmente con un medidor en la frontera y en 
algunas ocasiones, el servicio eléctrico es suspendido por falta de pago, y otras por pro- 
blemas entre sus moradores y la ciudad de Cáceres. 


Se encuentra en refacción gracias a los fondos del Plan de Desarrollo Comunitario suscrito con Gas 
Oriente Boliviano. 
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En San Matías, existe una zona franca —que en reiteradas ocasiones estuvo a punto 
de cerrarse y una dependencia del ejército nacional. Por último y al igual que en San 
José, sólo existe una sucursal bancaria y una oficina de ENTEL. La prensa escrita boliviana 
sólo llega por vía aérea esporádicamente, en tanto que sólo se ve un canal de televisión 
boliviano. Por ello, sus habitantes, ven diariamente televisión brasilera y en las calles se 
oye a los niños hablar una jerga en “portuñol”, extraña en el resto del país. San Matías, 
ofrece por ello, un singular aspecto: sólo la “gente de ahí” habla a la usanza cruceña; el 
resto es una mezcla de entonación portuguesa y de cuando en cuando quechua, 

Cabe destacar que, pese a pertenecer a la Mancomunidad de Municipios de la Gran 
Chiquitanía, hasta la fecha (2001), el municipio de San Matías carece de un Plan de De- 
sarrollo Municipal. Este se encuentra en elaboración por una consultora local. 


3.3. Puerto Suárez 
Índice de pobreza: 55,43% 
Densidad de la provincia: 1,26 hab./km? 


En la Bahía de Cáceres, a los 10 días del mes de noviembre del año 1875, el ciu- 
dadano Miguel Suárez Arana, propietario de la Empresa Nacional de Bolivia, fundó Puerto 
Suárez en la margen occidental del río Paraná, Asimismo, sobre la Bahía Cáceres se cons- 
truyó muelles de aproximadamente 70 metros de largo por ocho de ancho, donde atra- 
caban las embarcaciones que venían de la cuenca del Plata y Europa. Este es el origen 
tanto comercial como demográfico de una ciudad de frontera, llena de comerciantes 
de origen quechua y que hoy por hoy espera con ansias la instalación de una central 
termoeléctrica, fruto de las negociaciones del gas y de la carretera que le permita una 
mejor unión con la capital del departamento y, por qué no decirlo, con el país. 

Puerto Suárez se constituyó en la primera sección de la provincia Germán Busch, 
ubicada en los 17958'00” y 20911'47” de Latitud Sur y 57%58'00” y 58%09'40” de Longitud 
Oeste, su altitud alcanza los 350 metros sobre el nivel del mar. 

Dinámica y dedicada a la actividad aduanera, comercial e industrial por su cerca- 
nía con Puerto Aguirre y Corumbá (distante a 25 kilómetros en Brasil), la ciudad de Puer- 
to Suárez cuenta con una población que, según el censo de 1992, alcanza a los 9,863 
habitantes, de estos 5.119 son hombres y 4.744 son mujeres, Diez años más tarde la 
población ha aumentado, alcanzando a los 11.564 habitantes, repartidos en 6.047 
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hombres y 5.517 mujeres. La mayor parte de la población que se encuentra en el radio 
urbano y gran parte de ella es joven, y esta mayoritariamente conformada por inmigrantes 
de origen andino y brasilero. 

En cuanto a sus características topográficas, Puerto Suárez se ubica también den- 
tro del marco de las llanuras amazónicas, por lo que su clima tropical presenta tempe- 
raturas que van de los 12% en invierno, a los 40% en verano. Por el medio de la ciudad 
pasa el río Paraguay, que sirve de límite con el Brasil y que representa el corredor flu- 
vial hacia Argentina. Con el resto del departamento, Puerto Suárez se comunica a través 
de una carretera que está en vías de convertirse en el límite del corredor de exporta- 
ción oriental de Bolivia, así como por tren y avión. 

Sus principales actividades económicas productivas son la agricultura, ganadería 
y la extracción maderera. Posee atractivos para el turismo como la Laguna Cáceres y va- 
rios balnearios. Pero su principal interés radica en el Pantanal que es el centro de inte- 
rés turístico y que cuenta con el único hotel cinco estrellas fuera de la capital del 
departamento, que es el resultado de un consorcio mixto boliviano-brasilero. 

El 83% de la población urbana cuenta con el servicio de agua potable, a través de 
instalaciones domiciliarias por cañerías. En el área rural, sin embargo, la gran parte de 
sus habitantes se abastece de agua a través de vertientes, ríos, norias y pozos. En lo que 
se refiere a la energía eléctrica, ésta proviene de una planta generadora de la ciudad 
brasileña de Corumbá. 

En Puerto Suárez funcionan 36 establecimientos educativos que brindan atención 
desde el ciclo preescolar hasta el secundario, en los diferentes turnos. Asimismo, exis- 
ten dos centros de salud: el hospital San Juan de Dios y el micro-hospital de El Carmen. 
Desde el punto de vista comercial, existe una embolsadora de cemento, y una pujante 
actividad de comercio, decaída en los últimos años por falta de empleo. 

Sin embargo, este no es el principal problema de la ciudad. Tanto San Matías como 
Puerto Suárez ofrecen un paisaje extraño: la cristalización de la droga y la contención 
del contrabando han causado la disminución del circulante", así como un aumento de 
la delincuencia y de la drogadicción que sus propios habitantes consideran alarmante. 


10 Recientemente, se han cerrado varias sucursales bancarias del Banco Santa Cruz en estas ciudades. En 
la actualidad, sólo existe una sucursal del Banco Unión en San Matías y otra del Banco de Crédito en 
Puerto Suárez. 
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Cuadro 10 
Potencialidades y limitaciones del Municipio de Puerto Suárez: 
aspectos socio-culturales 





























Potencialidades Limitaciones 
Y Existe el proyecto de construcción de un Y Costos elevados (Consultorios y clínicas). 
pabellón Materno infantil y un pre-acuerdo Y Faltan especializaciones e Ítems. 
con representantes del gobierno español Y No existen laboratorios completos en salud 
para equipamiento del hospital. Y No hay plantaciones alternativas para plan- 
Y Existen compromiso del Ministerio de salud as medicinales. 
para dotación de laboratorio para (ETS). Y” Hay desabastecimiento de medicamentos. 
Y Existen consultorios y clínicas privadas. Y No hay equipo móvil (ambulancia y moto). 
Y Hay medicina natural (plantas medicinales) Y No existen farmacias populares. 
eficiente para la salud. Y La infraestructura de salud es deficiente 
Y Existen casas de seguro (CNS, Caja Ban- Y” No hay seguridad en los establecimientos 
caria, Caja Petrotera y COSMIL). educativos. 
Y Existen equipamiento para hospital en el Y” Equipamiento y material didáctico muy in- 
Carmen Rivero Torres. suficiente 
Y Infraestructura en educación aceptable. y Faltan infraestructuras educativas y hay que 
Y Esta en ejecución PDEM. mejorar la existente. 
Y Existe el instituto ICAP (UAGRM). Y Faltan asesoramiento e items a los docen- 
Y Capacitación docente. es. 
Y Existe el proyecto de capacitación docen- Y Falta tratamiento del agua y dotar de agua 
e convenio con el Brasil (Corumbá). a las comunidades. 
Y Se cuenta con cinco áreas pedagógicas. Y Laluz es cara y viene de Corumbá. No hay 
Y Agua potable en un 50 por ciento de la co- uz en las comunidades. 
munidad. Y” El alumbrado público es deficiente. 

Y Se cuenta con luz eléctrica. Y Falta dotar de bibliografía e infraestructura 
Y Existe telefonía (COTAS, ENTEL y (casa de la cultura y Biblioteca M.) y cons- 
TELECEL). ruir más en los barios y comunidades. 

Y Setiene la casa de la Cultura, Biblioteca. Y Falta incentivo y formación de ballet 

Y Existen grupos culturales. folclóricos. 

Y Existen los recursos humanos capaces Y Hay que crear escuelas básicas para el 
para las actividades culturales. deporte y construcción de cancha 

Y” Hay coliseo municipal, estadio municipal y polifuncional en los barrios y comunidades. 
cancha polifuncional. Y Servicio de Internet limitado. 

Y Hay el servicio de Internet (Cotas). Y” Poca cobertura local. 

Y” Hay 2 canales de TV y 4 Radio Emisoras. Y Falta cabinas telefónicas para los barrios y 

Y Existen radios comunicadores. comunidades. 

Y Existe correo y courrier. 

Y Existen cabinas telefónicas públicas. 








Fuente: HAM Puerto Suárez, 2001. 


102 





Cuadro 11 
Potencialidades y limitaciones del Municipio de Puerto Suárez: 
aspectos económico-productivos 





Potencialidades 


Limitaciones 








Y Existen muchos atractivos turísticos: El Falta de capacitación para atender al turista 
Pantanal, Rincón del Tigre, Bahía de (pueblo en general, servidores, policía, etc.) 
Cáceres, Cueva de Motacusito, etc. Falta mejorar la infraestructura hotelera y el 

Y Cuenta con un gran hotel: El Pantanal saneamiento básico de la ciudad Puerto 

Y Existe gran potencial agroforestal: 1.468 Suárez. 
km? para la agropecuaria intensiva, 5.248 Caminos vecinales temporalmente 
km? para la ganadería controlada ransitables. 

(silvopastoril), 8.275 km” para bosques con nsuficiente infraestructura sanitaria y falta 
manejo sostenible y 9.272 km” para reser- mejorar la oferta y calidad del servicio al 
vas fiscales. urismo. 

Y” Existe una gran reserva de hierro: El Mutún La legislación tributaria no favorece al Mu- 
(50 Km”). nicipio, es mucha el castigo (impuestos) a 

Y Existen piedras semipreciosas: La Gaiba a actividad productiva. 

Y Existen importantes yacimientos de cal (Fa- Caminos dificultan el acceso al Mutún. 
brica de Cemento Yacuses). Parte de la actividad minera y forestal no 

Y Ubicación estratégica del Municipio para el tributa a la provincia Germán Busch. 
comercio y el transporte fluvial y terrestre La energía eléctrica es mala, cara y 
(Frontera, puerta hacia el Océano Atlántico discontinua (viene de Corumbá, Brasil). 
por el Río Paraguay). El municipio de Puerto Suárez no cuenta 

Y Puerto Busch, puerto soberano y navega- con una carretera asfaltada para vincular- 
ble todo el año. se con la capital departamental y el interior 

Y La Bahía de Cáceres tiene potencial del país. 
piscícola y para el deporte acuático. El dragado de los puertos esta secando a 

Y Cuenta con vía férrea (FCOSA). la Bahía de Cáceres, es necesario el 

Y” Cuenta con un Aeropuerto Internacional. dragado de los afluentes (Tuyuyú y Sicurí). 

Y Existe un buen número de instituciones pu- La oferta de capital es restrictiva e insufi- 
blicas y privadas. ciente. 

Y Tiene áreas protegidas (Bañados de Falta capacitación y asistencia técnica al 


Otuquís, Pantanal Boliviano y otros). 





sector agropecuario y forestal y turístico. 











Fuente: HAM Puerto Suárez, 2001. 


Algunas consideraciones con relación a los municipios estudiados: es importante 
destacar que, salvo el caso de Puerto Suárez, tanto San Matías como San José son ciuda- 
des económicamente estancadas. Así lo muestran los planes de desarrollo municipal, a 
través de sus fortalezas y debilidades. La máxima aspiración de los lugareños es tener 
una estancia con la mayor cantidad de cabezas de ganado posible, Para la población “blan- 
ca” tanto como la población de origen indígena, en ambos extremos de la escala social, 
la situación económica es también radicalmente opuesta. Por ello, ni PRODESA, ni 
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TURUBÓ" han logrado en el tiempo consolidarse para la realización de proyectos pro- 
ductivos (Balza, 2001:190-194). 

Así, cualquier iniciativa externa de cooperación en materia económica resul- 
ta ser de gran valor para estos municipios que carecen de proyectos de inversión y 
en muchos casos de la mecánica y conocimientos mínimos para la formulación de 
proyectos. 


4. Clasificación de los impactos 

Hablar de los impactos de los gasoductos es un tema de interés nacional. A estas altu- 
ras de la actividad de exploración, sabemos que es Tarija la que en algunos pocos años 
relevará la posta que hoy domina Santa Cruz. ¿Por qué, entonces, dejar en suspenso lo 
que significa el impacto de estos proyectos y de qué tipos de impacto debemos regoci- 
jarnos y de cuáles alarmarnos? 

Ciertamente, al hablar de estudios de impacto, se piensa primero en el 
medioambiente, entendido éste habitualmente como paisaje —y no siempre como 
ecosistema. Pero los estudios de impacto deben decirnos mucho más de lo que pue- 
de pasar en una región cuando todas las señales de esperanza de cambio de futuro 
económico se cifran en regalías y mayor dinamismo en el “mediano plazo”, esto es, 
entre cinco y 10 años. 

La cara visible del impacto radica en el paisaje, en la modificación del hábitat y 
de los ecosistemas, a lo ancho de los 30 metros de ancho por 556 kilómetros de lar- 
go del gasoducto Bolivia-Brasil y 360 kilómetros de largo en el Proyecto Integrado 
San Miguel-Cuiaba”. Hasta aquí, no hay discusión. El punto está también en recono- 
cer que estos espacios coexisten con caminos y brechas necesarias para el transporte 
de hombres y materiales, que provocan efectos colaterales al medio ambiente. Los 
primeros son impactos directos, los segundos indirectos; los primeros previsibles, los 
segundos, imprevisibles. 


!* PRODESA, Programa de Desarrollo Micro-Regional de San José, desaparecido con la eliminación de 
CORDECRUZ, Por su parte, TURUBÓ es una organización indígena de San José que articula a la mayo- 
ría de los representantes de las comunidades indígenas, que se encarga de ser contraparte para el 
financiamiento de proyectos productivos (Balza, 2001: 255). 

Se trata de casi 1,700 hectáreas en el gasoducto principal y de 1.100 hectáreas en el gasoducto lateral, 
aproximadamente. 
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¿Cómo definimos el impacto social? Básicamente, como aquel que altera la vida 
cotidiana de los pobladores cercanos a la construcción de los gasoductos. Y decimos 
alterar, porque a priori el investigador no puede hablar de cambios, sino de interrup- 
ciones en el devenir cotidiano de ciudades y comunidades. ¿Cuáles son entonces los 
impactos visibles a nivel social? Aquellos que se vinculan con las relaciones económicas 
que se establecen de manera coyuntural. A saber: oferta laboral y empleo, pero tam- 
bién lo son las modificaciones en el comercio, el consumo y los hábitos de la pobla- 
ción, en suma en la calidad de vida de la misma. Si se trata de modificaciones 
permanentes a partir de un hito, hablaremos de impacto social sostenido, y si sólo ha- 
blamos de alteraciones momentáneas, estaremos pensando en alteraciones, en efectos 
de corta, mediana y larga duración, pero no en impacto. 

Otro concepto a esclarecer es el de mitigación del impacto. Reiterado en varios 
de los documentos e informes de Dames £ Moore, y en los mismos proyectos impulsa- 
dos por las empresas petroleras, y estando al tanto que estas obras provocarían un im- 
pacto ambiental —sobretodo— permanente, las directrices de las instancias de 
financiamiento de los gasoductos impulsaron una política de mitigación —esto es de ami- 
noramiento— del impacto en dos planos: el ambiental y en lo referido a los espacios 
comunitarios indígenas. Á continuación se exponen las directrices de estos organismos 
de financiamiento en los proyectos bolivianos: 


Cuadro 12 
Recomendaciones del Banco Mundial 
y del Banco Interamericano de Desarrollo 
para las obras que financian 





Todos los proyectos que tengan un gran impacto social y ambiental deben: 

+ Establecer mecanismos eficaces para la participación de la sociedad civil en todo el ciclo del 
proyecto. 

+  Desembolsar los préstamos en tramos supeditados a la consecución de metas mensurables a 
fin de mitigar el impacto directo e indirecto antes de la ejecución del proyecto. 

*  Abordar el impacto indirecto por medio de estrategias de asistencia a los países y otros 
instrumentos de crédito de los bancos. 

+ Establecer un mecanismo independiente de seguimiento y vigilancia del cumplimiento de las 
normas. 














(Continúa en la siguiente página) 
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Cuadro 12 (Continuación) 
Recomendaciones del Banco Mundial 
y del Banco Interamericano de Desarrollo 
para las obras que financian 





Normas y procedimientos nuevos 





Información 





Traducir los documentos de los proyectos a los idiomas locales y facilitar una lista de todos los 
documentos relacionados con los proyectos a quienes la soliciten. 

Exigir que las representaciones de los bancos en los países difundan información por anticipado 
durante el ciclo del proyecto. 

Poner a disposición del público los informes de la supervisión de proyectos (o resúmenes). 





Consultas públicas 





Asegurarse de que los patrocinadores de proyectos y los prestatarios preparen y presupuesten 
planes de consultas con el aporte de los grupos interesados como parte de la formulación inicial 
de los proyectos. 

No acelerar la tramitación de proyectos en los bancos hasta que se hayan redactado planes de 
consulta. 

Presionar a los patrocinadores de proyectos para que incluyan las propuestas de la sociedad 
civil en la formulación de los proyectos. 

Exigir que se reúnan representantes de los bancos con las partes interesadas durante las misiones 
de identificación, preparación y evaluación de proyectos. 

Incluir una descripción del proceso de consulta y los puntos principales de acuerdo y desacuerdo 
entre la sociedad civil, el prestatario y los bancos en el documento de evaluación del proyecto. 





El medio ambiente y los indígenas 





Abstenerse de financiar proyectos en zonas donde las tierras indígenas no estén claramente 
demarcadas y su titularidad legalmente establecida, salvo que eso se resuelva antes del préstamo 
o constituya una condición para el mismo. 

No acelerar la tramitación de proyectos en los bancos hasta que los bancos y el público hayan 
examinado y evaluado los proyectos de estudios exhaustivamente. 





Seguimiento del proyecto y cumplimiento de las normas 








Establecer mecanismos claros para que las organizaciones de la sociedad civil y las localidades 
desempeñen un papel en el seguimiento de los proyectos. 

Establecer estructuras de incentivos para que el personal preste más atención al seguimiento y 
los resultados de los proyectos. 





Mejor aplicación de las normas 





Información 





Identificar los principales grupos interesados al comienzo del ciclo del proyecto. 








Difundir información con anticipación a los grupos locales interesados. 








Asegurarse de que las comunidades locales situadas en la zona afectada por el proyecto tengan 
acceso a toda la información sobre el proyecto. 








(Continúa en la siguiente página) 
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Cuadro 12 (Continuación) 
Recomendaciones del Banco Mundial 
y del Banco Interamericano de Desarrollo 
para las obras que financian 





Consultas públicas 

*  Cerciorarse de que los términos de referencia para todos los estudios propuestos del proyecto 
sean examinados a fondo por las partes interesadas locales. 

+ Asegurarse de que las partes interesadas locales tengan bastante tiempo para examinar los 
documentos antes de las consultas, 

* Convocar consultas antes de la conclusión tanto del anteproyecto de los estudios como de los 
estudios finales a fin de obtener un aporte válido a los estudios sobre el proyecto. 

El medio ambiente y los pueblos indígenas 

+ Asegurarse de que las evaluaciones estratégicas o las ElA regionales influyan en la formulación 
del proyecto, incorporando sus conclusiones en los planes de desarrollo social y manejo 
ambiental, así como en los convenios de préstamos. 

* Poner en práctica las recomendaciones de las partes interesadas locales con respecto a la 
mitigación del impacto del proyecto y los planes de compensación. 

+ Exigir el establecimiento de cuentas de depósito en garantía u otro mecanismo financiero para 
los planes ambientales y de desarrollo sobre pueblos indígenas antes de la aprobación de los 
préstamos, como se hizo con el gasoducto. 

Seguimiento del proyecto y cumplimiento de las normas 

* Aumentar la calidad y la frecuencia de la supervisión ambiental y social de los bancos en lo que 
respecta al cumplimiento de los convenios de préstamo, las normas de los bancos, la mitigación 
del impacto y los planes de compensación. 






































Fuente: Hamerschlag, Bank Information Center March, 1999. 


Sin embargo, en la legislación boliviana el vacío legal en torno a la figura de las 
compensaciones va en detrimento de lo que la misma ley califica como desarrollo sos- 
tenible, Así lo es en teoría, porque no fue lo que pasó en el oriente boliviano, En efec- 
to, las empresas, presionadas por la falta de regulación acerca de las compensaciones, 
tuvieron que negociar ellas mismas, conjuntamente con las comunidades y los gobier 
nos municipales, sus planes de compensación, La base de estas negociaciones la pro- 
porciona la Ley de Hidrocarburos y las normas específicas referidas a la construcción 
de ductos, pero las compensaciones operaron de manera discrecional entre empresas, 
comunidades indígenas y también hacia las ciudades intermedias. 

Dos preguntas surgen de inmediato: ¿Por qué lo hicieron? ¿Cómo lo hicieron en 
ambos proyectos? 
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El fenómeno es inédito en el país: empresas extranjeras, negociando planes que 
buscan compensar socialmente algo que la ley sólo obliga desde una perspectiva am- 
biental. Para ello se diseñaron planes de mitigación. ¿Cuál es el propósito de estos pla- 
nes? Las compensaciones surgen nuevamente por presión de los organismos acreedores 
de los proyectos, no así como requerimiento del Estado. 

Los planes de mitigación del impacto ambiental y aquellos recursos provenientes 
de las empresas que tienen por objeto alcanzar algunos montos de dinero para munici- 
pios y comunidades indígenas son de iniciativa privada, no de disposiciones estableci- 
das que obliguen a ello. 


5. ¿Qué son los planes de compensación? 

Las directrices acerca de los tipos de impactos son las que permiten entender por qué 
los planes de compensación poseen un nivel y los de relaciones comunitarias, otro. Di- 
cho de otro modo: en la planificación de las obras, a nivel de impacto, se privilegiaron 
estos aspectos y se soslayaron los relacionados con los municipios. Hoy podemos plan- 
tearnos si es que a futuro Bolivia seguirá aceptando esa estrategia de calificación del 
impacto y de mitigación de los mismos. La tendencia a negociar por separado y sin in- 
tervención del Estado como ente regulador, apunta a que así sea. 

Por último, ¿hasta qué punto se pueden identificar impactos? y ¿en qué momen- 
to, en vez de impactos, debiera hablarse de costos? La respuesta nos la da el nivel de 
conciencia que se tiene sobre la obra. Este elemento es subjetivo y en Bolivia, pocos 
son los conscientes de la necesidad de integrar los diagnósticos sociales locales con pro- 
gramas dirigidos a cooperar con el desarrollo local a partir de recursos extraordinarios 
como lo constituyen las compensaciones. 

El lenguaje, pocas veces matizado por los economistas en el momento de califi- 
car el impacto social, aparece desnudo ante el investigador que sólo busca reconocer lo 
que pasó y ver si esto contribuirá a mejorar la calidad de vida de la población. 

Es un hecho, discutido por muchos sectores de la sociedad boliviana, que la acti- 
vidad petrolera debiera estar en manos del Estado. La actual Ley de Capitalización, ha 
contemplado que así sea en términos de la propiedad del sector, no así en cuanto a su 
gestión. Entonces, ¿es incidental que la actividad hidrocarburífera provoque impactos 
no deseados? De acuerdo a lo que establece la Carta Magna en su artículo 133, no. De 
hecho, se espera que el Estado fomente las actividades en los siguientes términos: 
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El régimen económico propenderá al fortalecimiento de la independencia nacional y al desarrollo 
del país mediante la defensa y el aprovechamiento de los recursos naturales y humanos en resguar- 
do de la seguridad del Estado y en procura del bienestar del pueblo boliviano. (CPE, art. 133). 


En virtud de lo anterior, es competencia del Estado impulsar los procesos de 
crecimiento económico, pero también verificar los impactos, contrarrestarlos si estos 
son negativos y corregir los procesos, si se advierten peligros en la ejecución de polí- 
ticas que pongan en riesgo el aprovechamiento y sostenibilidad de los recursos natu- 
rales o humanos. 

Tal como hemos explicado en el capítulo anterior, la construcción del gasoducto prin- 
cipal se inició en agosto de 1997. Desde ese momento y hasta la apertura de las válvulas 
en julio de 1999, el proyecto demostró tener una dinámica inédita en la historia del depar- 
tamento. En efecto, ya había varios ductos en Santa Cruz, pero ninguno, tenía ni las di- 
mensiones, mi la movilización de hombres y equipos que este representaba. 

El diseño de los contratos de trabajo de las obras reportaba ciertos requisitos en 
el momento de la construcción de los gasoductos. Por ello, y por primera vez en el país, 
se asumía una política de compensar por los daños que experimentasen las comunida- 
des ubicadas a lo largo del gasoducto, a fin de cumplir con los requerimientos de la nueva 
Ley de Medio Ambiente de Bolivia y respaldar la solicitud de los Promotores del Pro- 
yecto a las instituciones financieras internacionales para conseguir los fondos que per- 
mitan construir el ducto. El marco de estas compensaciones fue realizado a partir de un 
estudio de impacto ambiental de la empresa consultora Dames $ Moore, que utilizó 
una metodología ad hoc en una combinación de recolección de datos cualitativos y cuan- 
titativos para lograr comprender las condiciones socioeconómicas y el uso de los recur- 
sos ecológicos del área de estudio a fin de evaluar cuáles serían las áreas influenciadas 
directa e indirectamente en el proyecto (Dames $ Moore, 1997: RE-1-10). 

Por ello, las compensaciones fueron ajustadas de acuerdo a las normas del Banco 
Mundial en dos tipos de planes: primero con relación a los pueblos indígenas y el 
medioambiente, en forma prioritaria; y luego, con los municipios ubicados a lo largo 
del trayecto de los ductos. 


5.1. Plan de Desarrollo de Pueblos Indígenas (PDPI) 
Este primer plan de compensación pertenece al gasoducto Bolivia-Brasil y fue desarro- 
llado de acuerdo a los lineamientos contemplados en la Directiva Operacional 4.20 del 
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Banco Mundial (DO 4.20) que describe las políticas y procedimientos del Banco para 
proyectos que afecten pueblos indígenas. 
Los lineamientos presentados por la DO 4.20 tienen dos objetivos principales: 


* Asegurar que los pueblos indígenas se beneficien de los proyectos de desarrollo 
(sostenible) apoyados por el Banco. 

e Evitar O mitigar los efectos negativos potenciales que proyectos apoyados por el 
Banco puedan tener sobre pueblos indígenas”, 


El propósito del plan era contribuir en el mejoramiento de las condiciones de 
vida entre los pueblos indígenas y su auto-desarrollo con enfoque de sostenibilidad, 
equidad y género. 

En este caso, el área de influencia fue demarcada dentro de una línea imaginaria 
localizada a 10 kilómetros al norte y paralelo a la línea férrea Pailón-Puerto Suárez, y 
otra linea a 10 kilómetros al sur y paralela del derecho de vía del gasoducto. Para el PDPL, 
ésta área fue expandida para incluir a las 23 comunidades izoceñas/guaraní en las ribe- 
ras del río Parapeti. Por lo tanto el área de influencia incluye zonas habitadas por tres 
pueblos indígenas: izoceños, chiquitanos y ayoreos, en tres provincias del departamen- 
to: Cordillera, Chiquitos y Germán Busch. 

Los principios en los que se basó el desarrollo de la propuesta del PDPI fueron: 


+ Considerar a los tres grupos indígenas de una manera equitativa. 

+ Buscar una correspondencia entre impactos anticipados del Proyecto y los pro- 
gramas propuestos por el PDPL 

* Incorporar a las comunidades indígenas, por medio de sus dirigentes y represen- 
tantes. 

* Apoyar y promover oportunidades a las iniciativas de auto-desarrollo de los pue- 
blos indígenas. 

* Promover oportunidades para fortalecer las capacidades técnicas e institucionales 
de los indígenas para asegurarse que los beneficios del plan fueran de largo plazo. 


Cabe señalar que el PDPI se basa en un estudio boliviano realizado para la misma área en 1990 por el 
Centro de Investigaciones y Estudio de la Capacidad Mayor de Uso de la Tierra (CUMAT). 
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Incorporar un elemento de participación informada de los pueblos indigenas en 
cada programa del PDPL. 

Diseñar una organización sencilla para la gestión y ejecución del PDPI, la cual 
maximizara la inversión de recursos para logras metas específicas. 

Establecer objetivos específicos y realistas para cada programa, de manera que el 
PDPI pudiera evaluar el éxito de los programas al término de los mismos. 

Fijar un tiempo de dos años, asociado al cronograma de construcción del gasoduc- 
to, para la ejecución de los programas. 

Apoyar propuestas que promovieran el mejoramiento de técnicas tradiciona- 
les de recursos sin desdeñar la aplicación de metodologías modernas, para 
garantizar que las propuestas fueran viables desde el punto de vista cultural 
y técnico, 


Para la elaboración del PDPI, se realizaron consultas públicas con agencias guber- 


namentales, organizaciones no gubernamentales y organizaciones indígenas. Además, 
se realizaron reuniones con los pueblos afectados por el gasoducto, puesto que a priori 
se estimaba que este era posible que el proyecto causase “impactos adversos sobre el 
medio ambiente natural o las circunstancias sociales del área del proyecto” (Dames €: 
Moore, 1997: 1-5). 


Durante la preparación del PDPI, y en consulta con los pueblos indígenas, se iden- 


tificaron cuatro aspiraciones fundamentales: 


La comunicación y consulta con las comunidades acerca del proyecto y sus activi- 
dades. 

La consolidación de sus territorios. 

El manejo sostenible de sus recursos naturales. 

La consolidación del Parque Nacional KAA-IYA Gran Chaco. 


Por eso, el PDPI terminó realizando cuatro programas: 


Interacción con la comunidad, en el cual establece mecanismos de interacción 
del proyecto con las comunidades indígenas en el área de influencia 
del mismo. El programa mantiene la comunicación entre el proyecto y las 
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comunidades, procurando resolver conflictos que aparezcan como conse- 
cuencia del programa!” 

Asistencia al manejo sostenible de recursos naturales. Para ello, establece un me- 
canismo para identificar aspectos específicos de manejo de los recursos naturales 
que puedan ser abordados por el programa. 

Asistencia al proceso de demarcación y titulación de territorios indígenas (Tierras 
Comunitarias de Origen) dentro del área de influencia del proyecto. Este progra- 
ma establece un marco de asistencia técnica y financiera para la titulación de te- 
rritorios indígenas. 

Asistencia al manejo del parque nacional Kaa-lya Gran Chaco. Este programa inclu- 
ye el establecimiento de un programa de asistencia financiera, en forma de un fon- 
do de fideicomiso cuyos intereses serán utilizados para apoyar al manejo de las áreas 
del Parque a ser afectadas por la construcción y operación del gasoducto. 


De este modo, el sistema de gestión del PDPI articula capacidades financieras, con 


las operativas y las técnicas. Por su parte, las instancias de gestión del programa fueron: 


La gerencia: Ente asesor y fiscalizador del PDPI. Tuvo como función movilizar los 
recursos necesarios, así como evaluar las acciones del PDPI para determinar si el 
impacto logrado coincidía con los objetivos planteados. 


El capítulo 3 del Libro de consulta de evaluaciones ambientales del Banco Mundial, indica que para 
identificar los cambios sociales, evaluar los costos sociales del funcionamiento del proyecto a largo plazo, 
y formular estrategias para lograr los objetivos regionales deseados, se deben incluir los siguientes tó- 
picos sociales: 


E 


2 


Variación en comunidades en términos de grupos étnicos/tribales, grupos ocupacionales, estrati- 
ficación socioeconómica, edad y género. 

Control sobre recursos locales. 

Variación en los sistemas de producción. 

Consulta y participación de agencias gubernamentales, ONG's activas en el área de estudio y co- 
munidades afectadas y procedimientos de revisión ambiental. 

Comunidades indígenas. 

Propiedad cultural, incluyendo sitios, estructuras y restos de valor arqueológico, histórico, religio- 
so, cultura) o estético. 

Reasentamiento involuntario. 

Crecimiento secundario inducido y desarrollo en el área de estudio (Dames $: Moore, 1996:2-28 y 29). 
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El Comité Directivo. Órgano ad-bonorem, formado por un representante de los 
promotores, uno de CABI (Capitanía del Alto y Bajo Izozog) y uno del CIDOB (Con- 
federación Indígena del Oriente Boliviano). Instancia de dirección estratégica y 
de evaluación del programa. 

Las Unidades Operativas. Conformadas por un coordinador, uno o dos promoto- 
res indígenas y un apoyo contable-administrativo. Cumplieron la función de ela- 
borar los planes operativos semestrales, asistir a las comunidades y a Sus 
organizaciones en la suscripción de los convenios y/o contratos de capacitación, 
formación, asistencia técnica, gestión Organizativa y Otros. 

Las Comunidades Indígenas. Comité constituido por representantes de los pueblos 
izozeño, chiquitano y ayoreo, instituciones locales y nacionales, y Organizaciones in- 
ternacionales. Discutieron sus necesidades y propuestas de solución; éstas fueron 
la base para la elaboración de planes operativos en cada sub-área del Proyecto. 
Seguimiento y evaluación. Sistema evaluador de los cuatro programas propues- 
tos. Fueron realizados por el Comité Directivo establecido por la CIDOB, la CABI 
y los promotores del proyecto (Dames £ Moore, 1997: 1-1 a 1-11). 


En estos términos, y con una exhaustiva forma de organización interna, los pue- 


blos y la empresa constructora del gasoducto llegaron a una cifra para mitigar los im- 
pactos: 2.716.039 dólares. 









































Cuadro 13 
Distribución de los recursos del PDPI 
Programas Montos (US$) 
Gestión del Plan 416.820 
Plan de Interacción Comunitaria 365.003 
Programa de Asistencia al Manejo Sostenible de Recursos Naturales 296.000 
Programa de Asistencia a la Titulación de Tierras 500.000 
Programa de Asistencia al Manejo del Parque Nacional Gran Chaco 1.138.216 
Total inicial 2.716.039 
Total final 3.715.039 








Fuente: Elaboración propia a partir de GTB. 
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En diciembre de 1997 se firmó en La Paz el convenio marco “para la ejecución 
del Plan de Desarrollo de los Pueblos Indígenas y el Plan de Manejo Ambiental Espe- 
cífico (PDPI/PMA-E) con la presencia de representantes indígenas, autoridades guber- 
namentales, organismos internacionales, empresas patrocinadoras y sociedad civil” 
(GTB, 2000: 3). 

Aunque esta investigación aborda principalmente los aspectos relacionados con 
las ciudades, es notorio el interés desarrollado por las empresas petroleras hacia la par- 
te ambiental e indígena que ocupan una porción considerable del informe dedicado al 
estudio final del proyecto. Sin embargo, poco después del inicio de las actividades del 
PDPI, se efectuó un ajuste específico al Programa de Asistencia de Titulación de Tierras 
que, de 500 mil dólares, pasó finalmente a contar con 1,5 millones de dólares. Así, en- 
tre junio de 1998 y junio del 2000, ingresaron estos montos a las diferentes comunida- 
des chiquitanas, ayoreas e izoceñas”. 


5.2. Plan de Desarrollo Indígena (PDI) 

En el caso del Proyecto Integrado de Energía Cuiabá (Gasoducto a Cuiabá), el Plan de 
Desarrollo Indígena (PDI), beneficia a las secciones municipales de San José de Chiqui- 
tos y San Matías y contempla directrices de acción similares a las del PDPI con otros 
cuatro programas: 


e Fortalecimiento Organizativo. 

+ Titulación de Tierras. 

+ — Fomentoa la Producción Agropecuaria. 
+ Programa de Producción Artesanal. 


“Sólo tras una andanada de cartas, sumada a la posición firme e insistente de la CABI, se inició una 
etapa de consultas y negociaciones serias pero difíciles. El resultado no tuvo precedentes en cuanto a 
la forma y el fondo. El PDPI, de casi 3,7 millones de dólares emanados de las negociaciones, incluye 
recursos para la administración del parque, el otorgamiento de títulos de propiedad, el desarrollo co- 
munitario y asistencia para el manejo de recursos naturales. Este PDPI, que es el programa de 
compensación de mayor cantidad de su clase en Bolivia, sentó un precedente importante al incluir a 
representantes indígenas en la supervisión y conducción del plan. Otras compañías privadas de Boli- 
via ahora estarán más presionadas para seguir este modelo en proyectos futuros que afecten 
considerablemente a los pueblos indígenas” (Kari Hamerschlag, Bank Information Center, 1999: se en- 
cuentra en info(Wbicusa.org). 
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EL PDI incluye cuatro programas: 


e Afianzamiento de la organización: equipos para las oficinas de las organizaciones 
indígenas y educación sobre el medio ambiente. 

» Títulos de propiedad para más de 30 comunidades indígenas. 

+ Promoción de la agricultura y de la industria ganadera y avícola. 

e Promoción de artesanías manuales. Programas de capacitación y comercialización. 


A diferencia del PDPI, en San Matías, los indígenas solicitaron la gestión del Plan. 
Esto determinó consultas y una serie de negociaciones permanentes. Sin embargo, la 
idea de la autogestión ha sido determinante en la aparición de conflictos, pero sobre 
todo en la continua situación transaccional que se produce entre empresa y comunida- 
des. En otro sentido, sin embargo, los logros saltan a la vista. Los poco menos de seis 
millones de dólares del PDI han “compensado” los impactos con actividades y deman- 
das diseñadas por los mismos indígenas, sin intervención de GOB y con el principio de 
impacto-programa, o sea, con proyectos indígenas. A continuación reseñamos los con- 
temidos generales de los programas de compensación y de mitigación del impacto de 
los gasoductos en los municipios en estudio. 

Vale remarcar que la filosofía de GTB y GOB ha sido distinta frente a actores tam- 
bién diferentes. El ejemplo del primer gasoducto —en ello coincidieron casi todos los 
entrevistados— fue motivo de cambios de perspectiva con relación a los programas del 
segundo!” 


Agradecemos la gentileza de Gonzalo Saavedra, de GTB, y José Castro, de GOB, por proporcionarnos 
valiosa información sobre el modo de operación de estos planes. 
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Cuadro 14 


Resultados del Plan de Desarrollo Indígena en San Matías 





Obras ejecutadas 





Afianzamiento de la 
organización 





Dotación de mobiliario para el funcionamiento de la oficina de la cen- 
ral CIRPAS. 

Dotación de equipos para el funcionamiento de la oficina de la central 
CIRPAS. 

Dotación de motocicletas para el trabajo de los técnicos de la Central 
de CIRPAS. 

Dotación de un camión de cinco toneladas para el transporte de pro- 
ductos agropecuarios. 

Dotación de camioneta 4x4 a Central CIRPAS. 

Dotación de equipos de radio comunicación. 

Apoyo financiero para la organización y realización de asambleas y re- 
uniones de la Central CIRPAS. 

Capacitación de recursos humanos. 











Títulos de propiedad 


Titulación de tierras de 30 comunidades. 





Promoción de la agri- 
cultura y de industria 


Contratación de equipo técnico para apoyo en la implementación de 
los módulos agropecuarios del PDI. 

Apoyo financiero y técnico para la implementación de módulos gana- 
deros. 





Caminos 


Mejoramiento y ampliación de aproximadamente 70 km del camino Las 
Petas-Candelaria. 

Mejoramiento de 8km de camino Las Petas-San Matías-Santa Fe. Cons- 
trucción de tres puentes. 

Mejoramiento de 3,1 km del camino San Matías-Cañón de Fátima. Re- 
construcción de dos puentes. 

Mantenimiento de 1,7 km del camino San Matías-Santa Clara. 





Otros servicios 











Mejoras en la comunidad Candelaria. 

Construcción de 20 atajados para proporcionar agua a los animales 
(Candelaria, San José de la Frontera, las Piedritas). 

Sistema de agua de San Miguelito. Perforación de un pozo, dotación 
de un generador, bomba de agua y una pequeña red de distribución 
de agua. 





Fuente: Proyecto Integrado de Energía Cuiabá, Notas informativas, 2 2.9. 
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Cuadro 15 


Resultados del Plan de Desarrollo Indígena en San José 





Área 


Obras ejecutadas 





Atianzamiento de la 
organización 


Dotación de mobiliario para el funcionamiento de la oficina de la cen- 
tral TURUBÓ y de la Central CANOB. 

Dotación de equipos para el funcionamiento de la oficina de la central 
TURUBÓ. 

Dotación de motocicletas para el trabajo de los técnicos de la Central 
de TURUBÓ y de la Central CANOB. 

Dotación de dos tractores central CANOB. 

Dotación de jeep 4X4 a Central TURUBÓ. 

Dotación de equipos de radio comunicación Central TURUBÓ y Cen- 
tral CANOB. 

Apoyo financiero para la organización y realización de asambleas y re- 
uniones indígenas de la Central TURUBÓ y de la Central CANOB. 
Capacitación de Recursos Humanos Central TURUBÓ y de la Central 
CANOB. 








Títulos de propiedad 


Apoyo financiero y técnico para la titulación de tierras de 5 comunida- 
des afiliadas a la Central TURUBÓ. 








Promoción de la agri- 
cultura y de la indus- 
tria ganadera 


Promoción artesanal 





Otros servicios 


Contratación de equipo técnico para apoyo en la implementación de 
los módulos agropecuarios del PDI. 

Apoyo financiero y técnico para la implementación de módulos gana- 
deros. 

Apoyo financiero y técnico para la implementación de módulos 
agroforestales. 








Apoyo financiero y técnico para la implementación de un módulo 
artesanal. 








Sistema de agua de Entre Ríos. Perforación de un pozo, dotación de un 
generador, bomba de agua y una pequeña red de distribución de agua. 
Sistema de agua en Ramada. Perforación de un pozo, dotación de un 
generador, bomba de agua y una pequeña red de distribución de agua. 
Sistema de agua en Ipias. Pertoración de un pozo, dotación de un ge- 
nerador, bomba de agua y una pequeña red de distribución de agua. 
Atención médica en el campamento de San Juan. 


> 





Caminos 





Mejoramiento y ampliación de aproximadamente 50 km del camino 
Taperas-San Juan. 

Reparación y mantenimiento de 52 km de camino entre San Juan-Ra- 
mada. 

Mantenimiento de 25km de camino Taperas-Ipias. 








Mejoras 





Mejoras en la comunidad San Juan. 
Mejoras en la comunidad de Taperas. 
Mejoras en la comunidad de Buena Vista. 





Fuente: Proyecto Integrado de Energía Cuiabá, Notas informativas, 2 a 9. 
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5.3. Planes de Relaciones Comunitarias (PRG) 
En el caso del PDI, las prioridades son el medioambiente y los pueblos indígenas. Sin 
embargo, ¿cómo, cuando y por qué surgen los planes de relaciones comunitarias? El Plan 
de Relaciones Comunitarias comprende proyectos ejecutados con una visión de apoyo 
en el campo de la salud, energía, cultura y educación. Inicialmente son hechos a la me- 
dida de las circunstancias y de manera completamente directa entre empresas y muni- 
cipios. Asimismo, tienen un carácter de convenio institucional, en el que una parte es la 
financiadora y la otra es la definidora del proyecto a ejecutar. 

Los planes de relaciones comunitarias que se desarrollaron dentro de los municipios 
durante la construcción de los gasoductos alcanzaron diversos niveles y montos en los muni- 
cipios en estudio, A continuación mostramos un cuadro resumen de lo ejecutado. 


Cuadro 16 
Obras ejecutadas a través de los Planes de Relaciones 
Comunitarias en los municipios de San José, 
San Matías y Puerto Suárez 


Área Obras ejecutadas 














En San José 
Salud Construcción de Posta Sanitaria 
Energía Adquisición de un grupo generador de energía para San José 


Adquisición de un generador de energía para Taperas Caseta para grupo 
generador de energía. 




















Educación y cultura Enmallado de campo deportivo, Construcción de una unidad educativa. 
Construcción de la Casa de la Cultura de San José. 

Servicios Erradicación de la fiebre aftosa Implementación de Programa de 
Mejoramiento Genético (de ganado). 

Otros Implementación de sistema de agua potable en San Juan y Buena Vista 
En San Matías 

Salud Equipamiento del Hospital. Construcción de una Sala de Rayos X. 
Ampliación del Hospital San Matías. 

Energía Estudio de factibilidad técnico-económico para la electrificación de San 


Matías, Las Petas, Ascensión y zonas aledañas. Apertura del Fondo para 
la electrificación de San Matías, Las Petas, Ascensión y zonas aledañas", 
Dotación de terreno para la instalación de un generador de energía. 














(Continúa en la siguiente página) 


* Los montos asignados a este proyecto están pendientes de ejecución al término de este informe por 
problemas con las autoridades cívicas de San Matías. 
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Cuadro 16 (continuación) 
Obras ejecutadas a través de los Planes de Relaciones 
Comunitarias en los municipios de San José, 
San Matías y Puerto Suárez 





Área Obras ejecutadas 





Addendum Casa de la Cultura Escuela Politécnica Saneamiento de la Laguna 
Alcantarillado en San Matías Terminal de buses. 

En Puerto Suárez 

Salud Construcción de Posta sanitaria en Roboré. Dotación de equipo de 
Hospital y camioneta para servicios de salud en Roboré. Dotación de 
ambulancia y medicinas en El Carmen Rivero Torres. 

















Energía Dotación de generador eléctrico y accesorios en Yacuses. Dotación de 
generador eléctrico, transformadores, 250 postes en El Carmen Rivero 
Torres 

Educación y cultura Construcción de la Casa de la Cultura en Pailón Rehabilitación de dos 
escuelas en Puerto Guijarro Mejoras a cuatro escuelas en Roboré. 

Otros servicios Relleno Sanitario en Puerto Suárez Relleno sanitario Puerto Guijarro. 








Construcción de Puente en Roboré. 





Fuente: Elaboración propia, a partir de Proyecto Integrado de Energía Cuiabá, Notas informativas, 2 a 9. Convenio para 
la ejecución del Plan de Relaciones Comunitarias de San Matías. GTB. 





Durante la ejecución del gasoducto principal Bolivia- Brasil, San José recibió algu- 
nos montos (alrededor de 220.000 dólares) en algunas comunidades cercanas a la ciu- 
dad como fondo de compensación del PDPI. Estos montos fueron destinados a ejecución 
de pozos, de cría de ganado para granjas ganaderas, entre otros. 

Por su parte, el monto total entregado a San Matías en el Plan de Relaciones Co- 
munitarias, fue de 1.497.800 dólares, en tanto que para San José el monto final alcanzó 
alos 677.730 dólares'”. 

Puerto Suárez recibió una suma mucho menor a la de ambos municipios: apenas 
90.000 dólares. El pago se efectuó en obras y no en dinero, con el control y la supervisón 
del Comité de Fiscalización, bajo la figura de “donación” de la empresa ejecutora-bene- 
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factora!”. 


El documento oficial del Acta de Entendimiento 2000-2001, firmado el 11 de septiembre del 2000, no 
coincide con el presupuesto 2000 del PAO de San José. 

Esta nomenclatura es la que utiliza el texto de PROBIOMA, realizado en torno al impacto socio-am- 
biental del gasoducto Bolivia-Brasil. Al respecto, debemos decir, que estamos de acuerdo con la 
perspectiva que sostiene esta institución al calificar las compensaciones como donaciones. En lo 
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6. Delos actores al impacto 

Para concluir este capítulo, presentamos un cuadro resumen de los resultados de 
los cambios cualitativos observados por la ciudadanía a raíz de la construcción de 
los gasoductos. 

Es importante destacar que los grupos focales demostraron, a lo largo de las 
sesiones, casi un completo desconocimiento de lo que se estaba haciendo en cada 
ciudad. Salvo por aquellos proyectos de los sectores de salud y educación, la mayor 
parte de los asistentes no sabía lo que eran las compensaciones, y menos aún cono- 
cía las cifras de proyectos de compensación. En San José, sabían que los indígenas 
habían recibido compensaciones y si habían escuchado de impacto ambiental. En las 
tres ciudades hubo unanimidad con relación al apoyo en infraestructura, observaron 
el ruido, pero no la contaminación y el empleo, tema del cual más se quejaron por 
su carácter pasajero. 

De particular interés es lo que ocurre con los temas de entretenimiento y con los 
niveles de prostitución. Sobre el primer aspecto, vale recalcar que era una variable que 
consideramos desde la urbe, pero que en las ciudades en estudio se remite a activida- 
des muy puntuales como las fiestas patronales. Sobre el segundo tema, los asistentes 
mencionaron un aumento de la misma durante la ejecución de las obras y un retorno a 
la normalidad tras la salida de los trabajadores. En efecto, existían campamentos de mu- 
jeres paralelos a los de los hombres. Por tanto, el fenómeno se dio en el terreno de la 
construcción, y no tanto en las ciudades. 


que este estudio discrepa es en que “La mayoría de los municipios detallados en el cuadro No. 3, 
tienen múltiples necesidades y carencias, que van desde alumbrado público, pasando por falta de 
alcantarillado, pésimas condiciones de salud, educación, etc. Estos son los aspectos que se deben 
considerar al momento de “cuantificar” este tipo de negociaciones.” Sobre el punto revísense las 
conclusiones de este trabajo, que remarcan aspectos que son de competencia del Estado y no de 
las empresas. 
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Cuadro 17 


Síntesis de los resultados de evaluación de las variables (ex post). 
Grupos focales de San José, San Matías y Puerto Suárez 





Temas 


Tendencias 





Infraestructura local 


No hay mejoras evidentes. La infraestructura no ha cambiado 
notoriamente. Si bien es cierto que se observan edificios nuevos como 
las casas de cultura, el resto de las edificaciones de los municipios 
son las mismas. 





Servicios básicos 


Existe una mejora en los servicios, algunos ampliaron su alcance, otros 
implementaron servicios adicionales. En ese sentido, se observan 
algunas mejorías en alcantarillado, dotación de agua y energía. 








Salud La atención en salud ha mejorado. Se han construido nuevos centros 
y se dotaron de equipos y profesionales a los centros de salud ya 
existentes. Esto es especialmente notorio en San José, donde se donó 
un equipo radiológico. 

Educación Algunas escuelas fueron refaccionadas. El mayor problema son los 


insuficientes ítems de maestros. 





Comunicaciones 


Efectos ambientales 


En lo referente al acceso a los municipios, la percepción es de 
continuidad. En lo que toca a los medios de comunicación, la aparición 
de las radios comunitarias, es preponderante. Valga aclarar que esto 
no lo observan a partir de los gasoductos, sino como una tendencia 
externa. 

El incremento de basura, ruido y malos olores, además del agua 
impura, son comunes quejas en estos municipios. Durante la 
construcción de los gasoductos, se observó escasez de agua en el 
municipio de San José, en tanto que para San Matías, lo notorio fue el 
ruido de los camiones pesados, mientras que para Puerto Suárez se 
dio una combinación de estos factores. Al cabo de la construcción, 
odo volvió a ser como antes... pero con más ruido. 

















Ingresos de la población. 


La crisis económica, según la percepción de los grupos, es la 
culpable de la falta de incremento de los ingresos. Los tres 
municipios concluyeron en decir que no existen fuentes extraor- 
dinarias de ingresos, e incluso se quejaron de falsas promesas de 
as empresas que ofrecieron trabajo como soldadores, en el caso 
del gasoducto principal. Y no cumplieron. Sin embargo, algunos de 
os participantes mencionaron que durante la construcción del 
gasoducto, en algunos casos, la crisis fue atenuada. Esta contra- 
dicción se manifiesta entre los grupos focales de hombres y mujeres. 
Los hombres señalan que hubo algún tipo de trabajo; las mujeres 
dicen que todo sigue igual, 








Consumo (alimentos, 
bebidas, etc.) 








Paradójicamente, el consumo ha aumentado. 
El punto alto, se dio durante la construcción del gasoducto; algunos 
negocios cerraron, posteriormente. 








(Continúa en la siguiente página) 
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Cuadro 17 ¡continuación) 
Síntesis de los resultados de evaluación de las variables (ex posi). 
Grupos focales de San José, San Matías y Puerto Suárez 





Temas Tendencias 





Seguridad ciudadana A pesar de que califican sus ciudades como tranquilas, reclaman 
presencia de efectivos policiales, pues existe un aumento de la 
delincuencia. Esto lo atribuyen a la falta de presencia de autoridades, 
pero también al deterioro de la calidad de vida de las ciudades. Sobre 
los aspectos que más preocupan a la población, están la drogadicción 
y el aumento del consumo de alcohol. 

Entretenimiento El entretenimiento ha sido relegado por razones económicas y 
taborales. Hay menos tiempo y menos dinero. Considerada como tal, 
la prostitución aumentó en las ciudades con la construcción de los 
gasoductos, para luego restablecer los niveles previos. 

Planes de Se desconocen. Muy pocos tienen acceso a la información acerca 
compensación de estos planes. Algunos de los participantes sabían de ellos en los 
tres municipios para los pueblos indígenas. Sobre los planes de 
relaciones comunitarias, la respuesta fue negativa. La percepción es 
que se trata de compensaciones por el daño que causan los 











gasoductos. 
¿Considera usted que Regular, de manera unánime. Ninguno de los seis grupos focales 
su calidad de vida es?... demostró que ambas obras causasen modificaciones permanentes 


en las ciudades, y todos coincidieron en que “todo duró mientras se 
construía el gasoducto, después nada”. 














“uente: Elaboración propia a partir de los grupos focales. 


El resultado final de la observación del impacto social de la construcción de los 
gasoductos determina que el nivel de impacto durante la construcción de los gasoductos 
fue alto, en tanto que después de concluidas las obras el impacto social fue bajo. 

¿Compensaciones por el daño que causan los gasoductos? ¿Cómo se pueden in- 
terpretar estas percepciones? Sobre ello tratará el próximo capítulo. 
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CAPÍTULO CUATRO 
Los nudos del laberinto. 
Impacto global, conflictos y logros 


Al abordar el último capítulo de esta investigación, deseamos presentar un panorama 
general de lo que significan para el departamento, y en especial para los municipios en 
estudio, la construcción de estas obras. 

Dado que se trata de una temática de por sí muy amplia, hemos optado por reali- 
zar aproximaciones por tema. Del tratamiento de los hidrocarburos, encontramos algu- 
nos aspectos que merecen atención por parte del Estado, y en ese plano, esperamos 
proporcionar una suerte de madeja por donde ir observando el devenir del sector des- 
de un punto de vista social. 

Por ello, valga destacar que en este análisis dejamos dos temas completamente al 
margen: aquellos aspectos relativos a la conservación del Bosque Seco Chiquitano y los 
posibles resultados de la construcción de la central hidroeléctrica en Puerto Suárez. Dada 
la envergadura y complejidad de la conservación del área natural, pero sobretodo, dado 
lo inconcluso del proceso y por razones de espacio, dejamos este tema para otra inves- 
tigación. En cuanto a los posibles resultados de la termoeléctrica de Puerto Suárez, y 
ante la falta de datos concretos, creemos que sería completamente precipitado abordar 
en este momento el tema en cuestión. 

En virtud de lo anterior, hemos privilegiado los aspectos generales que son trans- 
versales a toda la problemática, para luego detenernos en los actores, Para este análisis, 
recurriremos a una sistematización de información global efectuada sobre la base de la 
prensa del año 2000. 
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1. — Lourbano-rural. ¿De qué tipo de espacios estamos hablando? 
Desde un punto de vista geográfico, los gasoductos representan un tipo de obra que 
pone en el debate un tema que es necesario abordar por parte del Estado boliviano. Se 
trata de la forma de organización de la espacialidad versus la asignación de recursos. 
Independientemente, de cuanto sean los montos de las compensaciones, que ya he- 
mos visto que no alcanzan al 1% de los fondos destinados a la construcción de las obras, 
en el caso del gasoducto principal, lo cierto es que es complejo diferenciar lo urbano 
de lo rural en estos municipios, 

La lógica apunta a mirar la Ley de Participación Popular, la Ley de Descentraliza- 
ción y la Ley Orgánica de Municipalidades. Pero es evidente que con ello, no resolve- 
mos algunas áreas claves: 


e Los llamados “municipios” en el Oriente boliviano son áreas, que a luces de cual- 
quier visitante, parecen pueblos más o menos grandes, cuya gran diferencia con 
las zonas rurales es que estas carecen de algunas dependencias del Estado. El de- 
sarrollo de los gobiernos municipales y de las localidades es bastante limitado, no 
sólo por recursos, sino porque el acumulado de infraestructura requiere de mu- 
cho esfuerzo local. La mentalidad, el diario vivir de estas localidades es lento y 
este es un componente social que no se puede dejar de lado a la hora de efec- 
tuar negociaciones, prever impactos, y sobretodo, dar a conocer a la gente la im- 
portancia de las obras que se ejecutan. 

*  Porotro lado, dadas las características de funcionamiento local de las autorida- 
des, es aún muy difícil transmitir una serie de pautas a través de las cuales toda 
la comunidad logre enterarse de lo que está pasando. Posiblemente ésta sea la 
razón de fondo por la cual el impacto de la construcción de los gasoductos se 
percibe débil, fugaz y sin mayores beneficios, como se ha observado en el capí- 
tulo anterior. 

+ La debilidad de la organización local en las tres secciones consideradas trasciende a 
todos los ámbitos. En lo educacional, y en la atención de salud primaria, las caren- 
cias son agudas. Por eso es curioso el doble sentido que se observa en relación con 
la construcción de las obras. En primer lugar, se califica el impacto como débil y fu- 
gaz, pero lo cierto es que las compensaciones intentaron paliar —esto es: mitigar, 
sobre todo— la pobreza de los servicios que debe proporcionar el Estado. 
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+ Además, el lenguaje de los actores es diverso. De un lado, las empresas utilizan 
un lenguaje “acertivo”, que suena impositivo en las provincias; de otro, las autori- 
dades locales formulan peticiones con mucho recato, pero en tanto no se les res- 
ponde con premura, actúan con mecanismos de presión bastante disuasivos, tales 
como bloqueos, toma de las puertas de un campamento, por ejemplo. 

+ Entodos los municipios, se ven obras tales como postas, bardas, mejoras en edi- 
ficios, pozos, etc. Las compensaciones pretendían precisamente proporcionar re- 
cursos en los rubros que los gobiernos municipales no alcanzan a llenar con sus 
propios recursos, Pero es conveniente destacar que, paralelamente a la construc- 
ción de una posta de salud, no hay ítems; en la construcción de una escuela, no 
se envían más maestros, o bien uno sólo debe cubrir tres o cuatros niveles de 
cursos. En ese sentido, lo urbano no se diferencia demasiado de lo rural. Por eso, 
es aún más destacable que funcionara el PDPI y el PDI, porque salvo gracias a la 
labor de algunas organizaciones no gubernamentales, se trataba de la primera ini- 
ciativa que abordaba estas deprimidas zonas. 

+ Desde el punto de vista de las comunidades que rodean a los centros poblados, 
los principales problemas son las dificultades de acceso a los mismos, el mal esta- 
do de los caminos vecinales, la total carencia de servicios, que en San Matías es 
aún más notoria y aguda que en los otros dos municipios. 


Por tanto, la construcción de los gasoductos —obras que por su envergadura 
ameritan de servicios complementarios durante la construcción, pero sobre todo, para 
su mantenimiento— exige un tratamiento diferenciado por parte del Estado. Así las polí- 
ticas agrarias, vinculadas con otros sectores de la economía, como por ejemplo el de 
hidrocarburos, requieren una discusión seria al interior de los municipios, incluso al ni- 
vel de las comunidades rurales. En el periodo de estudio (1996-2001), esta discusión 
sólo se dio parcialmente. Ciertamente, en las entrevistas realizadas, se encontró comen- 
tarios sobre la ausencia de información así como expresiones de ingenuidad acerca de 
lo que se estaba haciendo. 

Todas estas razones, sumadas a la falta de preparación de los involucrados, lleva- 
ron a que lo único que se pensó en términos productivos fue en el desarrollo 
agropecuario, olvidando que aquello significaba seguir potenciando un modelo econó- 
mico atrasado, 
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Es de esperar que en el futuro, las relaciones se establezcan de una manera tal 
que los habitantes de un municipio puedan descubrir otros potenciales de desarrollo, 
en los que aplicando algún nivel de recursos, se pueda avanzar hacia un desarrollo sos- 
tenible. Esto es dable para proyectos turísticos, pero también en la conservación de par- 
ques, fortalecimiento comunitario y/o proyectos de contribuyan al monitoreo ambiental 
de las mismas obras. El sector urbano-rural debe ser incluido en las compensaciones, 
pero con un tratamiento que supere la noción de “asistencialismo”, de bolsones o de 
enclaves de pobreza. Sólo así puede plantearse el genuino sentido de considerar la res- 
tauración de equilibrios, como genuinas compensaciones. 


2. — Impacto o paso: visible o invisible 

En relación con lo anterior, y vinculado directamente con el impacto, la primera pun- 
tualización que surge es esta idea “genérica” de su significado que existe por el sólo he- 
cho del tamaño y envergadura de las obras. El efecto psicológico de atravesar un territorio 
con una inmensa línea de tubería, mover a tantas empresas y obreros, trasladar mate- 
rial, realizar procesos específicos de ingeniería del más alto nivel tecnológico, es inédito 
en la región y probablemente único en su tipo en todo el continente. 

Sin embargo convengamos que los tubos, una vez puestos, no se ven. Por ello, 
con el tiempo, el impacto deja de ser visible, para tornarse invisible. Lo mismo ocurre 
con las obras producidas a partir de la compensación o mitigación. Por ello, es de gran 
valor el hecho que se piense en qué se va a gastar los recursos, porque estos son dados 
por una sola vez. Un estudio realizado por PROBIOMA (2000) sostiene que las empre- 
sas debieran pagar un usufructo por la realización de esta clase de obras. La ley no con- 
templa esta figura. Pero de aplicar esta medida habríamos de convenir que se trataría 
de una figura distinta a las compensaciones. El impacto de la expansión de los hidrocar- 
buros debe medirse, de acuerdo a las fuentes de gobierno que han sido consultadas, a 
través de los recursos provenientes de las regalías, no de las compensaciones. En el pe- 
riodo de estudio, las compensaciones se han desarrollado de acuerdo a las etapas si- 
guientes: 


+ De manera informal, las empresas se presentan, instruidas por las autoridades de- 


partamentales, ante el gobierno municipal. 
e Posteriormente, se efectúan las primeras conversaciones. 
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e Se diseña un plan de consulta pública que, en la mayoría de los casos, sólo se 
discute en el seno del Concejo Municipal. 

+ De las ideas surgidas de las autoridades locales, se planifican los tipos de obras 
que van a ser financiadas por las empresas. 

»  Seentregan los proyectos con los montos definidos de los costos de las obras. 

+ Las empresas consultan con sus respectivas direcciones de presupuesto. 

»  Senegocian los proyectos y montos finales y se elabora un convenio marco en el 
que se considera además el tiempo de ejecución de los proyectos. 

+ Se efectúan los desembolsos para los proyectos que son licitados públicamente. 

e Sefiscalizan las obras por medio de inspectores provenientes de ambas partes. 

e Encaso de aprobarse un proyecto en conjunto, pero sin el presupuesto, los des- 
embolsos se retienen en cuentas bancarias en depósitos a plazo fijo. 

e Si, como ocurrió en San José y San Matías, los gobiernos municipales presio- 
nan a las empresas para solicitar un monto mayor, se elabora un addendum al 
presupuesto. 

*  Seprocede a finalizar los proyectos con los nuevos montos. 

e Sefiscalizan las obras. 

*  Concluyen los proyectos previstos en los planes de compensación. 


¿Pueden ser visibles las compensaciones? Creemos que si el gobierno municipal 
tiene buenas relaciones con las empresas, si es posible, En este caso, las obras terminan 
apareciendo como un “logro” de las autoridades locales y su difusión es expuesta ante 
la ciudadanía con entera satisfacción por parte de las autoridades locales. 

En el caso opuesto, las obras son “lo mínimo que tendrían que haber hecho las 
petroleras por lo que hacen” (Grupo focal de hombres, San José). En este último caso, 
las compensaciones no son visibles. Lo mismo ocurre con el impacto que es considera- 
do como negativo o perjudicial. Como se observa, el tema es subjetivo. En nuestra Opi- 
nión, el asunto merece una atención especial, porque aquí se politizan las obras, los 
resultados, y por último, la ciudadanía se ve confundida. 

En las dos ciudades de frontera que hemos estudiado, se reflejan ambos casos: el 
primero en Puerto Suárez, y el segundo en San Matías. En Puerto Suárez, la presencia 
de autoridades nacionales, la visita de los presidentes; en San Matías, lo que se decía en 
los grupos focales es que parte de todo lo bueno o malo que se había hecho era culpa 
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del alcalde de tal o cual partido político. En cambio, se considera que, en San José, las 
negociaciones fueron “pactadas”, aun cuando las autoridades del Comité Cívico local 
insisten en que no se les hizo partícipes de las conversaciones. 


3. Regalías departamentales: ¿realidad o mito? 

La información recopilada con relación a los orígenes y destinos de los fondos del pre- 
supuesto departamental es clara en identificar los montos de este tipo de partida pre- 
supuestaria. Sin embargo, el uso de los ingresos de impuestos o regalías carece de 
asignaciones precisas, Por ello, es posible pensar que las regalías pueden tener destinos 
completamente diversos. De acuerdo con las necesidades presupuestarias regionales, 
parte de este uso debiera dirigirse a proyectos de inversión. 

Hasta la fecha, estos proyectos no existen; durante el desarrollo de la investiga- 
ción, se constató que lo único que existió por concepto de participación del sector hi- 
drocarburos, fue la elaboración de perfiles de proyecto, con cargo a las mismas 
compensaciones. Tal es el polémico caso de un estudio de electrificación presupuesta- 
do para San Matías y zonas aledañas. 

Sabemos, a través de las actas del Consejo Departamental, que las prefecturas 
tienen proyectos en carpeta. No obstante, estos no están destinados a los lugares por 
donde se debían efectuar las compensaciones. Por ello, los recursos fueron destina- 
dos a otros proyectos que se diseñaron paralelamente al avance de la obra de cons- 
trucción del gasoducto. 

Desde esta perspectiva, las aparentemente abultadas regalías no se traducen en 
proyectos efectivos para los departamentos. Más allá de las cifras!, el tema exige en for- 
ma urgente un reglamento de asignación y definición de uso. 


4. — Autoridades: ¿mandan? 

La constatación de la densidad de población en el departamento de Santa Cruz (0,66 
habitantes por km, o sea el séptimo lugar a nivel nacional de acuerdo al censo del año 
2001), nos advierte sobre una serie problemas de manejo de la economía que aún es- 
tán pendientes de discusión. 


' Por ejemplo, ver El Deber, de 12.X1.2002: “Las petroleras tributaron 1.226 millones de dólares en cinco 
años” 
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Santa Cruz de la Sierra es la ciudad demográficamente más importante del país. 

Por ello, una parte importante de la población que carece de fuentes de trabajo 
estable en los demás departamentos del país se dirige a este departamento en busca de 
mejores oportunidades. Asimismo, una gran proporción de la población procedente de 
las provincias cruceñas migra a la capital departamental. Tal es así, que en algunas capi- 
tales de sección, la población local ha disminuido. 

¿Cómo puede darse mayor participación a nivel local si quienes deben participar 
en las consultas públicas que determinan qué es lo que se va a realizar con los recursos 
provenientes de la Ley de Participación Popular, y también con las regalías y compensa- 
ciones, no están en sus comunidades y ciudades? 

La pregunta que surge entonces es: ¿Cómo se puede desarrollar una mayor parti- 
cipación a nivel local, si quienes deben participar en las consultas públicas que determi- 
nan, por ejemplo, lo que se podría realizar con los recursos provenientes de la 
co-participación tributaria en el marco de la Ley de Participación Popular, o bien con las 
regalías de los hidrocarburos y las compensaciones de las empresas petroleras, no es- 
tán en sus comunidades y ciudades? 

Es un hecho que las formas de comportamiento político, el prebendalismo, la co- 
optación, son influenciadas por un escaso número de familias, verdaderas elites que tie- 
nen un acceso directo a todas las instancias del poder local. No queremos insinuar que 
las compensaciones se hayan coordinado de manera corrupta pero hemos advertido, a 
través de las entrevistas, que algunas de las actividades planteadas y realizadas en el marco 
de los planes de compensación (como mejoras en los caminos, determinados módulos 
de trabajo agropecuario, o compra de ganado para proyectos comunitarios, etc.) han 
tenido que lidiar con fuertes intereses locales. 

En los municipios del Oriente boliviano, la escasa cultura política de las elites ha 
quedado explícitamente manifiesta en la participación y articulación de proyectos”. Eso 


2 Diario El Deber, 29 de julio de 2000: San Matías. “Falta de proyectos frena obras” Financiera Petrole- 
ra GOB depositó 435 mil dólares en el Banco Nacional...así mismo hay otros 60 mil en la misma 
entidad bancaria para los proyectos de electrificación de las comunidades de Ascensión de la fron- 
tera y Las Petas. Fue aclarado que el proyecto del alcantarillado no se encaró debido a que la Alcaldía 
matieña no presentó la carpeta con el plan correspondiente. La obra tendrá un costo de un millón 
de dólares. En cuanto al hospital, fue modificado para convertirlo en uno de segundo nivel con to- 
dos Sus servicios. 
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se notó de manera unánime en los grupos focales y en las entrevistas realizadas entre 
algunos de los miembros de los concejos municipales y de la dirigencia indígena, quie- 
nes sostuvieron que, durante la construcción de las obras, “sólo participó la alcaldía”. 
Asimismo, la mayoría de los entrevistados afirma que las empresas debieron haber co- 
locado oficinas propias en los municipios. Por ello es que, cuando se preguntó a los 
informantes acerca de su nivel de conocimiento de los planes de compensación, los par- 
ticipantes de los grupos focales manifestaron no saber de qué se trataba... Sólo algunos 
entrevistados conocían el tema o habían escuchado hablar del mismo, pero ninguno re- 
cordó más de dos o tres proyectos, 


¿Quién va a orientar a las comunidades sobre lo que es bueno para ellas? No hay estudios de la 
parte central de lo que una comunidad necesita, para que ese dinero vaya a solucionar un proble- 
ma específico. Tal vez necesitan paneles solares; tal vez necesitan pozos de agua... Se han olvidado 
de Charagua. Hay muchas cosas que las comunidades piden porque se les ocurre que tienen que 
pedir; no hay una política y ahí sí que tiene que intervenir directamente el gobierno, ayudando dentro 
de un macro concepto de desarrollo de cada región. Entonces tendría que haber una ayuda más 
efectiva a los municipios, en desarrollar cursos, capacitación, para que vean mejor su propia reali- 
dad y pidan realmente lo que necesitan (Willy Gutiérrez)? 


En dos de las tres ciudades de estudio, a lo largo del periodo de estudio, el movi- 
miento político de las autoridades edilicias determinó la renuncia de dos alcaldes: en 
San Matías y Puerto Suárez. De esta manera, sin autoridades ni oficinas a quien consul- 
tar, los pobladores carecieron de la información para: 


+ Conocer la existencia de riesgos en las obras. 
e Conocer qué hacer en caso de accidentes. 
e Identificar los beneficios podían surgir de los proyectos, a nivel local. 


Por otro lado, los interlocutores potenciales de los pobladores, los consultores 
de Dames £ Moore— no vivían en las ciudades estudiadas, salvo en el caso de San José. 
Por tanto, llama la atención que se proporcionaran recursos a lugares donde no hubie- 
ra un respaldo local para que se informara a la población de los beneficios de estas 
megaproyectos. 


La opinión de Willy Gutiérrez, geólogo, fue vertida en el marco del coloquio organizado por este equi- 
po de investigadores en la Cámara Boliviana de Hidrocarburos en enero 2001. 
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5. Sobre la “presencia-ausencia” de las empresas petroleras en el periodo en 
estudio 

Destacaremos, ahora, algunos problemas que surgieron con las empresas en las zonas 

por las que pasan los ductos, Si bien ya hemos visto que los programas fueron ejecuta- 

dos y se proporcionó lo que se pactó, a través de estos conflictos, pretendemos ejem- 

plificar los desaciertos de los mismos. 

Coincidimos con el gerente de GTB, Gonzalo Saavedra, que fue un acierto, por 
parte de las empresas, no hablar nunca de montos de dinero de manera explícita. El 
punto es advertir a quien benefició esta política. No cabe duda que si se hubiera cono- 
cido los montos en forma a priori, habría sido muy difícil llegar a acuerdos finales en 
cuanto a los proyectos. Pero también es cierto que, para las empresas, era mucho más 
fácil manejar la situación, 

Apuntemos un episodio de las negociaciones del gasoducto Bolivia-Brasil: 


[...] el 29 de mayo del 2000, en la última reunión del Comité Social del Gasoducto, donde en pre- 
sencia de los personeros de PETROBRAS y representantes de las localidades “compensadas”, se 
analizó el estado de las obras comprometidas en los planes de Compensación y, se constató que 
muchas de las obras que se hicieron al calor de las de esta negociación, ya no existen porque con el 
paso del tiempo han sido destruidas porque no se contaba con los medios para su mantenimiento 
(PROBIOMA, 2000:58)". 


Y en el caso de Proyecto Integrado a Cuiabá: 


Durante la semana del 19 al 26 de marzo, las obras del gasoducto en los tramos 3 y 4 del lado boli- 
viano estuvieron paralizadas debido a un bloqueo de caminos de acceso a los campamentos y 
retención de vehículos de la empresa Gas Oriente Boliviano, propiciado por el movimiento cívico 
de San Matías, quien exigían (sic) el cumplimiento de los compromisos asumidos en el Plan de Re- 
laciones Comunitarias y la reparación del camino troncal San Matías-Las Petas, por el tránsito de 
vehículos pesados supuestamente de la empresa. 

Gas Oriente Boliviano solicitó garantías al gobierno boliviano contra las acciones ilegales dirigidas 
al proyecto explicando además que el Plan de Relaciones Comunitarias sufrió algún retraso debido 
a causas ajenas a la empresa como la transición políticas administrativa experimentada por el mun:- 
cipio matieño y la falta de coordinación entre la dirigencia cívica y las nuevas autoridades municipales 
El problema fue resuelto con la mediación de la Prefectura departamental en representación del 


Este párrafo contextualiza la afirmación de la necesidad del usufructo. Sin embargo hemos extractado 
sólo lo concerniente a la modalidad de las negociaciones. 
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gobierno boliviano quien comprometió sus buenos oficios y la predisposición al diálogo para ga- 
rantizar la continuidad de los trabajos y el Plan de Relaciones Comunitarias sin recurrir a medidas 
de esta naturaleza. Una vez superada esta situación y habiendo asumido las nuevas autoridades mu- 
nicipales de San Matías, el Comité Directivo del Plan de Relaciones Comunitarias quedó conformado 
por: Clara Guzmán, alcaldesa de San Matías, Eduardo Cordi, representante de Gas Oriente Bolivia- 
no y Alfonso Moreno, Presidente del Comité Pro Santa Cruz como miembro independiente (Informe 
Gas Oriente Boliviano, 2000: 6-7). 


Es significativo observar cómo se desarrolla el quehacer de las empresas y hasta 
qué punto participan de las negociaciones para entender la importancia de su rol fren- 
te a las comunidades. 

Sobre este aspecto, Miguel Ángel Crespo (PROBIOMA) sostiene argumentos que 
trascienden a ambos gasoductos para demostrar la forma en que funcionan las cosas: 





Existen representaciones políticas a nivel de municipios y de autoridades indígenas a quienes la ley 
faculta para tomar contacto y hacer todas las negociaciones. Pero las autoridades políticas en mu- 
chos casos, están manejadas por interese partidistas y existen otro tipo de intereses económicos 
que desmerecen y desvirtúan totalmente una negociación, una difusión y una transparencia en la 
información con la población del lugar. Ahí es donde aparecen los problemas, porque es cuando la 
empresa petrolera que quiere iniciar un a serie de actividades y la gente desconoce totalmente por- 
que no hay ninguna información transparente desde esos niveles hacia los niveles de base. La 
experiencia que se ha tenido con el gasoducto Bolivia-Brasil ha permitido muchas cosas: que las 
instancias que se han creado como el caso de la auditora ambiental, el comité ambiental, no fueron 
suficientes. Hubieron (sic) otras instancias en el que sí hubo participación local con las empresas 
petroleras, con los financiadores, que dieron un realce y una efectiva participación en términos de 
tomar decisiones en lo concreto. Una segunda instancia es el hecho de la creación de una especie 
de oidor ambiental, Ombudsman. Que permitió una relación mucho más fluida entre las empresas 
y la sociedad civil. Creo que cumplió a cabalidad el papel que le fue asignado. Podríamos detallar 
muchos más que hay que institucionalizar que de ahí surgió el proyecto LIL que mencionó la repre- 
sentante del Viceministerio. Justamente este proyecto LIL viene a ser dos cosas, porque a raíz del 
gasoducto Bolivia- Brasil, se empieza a visualizar la importancia que tiene en la evaluación de un 
proyecto hidrocarburifero, la dimensión socio-ambiental, que debe estar en el mismo nivel econó- 
mico (Crespo en Coloquio, 2001). 





En palabras del entonces Vicepresidente de Relaciones Externas de Transredes, la 
situación es la siguiente: 


No nos hagamos ilusiones hacia delante, la frase es así: no hay más recursos además de las regalías 
y los impuestos. Si estamos pensando en desarrollo económico, social y ambiental, no queramos 
inventar recursos adicionales, porque no los hay. Si comenzamos a planificar, a querer cambiar las 
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leyes o tradiciones, estamos hablando de “pajaritos preñados” Y es bueno que así sea. De esa 
manera es que Bolivia ha conseguido atraer inversiones importantes en el sector hidrocarburos, 
que han tenido las reglas claras. Si alguien quiere venir a sacar hidrocarburos de aquí, entonces 
va a dejar sus regalías, su impuesto. Eso es lo que Bolivia va a usar para su desarrollo económico 
y socio-ambiental. Eso es lo que llamamos la alianza histórica del sector petrolero, con el sector 
social y económico. Esto no es cuestión de voluntad de un gobierno; es una política de estado 
que tiene más de 50 años de duración. Nosotros podemos hablar de muchas cosas, podemos 
hablar del enfoque de desarrollo, podemos hablar del rediseño institucional, podemos hablas de 
las consultas públicas, de la composición de actores, y de cosas que van mucho más allá del sim- 
ple tema del gasoducto. En término de recursos, hay una línea, que es una ley de oro, que es 
nomás la ley de las regalías. 

Si nosotros estamos agotando nuestros recursos naturales, si nosotros estamos agotando una ri- 
queza que tenemos en el suelo, tampoco es posible que esos recursos sean dilapidados. 

El tema es cómo se administran las regalías, cómo efectivamente llega al ciudadano, para que pue- 
da afectar su modelo de desarrollo, su acción social y productiva. Cómo rediseñamos nuestra 
participación, cómo hacemos que los actores locales efectivamente fiscalicen que eso les está lle- 
gando. Es un tema que igual se lo ve en Estados Unidos, en Egipto, en el África (Serrate en Coloquio, 
2001). 


Como se puede ver, el tema es complejo y los puntos de aproximación variados. 
En el ámbito empresarial prevalecen algunos principios. A saber: 


+ Quese debe maximizar los recursos asignados y que los montos deben ser lo más 
bajos posibles. 
*  Quese debe negociar dentro de los parámetros que la ley exige y no ir más allá. 


No obstante, también es cierto que las empresas se ven expuestas al riesgo de la 
exageración de las demandas locales y que ante eso, poco o nada se puede argumentar. 

En el mes de marzo del año 2000, la población matieña bloqueó los trabajos de 
GOB por falta de cumplimiento de una inversión de 1.5 millones de dólares. En dicha 
oportunidad el Presidente del Comité Cívico de San Matías envió una nota a GOB en la 
que se señalaba: 


1. A pesar de los compromisos contraídos por Gas Oriente Boliviano (ENRON y SHELL) el pueblo 
de San Matías ha tenido la paciencia de esperar el cumplimiento de dichos compromisos. En las 
tres ocasiones en las que hubo presión de la localidad GOB se comprometió ante las propias 
autoridades de cumplir con los mismos, pero lamentablemente los compromisos no fueron cum- 
plidos. 
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2. La construcción de una pista a escasos 20 metros del ducto es un riesgo permanente que va en 
contra de todas las normas ambientales y de seguridad, 

3. GOB (ENRON y SHELL) ha estado utilizando y destrozando caminos existentes, así como abriendo 
otros en lugar de utilizar el Derecho de Vía como vía de transporte”. 

4. Enlos camiones del consorcio ejecutor se han encontrado cargas de dinamita (explosivos), siendo 
que según el Plan de Manejo Ambiental está prohibido su uso. 

5. Los Planes de Compensación, que debieran ser plan de pago por el usufructo del territorio, no 
se han cumplido ni en un 50%, 

6. Existe una permanente presión y prepotencia de parte de GOB hacia la población de San Matías, 
llegando al extremo de amenazar inclusive con el ejército. 

7. Al respecto nos preguntamos ¿dónde está el tan famoso Programa de Relaciones Comunitarias? 
¿Dónde están las empresas fiscalizadoras ambientales? 

8. Los impactos socio-ambientales son tan graves en la región, que el Plan de compensación viene 
a ser una miseria frente a las necesidades que tienen las localidades, como es el caso de San 
Matías. En este sentido consideramos que es una burla y falta de respeto y consideración que 
Gas Oriente Boliviano (ENRON-SHELL) incumpla los compromisos asumidos con San Matías, 
mientras que por otro lado otorga 20 millones de dólares a 5 ONGs “conservacionistas”, que ni 
siquiera viven y conocen el área, para un “Programa de Conservación del Bosque Seco Chiquitano” 
(En: Pulso, 16.V1,2000). 


Otra opinión: 


Una vez más se comprueba el daño que está causando ese gasoducto en la región y el importan- 
te papel que tienen las poblaciones locales en el monitoreo socioambiental y en la defensa de 
sus recursos naturales (Nilson Veggi, Presidente del Comité Cívico de San Matías. En: El Deber, 
26.111.200). 


La pregunta de rigor es ¿qué piensa el Estado de una situación como esta? Al res- 
pecto, el entonces prefecto, Ramón Prada, argumentó: 


Si no se hubiera llegado a un acuerdo yo ya tenía la autorización del Gobierno para enviar 400 
efectivos del ejército y de la Policía, quienes garantizarían la tranquilidad en San Matías. Es la- 
mentable que a nombre de defender los derechos de la región se perjudique a una petrolera (El 
Deber, 26.11. 2000). 


Al realizar esta afirmación el dirigente cívico olvida que el derecho de vía no es para transportar mate- 
rial pesado, sino para colocar la tubería. Eso sí sería ir contra lo establecido. 

El lenguaje del texto expresa la falta de conocimiento sobre el tema. 

El dirigente cívico se refiere a LIDEMA (Liga para la Defensa del Medio Ambiente), FAN (Fundación 
para la Naturaleza), Amigos del Museo de Historia Natural Noel Kempff Mercado. 
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Emitir un juicio sobre esta serie de opiniones nos conduce a observar las diferen- 
tes percepciones, pretensiones y lenguajes. De por medio, hay una comprensión ambi- 
gua de los fines del proyecto, los usos de las compensaciones y las obligaciones de cada 
uno de los actores, por que estamos frente a un diálogo sordo, ciego y mudo. 


6. Sobre la acción del Estado 

Es evidente que cuando se comienza la construcción de los gasoductos, aparecen una 
serie de problemas para los que el Estado no se encuentra preparado, institucionalmente. 
Una serena observación acerca de su quehacer demuestra que frente a los conflictos, el 
Estado reacciona tardíamente y cuando las medidas de presión lo obligan. 

Se ha comentado el incidente de las compensaciones y de los conflictos que sur- 
gen en San Matías, porque es evidente que el Estado tiene una cuota de responsabili- 
dad en el desempeño de las empresas, pero también en la falta de políticas en el 
tratamiento de los conflictos que han surgido. 

¿Qué instancias del poder público eran las llamadas a controlar y regular este tipo 
de situaciones? Por orden: si el conflicto ocurre en un municipio, ¿dónde está el alcal- 
de? ¿el gobierno municipal? Luego, quien reacciona frente a una posible arbitrariedad 
es el subprefecto en ausencia del alcalde. Pero, ¿son verdaderamente ellos los llamados 
a poner fin a un conflicto con una empresa petrolera? 

Las acciones realizadas por las autoridades del gobierno central no permiten ha- 
blar de la existencia de un accionar lógico. En cada oportunidad que se desarrollaba un 
conflicto, las declaraciones oficiales parecían reflejar cierto grado de ingenuidad, pero 
sobretodo de desconocimiento acerca de lo que ocurre en los distintos lugares del país. 

Al parecer, lodas las carteras del gobierno central se encuentran lejos de las pro- 
blemáticas regionales. A eso se suman los recortes presupuestarios y el escaso personal 
permanente con el que cuentan. Este es un problema global en todas las áreas de desa- 
rrollo económico regional, sea en el tema de recursos forestales, hídricos u Otros. 

Los municipios que reciben compensaciones con el gasoducto principal (Pailón, 
San José, Roboré, en la provincia Chiquitos; Puerto Suárez y Puerto Quijarro en la 
provincia Germán Busch; San Matías en la provincia Ángel Sandoval) advirtieron en ma- 
yor o menor medida estos problemas. 
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7. Los beneficios de las obras 
Para concluir este trabajo, creemos pertinente mencionar algunos de los principales be- 
neficios de las megaproyectos que hemos estudiado. 

En primer lugar si bien es cierto que el debate de lo social aún resulta difícil 
en Bolivia, lo cierto es que se está comenzando a desarrollar con éxito. El país se 
enfrenta a un desafío tremendo en el área social. Este desafío parte desde la pro- 
pia institucionalización del quehacer del sector que, en escasos cinco años ha teni- 
do que “forzar la máquina” para ponerse a la altura de unas relaciones muy 
exigentes. No olvidemos que el sector mundial de los hidrocarburos es práctica- 
mente el segundo en nivel de ganancias y posiblemente el mayor en términos de 
creación de conflictos locales. 

Por ello, el tema no es sencillo, se requiere de aproximaciones generales y espe- 
cíficas. Las económicas son necesarias para dimensionar los montos de los recursos con 
los que se dispondrá. Las aproximaciones ambientales, tanto de carácter técnico, como 
biológico para alcanzar mejores formas y estrategias de mitigación ambiental. Las de ca- 
rácter legal para buscar los enormes vacíos en el área de contratos, fiscalizaciones y otros. 

Pero el campo de las relaciones de los conflictos sociales merece una especial aten- 
ción. Empresas tales como ENRON han logrado determinar que si no consideran las va- 
riables sociales en los estudios de impacto, una buena parte de su estabilidad empresarial 
se ve alterada en el mediano y largo plazo por una falta de compromiso social con las 
obras que se ejecutan. De ello a saltarse normas de seguridad, hay un paso. El lema fu- 
turo debe ser y parecer amigos, no intrusos. En Bolivia, se ha comenzado muy reciente- 
mente con esta dinámica comunicacional. 

Desde el punto de vista del trabajo científico, y al margen de las propias obras de 
infraestructura, se observa un sistema de relaciones escasamente estudiadas no sólo en 
Bolivia, sino prácticamente en toda América Latina. En ese sentido, los aspectos del cre- 
cimiento del sector versus el acercamiento a espacios alejados del control directo de 
las instancias del Estado constituyen aún un mundo a descubrir. Las múltiples ramifica- 
ciones de los sectores de energía dentro del aparato productivo merecen trabajos espe- 
cíficos con condiciones de sinergia general de todas las áreas del conocimiento para 
impulsar el desarrollo de los países productores. En el caso de Bolivia, los estudios han 
tenido que realizarse porque el área de los hidrocarburos es todavía bastante descono- 
cida para el común de la población. 
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Haciendo una revisión global, en lo concreto, los gasoductos han permitido —y 
quizás sea su mayor logro— una aceleración del proceso de titulación de las tierras co- 
munitarias de origen (TCO). Sin la ayuda de los programas desarrollados por las em- 
presas, la demora en los procedimientos de titulación de tierras seguiría. Un problema 
postergado se ha resuelto gracias a un financiamiento externo. El tema es importante 
desde el punto de vista social, porque los más beneficiados son las comunidades origi- 
narias, pero también es un tema que proporciona seguridad jurídica a las servidumbres 
y a las concesiones. En sí, tener clara la posesión de la tierra proporciona elementos de 
estabilidad que pocos países tienen en América Latina. 

Por otro lado, la creación de un fondo fiduciario para el Parque Nacional Gran 
Chaco (Kaa-lya) es un punto que merece particular atención. Se trata de la única área 
protegida destinada a conservar los restos del otrora extenso Chaco sudamericano. Hoy, 
la presencia de comunidades izoceñas y ayoreode se ve cautelada por la presencia de 
recursos y personal capacitado en la conservación de un área natural de manejo inte- 
grado; además, la gestión del Kaa Iya está en manos de los indígenas. 

Otros aspectos han contribuido a afianzar a numerosas organizaciones indígenas, las 
que, gracias a algunos recursos de las empresas constructoras de los gasoductos, han vis- 
to fortalecidas sus instituciones, han conseguido algún tipo de financiamiento y han desa- 
rrollado micro-proyectos en el área de recursos naturales. Este es quizás el mayor desafío 
para adelante: lograr, en un esfuerzo conjunto, que las poblaciones indígenas se aboquen 
a desarrollar otros esquemas de vida a partir de un manejo integrado de sus espacios. 

Finalmente, entre los logros pendientes de un análisis especializado, están los de 
tipo arqueológico, El proyecto arqueológico del gasoducto Bolivia-Brasil ha permitido, 
por primera vez, entrar en contacto con una serie de vestigios que han llevado a postu- 
lar que los asentamientos demográficos del Chaco fueron fuertemente interrelacionados 
con las civilizaciones andinas, aún en épocas preincaicas. A partir de estos hallazgos, que 
se pueden observar de manera permanente en el Museo de Historia de la ciudad de 
Santa Cruz y en la Casa de la Cultura de San José, la teoría de que estos pueblos eran 
de origen tupi-guaraní ha sido puesta en tela de juicio. Para los expertos en arqueología 
de las tierras bajas, este hito, marca la necesidad de articular un nuevo mapa 
antropológico en la zona. 
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Consideraciones finales 


Tras haber mostrado los principales alcances de estos megaproyectos en el departamento, 
deseamos concluir con observaciones que describimos en apartados para lograr una 
mejor comprensión, generar debate, proveer una evaluación y permitir formular políti- 
cas públicas. 

Sin embargo, antes de plantearlas, queremos señalar que el impacto de este tipo de 
obras consiste en una serie de insumos que, reunidos en su conjunto, pueden o no pro- 
ducir cambios cualitativos y a veces, cuantitativos, en la calidad de vida de una población. 
En este sentido, el “impacto” sigue abierto. Por ello, para pensar en impactos sociales, la 
noción fundamental de análisis es la de estructura, más no la de proyecto. En ese sentido, 
creemos que los gasoductos han sido la primera línea de un inmenso laberinto que, si lo 
proyectamos de manera conjunta en el país, contribuirá a alcanzar mejores niveles de vida. 
Por esta razón, el papel trazado por los actores y sectores involucrados en estos proyectos 
merece especial atención en nuestras consideraciones finales. 


Sobre el papel del Estado 

El giro económico-político que ha experimentado Bolivia desde el punto de vista teóri- 
co a partir del Decreto Supremo 21060, contrasta aún con las contradictorias dinámicas 
de gestión del Estado boliviano. La evidencia de esta dualidad se manifiesta en las aún 
profundas carencias institucionales, pero sobre todo en los mecanismos de “vigilancia”, 
concertación y observación de lo que ocurre en el país. A nuestro parecer, este es el 
tema central del Estado boliviano en el marco del sector hidrocarburífero. Desde esta 
óptica se observan tres aristas claves: 
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a.  Conrelación al marco regulador 

Nuestra impresión es que las empresas que no tienen ningún problema en rela- 
cionarse con el marco legal dado. Los corredores de exportación, devenidos de la Ley 
Corazón, no son el tema central de nuestra investigación pero es indudable que cami- 
nar hacia ese punto facilita el quehacer del sector. El tema preocupante radica en hacer- 
le entender al país —si es eso lo que se quiere hacer— que tal política de Estado 
representará costos en espacios que nunca fueron tocados por la mano del hombre y 
que nunca volverán a ser como en el pasado. Hasta aquí, sin embargo, falta una correla- 
ción de fuerzas entre los diferentes ministerios, especialmente entre los de carácter eco- 
nómico y de medioambiente, ministerios que no aúnan fuerzas para planificar y controlar 
in situ lo que ocurre en caminos, bosques y áreas protegidas, dejando ese rol a organis- 
mos no gubernamentales. Es necesario recalcar que en los tres municipios del estudio, 
hubo consenso en que las autoridades ministeriales no habían visitado la zona y si lo 
habían hecho, esto había sido fugazmente. Por esta razón, en estas ciudades, el Estado 
es una sombra, no así un actor político determinante, 


b. El poder intermedio 

Un segundo aspecto radica en las instancias intermedias de gestión del Estado, 
esto es en las prefecturas. Creemos que este es el eje fundamental a la hora de efectuar 
cambios estratégicos que realmente apunten a un desarrollo, En ese sentido, la ausen- 
cia de proyectos de desarrollo discutidos al interior del Consejo Departamental es evi- 
dente, en tanto que la gestión de las subprefecturas se destaca por su superposición de 
funciones con las alcaldías. Esto se ve, por ejemplo, en el área de caminos, en que to- 
dos los municipios contaron con apoyo de los planes de desarrollo comunitario y en el 
que las prefecturas también administraron recursos. Si bien a nivel de presupuestos, exis- 
te una hermenéutica de trabajo lenta y complicada para la aprobación de proyectos, en 
lo ambiental —plasmado sobretodo en los planes de desarrollo departamental— existe 
una total ausencia de correlación entre lo que se planifica y lo que se ejecuta. No es 
que no haya proyectos, o priorización de sectores de inversión. El problema radica en 
que, al considerar los ingresos provenientes de las regalías hidrocarburíferas, no se ha 
rediseñado qué hacer con el uso de estos recursos, y menos aún, aislado estos exce- 
dentes del presupuesto normal de la Prefectura. A futuro, de continuar esta tendencia, 
“los departamentos se gastarán las regalías” sin saber en qué lo hicieron. Ciertamente y 
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de acuerdo a los lineamientos ministeriales, sólo el 15 por ciento puede destinarse a 
sueldos, pero en la práctica, el análisis de los planes de gestión departamental da cuen- 
ta de cambios año con año. Al respecto hay toda una veta para investigar y a la cual, es 
casi imposible acceder porque los documentos, aunque públicos, no se facilitan por las 
autoridades departamentales”. 


c. El poder local 

En un tercer plano, se observan instancias locales que son inmanejables desde el 
punto de vista del gobierno central: en un país que busca ser y parecer descentralizado 
y participativo, las líneas de desarrollo sugieren la presencia de condicionamientos neo 
oligárquicos, en el que el problema de fondo estriba en la falta de compromiso social 
con lo que se ejecuta. Al consultar en los grupos focales qué necesidades había en la 
ciudad, todos los grupos coincidieron en que lo que más se requería eran fuentes de 
trabajo. Aún así, cuando se plantearon los planes de relación comunitaria, sólo en San 
Matías encontramos un proyecto productivo. ¿Acaso no se había establecido priorida- 
des en los municipios sobre proyectos de inversión? ¿Que ocurre con los Planes de De- 
sarrollo Municipal quinquenales? ¿Por qué, la mayor parte de las compensaciones apuntó 
a inversión social y no productiva? Algunos de nuestros entrevistados insistieron en un 
aspecto curioso: “es que las obras debían notarse”, debían formar parte de lo visible y 
como lo visible es de ladrillos... 

De esta manera llegamos a lo que consideramos el fondo de la cuestión en térmi- 
nos del Estado, a saber que, aunque parezca extraño, la ciudadanía no distingue las fun- 
ciones del Estado ni sus niveles. Al ciudadano común, le parece que hablamos de actores 
diferentes, cuando debieran comprenderse como niveles de un mismo cuerpo. En las 
provincias se habla de gobierno central, subprefecturas y alcaldías y en la práctica no 
son lo mismo. El gobierno “de La Paz” se ve lejano, las subprefecturas y las alcaldías 
reflejan la dinámica de las oligarquías locales. La población carece de confianza en sus 
autoridades, porque no consultó por lo que se iba a realizar y menos aún por lo que se 
iba a hacer. Sabe de los gasoductos, pero no sabe para qué sirven, a menos que algún 
miembro de la familia haya trabajado en la construcción de estos. 


Al respecto es imperativo que la biblioteca de la Prefectura se organice, sistematice y quede a cargo de 
personal especializado. 
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Del trabajo de campo realizado, se desprende que sólo las alcaldías, los comités 
cívicos y en algunos casos los comités de vigilancia o una unión juvenil, como en San 
Matías, participaron en la formulación de los proyectos compensatorios.* Pero al igual 
que lo que diagnostica José Blanes —y comenta en la introducción René Mayorga— para 
los municipios del occidente de Bolivia, 


..la lógica subyacente al proceso de municipalización está definida no sólo por una ambigúedad 
esencial de la ampliación de la democracia representativa, sino también por una serie de efectos no 
intencionales y no previstos por la Ley de Participación Popular. La ambigiedad consiste principal- 
mente en que —al expandirse el espacio político a la arena municipal y surgir nuevos liderazgos 
sociales— la democracia política ha ganado terreno en relación a la representación social dando lu- 
gar a que lo público-estatal se esté imponiendo a lo público-social mediante la apropiación de la 
política por los partidos políticos (Mayorga en Blanes, 2000: viii). 


Este tema, aparentemente desconectado de los gasoductos, representa el fondo de lo 
que ocurrió con el impacto social de los mismos porque —siguiendo el estudio de 
Blanes—, reitera el efecto contrario: 


..que es la “estatización” de las comunidades y la “politización” del liderazgo social, procesos por 
los cuales las organizaciones comunitarias y los comités de vigilancia terminan sometiéndose a los 
alcaldes y los partidos políticos mientras que los líderes sociales se convierten en líderes políticos.” 
Qbid.). 


Con esta dinámica, la hipótesis de Blanes, a nuestro juicio, también se reafirma en es- 
tos municipios del Oriente: 


Se podría decir que llega a prevalecer una especie de “colonización” de las organizaciones sociales 
por los partidos políticos como condición perversa de gobernabilidad (Ibid... 


En este sentido, ¿cómo fundamentar la participación de las alcaldías en la formu- 
lación de los planes de compensación urbanos y considerar que ésta fue la representa- 
ción del pueblo? No tenemos la respuesta, pero si advertimos que el proceso es muy 
distinto en las comunidades indígenas donde la verticalidad de la representación es in- 
ferior y donde efectivamente sí se pudieron consensuar el PDPI y PDL 


Aestos espacios de poder, acceden sólo los miembros de una misma clase. 
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Dando vuelta el raciocinio, se podría llegar a cuestionar en por qué se negoció 

así. La respuesta es porque no hubo alternativas, pero también la respuesta es que no 
se debió negociar así, hasta no estar completamente seguros —Estado, empresas y co- 
munidad— que “la Casa de la Cultura de San José” era lo que realmente querían los 
josesanos. Sólo así el impacto se observaría como positivo, porque lo que se infiere de 
o realizado es que lo que se pidió “fue poco y fue mal, fue pasajero y no resolvió los 
problemas del pueblo” (Grupo focal en San José). 
La precipitación y la ausencia de una planificación real son la tónica constante. 
Debiera ser prioritario la evaluación de del poder local, a fin de fomentar una reingeniería 
del mismo. En tanto se comprenda que las instancias mencionadas no forman parte de 
un mismo cuerpo, los equívocos seguirán menoscabando el impacto de la construcción 
de esta clase de obras en el país. Y he aquí un punto que el Estado debe dejar claro a 
os ciudadanos: las empresas no pueden cumplir el rol del Estado. Las compensaciones 
no equivalen a desarrollo y menos aún, en su papel de tales, les cabe consolidar estruc- 
uras de negociación. Al respecto, el gran error que advertimos en la construcción de 
estas obras fue permitir que las empresas se relacionen directamente con las comuni- 
dades y municipios en un continuo tira y afloja que desgasta a ambas partes, lo cual es 
una prueba que no operan las instituciones. La construcción de los gasoductos que van 
al sur del país, manifiesta la continuación de la tendencia. Permitir las negociaciones a 
las empresas y dejar que las auditorías de gestión estén libradas a su arbitrio también 
resta transparencia a los proyectos e indispone a la población casi absurdamente frente 
a las empresas. De los tres estudios de caso, San Matías es la mejor prueba de ello y del 
consecuente desgaste institucional del poder local. 

Este estudio concluye que es necesario evaluar nuevamente los niveles y la arti- 
culación entre: las empresas petroleras, las comunidades y las alcaldías, a fin de contra- 
restar la “no representatividad” de las demandas, la distorsión del concepto y uso de 
las compensaciones y los tipos de proyectos complementarios a los gasoductos. 





Sobre el manejo del sector hidrocarburífero en el país 

Es evidente que el tratamiento del sector hidrocarburífero en Bolivia es eminentemen- 
te economicista. Las consideraciones sociales y culturales son secundarias. Aún asumien- 
do el sesgo económico, cabe hacer algunas puntualizaciones. 
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Lo que aparece más nítido en el tema de los gasoductos es la falta de peso en las 
negociaciones que —habrá que admitir— en el futuro costarán millones de dólares al país. 
De esto, no es responsable una gestión de gobierno, sino la clase política boliviana en 
pleno que da lugar a las negociaciones de precios y volúmenes sin considerar el peso 
real que la tarifa estampilla o el valor real (que, traducido en los mercados desarrolla- 
dos, es oxígeno) de algunos espacios del trazado de los gasoductos. 

Creemos que nuevamente, el peso de la responsabilidad pasa por plantearse un 
desarrollo “a secas” más que adjetivándolo como sostenible. Es imperativo que el Esta- 
do revise el concepto de desarrollo y, luego, planifique, considerando sus componen- 
tes. La perspectiva sectorial es clara y acorde con los desafíos del mercado, y deja de 
relacionarse con la viabilidad o no de la capitalización. Hoy, está claro es que el país ha 
optado por la “gasificación” de su economía. Pese a las advertencias que realiza el pro- 
pio sector, que señala que ésto no se traducirá en desarrollo —entendido como un pro- 
ceso multidimensional que engloba la “reorganización y reorientación de los sistemas 
económicos y sociales que no se limita a elevar los niveles de renta y producción, sino 
que da lugar además, a transformaciones importantes de las estructuras institucionales, 
sociales y administrativas, modifica las actitudes de la gente y, en muchos casos, incluso 
las costumbres y creencias” poco o nada se hace para atajar la corriente que circula en 
las declaraciones de los miembros del poder ejecutivo (Todaro, 1988: 93). 

Por ello, basar el take off (despegue) de la economía nacional en la expansión 
hidrocarburífera en la monetización del gas o en los futuros gasoductos, es tratar de 
dar la vuelta más larga y un error histórico. 


Sobre los gasoductos y las empresas 

Bolivia debe estar orgullosa de estas obras. Sin duda son un gran paso para avanzar ha- 
cia un crecimiento económico, que es una de las condiciones previas para el desarrollo. 
Se trata de obras llevadas a cabo con responsabilidad y con buena voluntad, dadas las 
draconianas condiciones impuestas por la globalización emergente. El país debe estar 
consciente de su rol regional, sacar provecho económico, social y cultural a estas obras, 
concientizar a la población de su importancia y fomentar su cuidado para evitar desas- 
tres naturales. En el otro extremo del análisis, Juan Perelman señala que: 


3 


Habría que agregar la aceleración del crecimiento, la reducción de la desigualdad y la erradicación de 
la pobreza extrema. 
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El gas ya no es nuestro. Lo hemos entregado a manos extranjeras. Otros se harán ricos y noso- 
tros seguiremos siendo uno de los países más pobres de Latinoamérica. Con el tiempo, sólo 
quedarán los agujeros como el Cerro Rico, el otrora Sumaj Orko, ahora convertido en una muela 
careada. 

Considero que tenemos que recuperar nuestra renta, o más bien “el monopolio de esa fuerza 
natural monopolizable”. Y para recuperar esa renta no veo otra salida que la nacionalización del 
gas. Esto desde luego es un (sic) decisión política que nos compete a todos los bolivianos 
(Perelman, 2001). 


A partir del seguimiento que hemos realizado a la industria de los hidrocarbu- 
ros, plantear lo anteriormente mencionado parece un contrasentido, a más de 40 años 
de búsqueda de capitales frescos para este sector de la economía. Haberlo hecho pe- 
sar antes de aprobar la capitalización de YPFB, hubiera sido demostrativo de no de- 
sear el modelo económico que hoy nos rige. Plantearlo hoy es una contradicción, 
primero política y luego, económica. El único camino que hoy tiene el país es asumir 
responsablemente que el recurso es enorme, que hay que cuidarlo, y ver cómo da- 
das las condiciones vigentes, se pueden negociar precios y mayor valor agregado del 
producto. Sin embargo, un punto de fondo es acudir a los poderes locales para hacer 
confluir, tanto los esfuerzos macro-económicos derivados del gas, como los locales, a 
partir de reglas claras de gestión local. 

Sobre la infraestructura, cabe señalar que este es el aspecto más delicado del quin- 
quenio. El haber traspasado ductos viejos, planteó un laberinto donde las responsabili- 
dades deben ser compartidas entre Estado y empresas, 

Nuestro país ofrece un espacio único y geoestratégico que, de mejorar los niveles 
de articulación productivos internos y relacionándolos con los gasoductos de forma in- 
tegral, podrán sin duda dar origen a una matriz de desarrollo futuro. En perspectiva, las 
obras ejecutadas son provechosas, inéditas y fundamentales. Con gran dificultad, cum- 
plieron las exigencias impuestas por sus organismos financieros. Estas exigencias, debi- 
do a la geografía, algunos tropiezos laborales y sobre todo a la falta de experiencia 
nacional con proyectos millonarios, son desafíos históricos. A futuro, el reto pasará más 
desapercibido por la población, no así los ingresos provenientes de las regalías 
hidrocarburíferas. 

Es de esperar que las empresas reajusten sus campañas de comunicación y forta- 
lezcan aún más —porque se observa la intención— lo que significa la seguridad de estos 
proyectos. En este sentido, creemos absolutamente necesaria la autorregulación del 
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sector y la formación cuerpos permanentes en las empresas que no sólo se aboquen a 
la realización de monitoreos ambientales, sino al montioreo social* de las obras. 

Al respecto, la labor de auditorías externas, ha ofrecido en estos proyectos des- 
ventajas inmensas: Los auditores eran personas completamente ajenas al lugar, muy pre- 
paradas, pero con escaso compromiso social en las localidades. Ello redundó en un 
problema de terciarización de las relaciones —entendida como indiferencia por la po- 
blación local— a veces ajeno, otras, torpe. La población aislaba a los consultores y al ais- 
larlos, el resultado fue equívoco. La auditoría ambiental no ofrece escollos técnicos, pero 
si suspicacias en un mundo rural todavía tradicional y cerrado. Esta torpeza del sector 
empresarial se justifica por la ausencia real el Estado y sus instituciones a nivel local. 

Un aspecto relevante y muy poco estudiado hasta el momento es el cambio de la 
matriz energética del país. En tanto, Bolivia no replantee este punto, los gasoductos trans- 
portarán mucho gas y a bajos precios. Nuevamente, es labor del Estado apurar el proceso. 

Por último, esta investigación concluye que las empresas han desarrollado un gran 
esfuerzo, en un país que ofrece marcos de inestabilidad permanentes. Es constante el 
impulso de las empresas del sector exploratorio, de producción y transporte por cum- 
plir con su parte en las obras de la mejor manera posible y aunque de fondo, no lo ha- 
gan gratuitamente, a veces los malos entendidos han ocurrido por falta de coordinación 
entre partes y otras, porque las autoridades locales han entorpecido el avance de las 
obras, permitiendo asambleas en condiciones completamente irregulares. Con todo, es 
necesario que el país asuma que son empresas y no organismos de beneficencia. La cá- 
mara del sector hidrocarburos tiene el desafío de cambiar su bajo perfil, 

Por su parte, las empresas deben mejorar el acercamiento de estas instancias para 
que las poblaciones locales no sientan que están siendo despojadas de una riqueza que 
pertenece al país.? Esta noción de “riqueza nacional” y no sólo “departamental” o “local”, 
permitirá a futuro trabajar planes de compensación con una noción de integración nacio- 
nal. Sostener a largo plazo formas de negociación regionales no sólo será un error, sino 
que esfumará los beneficios del sector. Debido a esto, es básico concertar y garantizar la 


' — Entendido como la permanente y atenta mirada de las empresas acerca de lo que ocurre con la gente 
cercana a las obras. En nuestra opinión deben ser personas preparadas en resolución de conflictos, 
con conocimientos en lenguas locales, y con enfoques multidisciplinarios. 

Uno de los aspectos más importantes a modificar es que la riqueza no es de un espacio en específico, 
sino del país en su conjunto. 
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regulación de las compensaciones bajo parámetros definidos de mutuo acuerdo con 
el Estado boliviano en forma previa a la ejecución de obras de gran magnitud. 


Sobre las ciudades y gobiernos municipales del estudio 

Es un hecho, tal como nos lo apuntara uno de los directores del PDPT?, que cuando se 
pensó en planes de compensación, la preocupación principal apuntó a los territorios 
indígenas y a los ecosistemas por los cuales iban a pasar las obras. Las ciudades fueron 
incorporadas al diálogo de las compensaciones en último momento. De este punto de- 
riva todo el análisis que podamos ver sobre el impacto social, al que nos permitimos 
calificar en el período de estudio como paliativo, paternalista y “cortoplacista”. 

La organización del poder público en las alcaldías del oriente boliviano aún forma 
parte de una antigua manera de hacer política. A lo largo de esta investigación se obser- 
van diversos comportamientos que caracterizan a las localidades urbanas de la parte 
oriental del departamento de Santa Cruz. A saber, se trata de sociedades estamentales, 
porque se articulan en base a principios étnicos y a la posesión de la tierra. También 
constituyen sociedades atomizadas, con marcado predominio de las directrices de la elite 
en la toma de decisiones políticas. Por ello, el nepotismo, la corrupción y la falta de trans- 
parencia ahuyentan a la ciudadanía en términos de participación activa y representación 
de demandas efectivas. Lo legal está, pero no se puede cumplir si es que dos miembros 
de una misma familia son alcalde y subprefecto de una ciudad y uno de los tíos, de la 
misma familia es el presidente del Concejo Municipal. Así las dinámicas siguen siendo 
coloniales, siendo que la ley las permite. 

Es deber del Estado boliviano hacer entender a sus instancias de poder regional y 
local que la capacidad de gobierno es institucional y no personal, y que las decisiones 
han de estar marcadas por un ideal de servicio público, 


Sobre los conflictos que producen las obras 

Los conflictos referentes a los gasoductos se definen a partir de una relación de elemen- 
tos que pueden caracterizarse por una oposición de tipo objetivo —conflictos latentes— O 
de tipo subjetivo —conflictos manifiestos—. En el caso de los megaproyectos del estudio, 
los conflictos surgen como una consecuencia de la pugna en las relaciones de poder. 


Entrevista realizada a José Guillermo Justiniano, julio 2001. 
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En el caso del gasoducto Bolivia-Brasil y del proyecto integrado San Miguel-Cuiabá, 
se puede reconocer en tres categorías de conflicto: 





Gasoducto Bolivia - Brasil 


Gasoducto San Miguel - Cuiabá 





Conflictos políticos: aquellos que derivan de la 
ausencia de acuerdo en la fijación de proyectos, 
en la forma de relacionamiento entre alcaldías 
y empresas constructoras de las obras, y entre 
las alcaldías y los comités cívicos por el poder 
de definición del contenido de los planes de 
desarrollo comunitario. 





Conflictos sociales: aquellos que guardan 
estrecha relación con la dinámica de 
acercamiento de población exógena a espacios 
desconocidos. Entre estos, podemos 
mencionar, problemas laborales, prostitución y 
de relacionamiento entre los obreros y las 
diferentes comunidades urbanas. 

Carencia de servicios públicos durante la 
construcción de la obra. 


Conflictos económicos: derivados de la 
prescindencia de la mano de obra local en la 
instalación de comedores para abastecer de 
comidas los campamentos de obreros. 





Conflictos políticos: que derivan de los cambios 
políticos locales derivados de manejo interno 
de la ciudad y que acarrean modificaciones en 
las formas de contacto y negociación entre 
empresas constructoras de los gasoductos y 
autoridades locales. 








Conflictos sociales: aquellos que surgieron 
como mecanismos de presión por el 
“incumplimiento” de la empresa constructora en 
el desembolso de las compensaciones. En 
parte, esta clase de conílictos requirió de un 
mediador neutral, constituida por la figura del 
propio prefecto del departamento. 


Conflictos económicos: derivados de las formas 
en que fueron establecidas las compensaciones 
y en la forma en que se gestionaron algunas 
fases de la construcción del gasoducto que 
alquiló maquinaria del municipio para la obra y 
cuyos cánones no quedan reflejados en los 
PAO. La falta de transparencia de las 
autoridades, la ausencia de mayor número de 
personal técnico para controlar la obra, 
especialmente para evitar el desmonte colateral 
de particulares y sobre todo, el continuo roce 
entre autoridades y empresa constructora, 
determinan que este gasoducto fuera mucho 
más complejo que el anterior en el manejo local. 








Fuente: Elaboración propia. 


Sobre el manejo comunicacional de los proyectos 





Esta es probablemente la pieza más débil de los proyectos gasíferos instalados entre 1996- 
2000 en el departamento de Santa Cruz. 

Ya sea por un asunto financiero, o por una falta de tratamiento directo, lo cierto 
es que los niveles de comunicación de las obras son inversamente proporcionales 
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respecto de centro de operaciones de las empresas y los lugares de construcción de 
los mismos. Las empresas petroleras contrataron, a su vez, empresas de comunica- 
ción organizacional, o en su defecto, a encargados de relaciones públicas que debían 
encargarse de la imagen, comunicación e información de las petroleras. La difusión 
comunicacional, diseñada con fines internos de cada una de las empresas, evitó 
concientemente, con aún mayor intensidad, que las ciudades conocieran lo que se 
estaba realizando. Dicho de otro modo, si bien es posible obtener información sobre 
estos proyectos en la capital del departamento, a medida que uno se aleja de la mis- 
ma, se constata que la población no tiene nociones de lo que son las obras y su 
posible beneficio. 

En términos urbanos, al menos, la información local existe, pero no es difundida 
porque las autoridades locales “actúan a espaldas” de la población local. El corolario di- 
recto de este fenómeno es que el proyecto es considerado totalmente ajeno a la ciuda- 
danía y si bien es cierto las tres ciudades del estudio presentan proyectos 
compensatorios, la percepción de estas obras es considerada: pobre, conflictiva, y poco 
representativa de las necesidades de la ciudadanía. No deseamos enjuiciar, porque no 
es nuestro interés, a quien obtuvo los beneficios de esta forma de encarar el proceso. 
Baste decir, eso sí, que se hizo de manera negligente, en el primer gasoducto y/o 
conciente, en el segundo”. 


Sobre el alcance del impacto social 

Los tres municipios en estudio coinciden en que el mayor beneficio de estas obras se 
ha visto en las comunidades indígenas y que lo que ha sido realizado para Otros secto- 
res de sus respectivos municipios es poco importante y paternalista. Con excepción de 
las valoraciones en el campo de la salud (postas, hospitales y equipos médicos), el res- 
to de los montos asignados por las empresas por concepto de las compensaciones por 
la construcción de los gasoductos no ha alterado de manera alguna la forma de vida de 
la población local. 





La originalidad de campañas tales como “El buen conductor” de una de las empresas fue efectuada 
tras la construcción del gasoducto Bolivia-Brasil, no antes, ni durante la ejecución de las obras y, el 
alcance de esta campaña es virtualmente nulo en las ciudades de San José y Puerto Suárez, que 
mayoritariamente ven televisión brasilera, y donde sólo llega un canal nacional. 
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De la comparación entre los logros y los problemas ocasionados por la construc- 
ción de los gasoductos al Brasil, es posible señalar que estas obras merecían una atención 
diferenciada por parte del Estado, puesto que lo más probable es que se traten de fondos 
que ingresen una sola vez a los municipios, En ese sentido, los montos —por escasos que 
sean— debían tener un destino transparente, visible y duradero, Esto hubiera contribuido 
al mejoramiento de la opinión pública sobre estos megaproyectos, pero también hubiera 
dignificado la postergación de poblaciones y espacios de por sí olvidados en el país. 

Nuestra evaluación es que, en la medida que se fortalezcan las formas de nego- 
ciación de los planes de compensación por vía ministerial y luego prefectural- 
subprefectural, el papel de las alcaldías y por ende de las elites locales será menos 
recurrente en la articulación de conflictos de carácter explosivo. Hasta aquí, la actua- 
ción de los partidos políticos ha contribuido ha enrarecer el ambiente de negociacio- 
nes, Creemos que la única forma de evitar estos tropiezos es haciendo planes de 
compensación por niveles de impacto, A saber: 


* Impacto comunicacional-educativo, en el que se cercioren las autoridades com- 
petentes, a través de asambleas públicas, que la población local está enterada de 
que será afectada por el paso de un gasoducto de manera cercana, en forma pre- 
via a que ocurra el ingreso de las empresas. En ese sentido, las compensaciones 
deberían apuntar a restituir un equilibrio previo. 

* Impacto dentro de la economía local, fortaleciendo el aparato productivo para que 
los escasos montos que sean destinados a los municipios sean asignados a pro- 
yectos productivos ya formulados con anterioridad*. Queremos recordar al lector 
en este punto que los tres municipios en estudio, están perfectamente informa- 
dos de su potencial turístico y déficit educativo, y que este podría llegar a ser el 
verdadero aporte de estos recursos, en vez de paliar la escasa atención de las au- 
toridades departamentales en estas regiones, con proyectos de saneamiento bási- 
co o en gastos de mantenimiento de caminos, utilizados por las empresas, que 
de ninguna manera pueden ser considerados como compensaciór?. 


Este trabajo no propone necesariamente un aumento de los montos de la compensación, sino una 
reestructuración en la asignación y destino de estos recursos, cuando se trate de zonas urbanas. 

La existencia de una enorme riqueza patrimonial y en biodiversidad, hace a estos municipios aptos 
para el turismo cultural, ecológico y de aventura. 
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En algunos ámbitos, además del impacto económico local, es necesario promo- 
ver la creación de proyectos de inversión que con el transcurso del tiempo se 
autofinancien y que signifiquen un desafío productivo para las ciudades. Esto debe ha- 
cerse, no con recursos de la compensación, sino con la redefinición de los ingresos y 
distribución producto de las regalías y otros impuestos, tales como las servidumbres 
hidrocarburíferas. A partir de estos fondos, es fundamental que estos proyectos sean 
consensuados por la población, realizados con el compromiso de sus clases políticas, y 
considerados, no como un beneficio, sino una inversión a cuidar por la población local. 

Finalmente, no podemos dejar de mencionar en estas páginas algunas líneas de 
investigación futura. Entre ellas: la regulación de las medidas de mitigación de los im- 
pactos ambientales, el cambio de la matriz energética del país, el funcionamiento del 
poder intermedio en Bolivia, el papel del Estado como promotor del desarrollo, los ám- 
bitos de influencia y compromiso de las elites dentro del Estado, la profundización del 
funcionamiento de la ley de Participación Popular y la de autonomía municipal en las 
ciudades de frontera y el diseño de estrategias innovadoras de gestión departamental. 
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Gasoductos de América del SUl uo nono none 
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